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Marco Estratégico de Referencia 

ANTECEDENTES HISTORICOS 

 

Nuestra Universidad tiene sus antecedentes de formación en el año de 1979 con el inicio de 

actividades de la normal de educadoras “Edgar Robledo Santiago”, que en su momento marcó un 

nuevo rumbo para la educación de Comitán y del estado de Chiapas. Nuestra escuela fue fundada 

por el Profesor de Primaria Manuel Albores Salazar con la idea de traer Educación a Comitán, ya 

que esto representaba una forma de apoyar a muchas familias de la región para que siguieran 

estudiando. 

 

En el año 1984 inicia actividades el CBTiS Moctezuma Ilhuicamina, que fue el primer bachillerato 

tecnológico particular del estado de Chiapas, manteniendo con esto la visión en grande de traer 

Educación a nuestro municipio, esta institución fue creada para que la gente que trabajaba por la 

mañana tuviera la opción de estudiar por las tardes. 

 

La Maestra Martha Ruth Alcázar Mellanes es la madre de los tres integrantes de la familia Albores 

Alcázar que se fueron integrando poco a poco a la escuela formada por su padre, el Profesor 

Manuel Albores Salazar; Víctor Manuel Albores Alcázar en septiembre de 1996 como chofer de 

transporte escolar, Karla Fabiola Albores Alcázar se integró como Profesora  en 1998, Martha 

Patricia Albores Alcázar en el departamento de finanzas en 1999. 

 

En el año 2002, Víctor Manuel Albores Alcázar formó el Grupo Educativo Albores Alcázar S.C. 

para darle un nuevo rumbo y sentido empresarial al negocio familiar y en el año 2004 funda la 

Universidad Del Sureste. 

 

La formación de nuestra Universidad se da principalmente porque en Comitán y en toda la región 

no existía una verdadera oferta Educativa, por lo que se veía urgente la creación de una institución 

de Educación superior, pero que estuviera a la altura de las exigencias de los jóvenes que tenían 

intención de seguir estudiando o de los profesionistas para seguir preparándose a través de 

estudios de posgrado. 

 

Nuestra Universidad inició sus actividades el 18 de agosto del 2004 en las instalaciones de la 4ª 

avenida oriente sur no. 24, con la licenciatura en Puericultura, contando con dos grupos de 
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cuarenta alumnos cada uno. En el año 2005 nos trasladamos a nuestras propias instalaciones en la 

carretera Comitán – Tzimol km. 57 donde actualmente se encuentra el campus Comitán y el 

Corporativo  UDS, este último, es el encargado de estandarizar y controlar todos los procesos 

operativos y Educativos de los diferentes Campus, Sedes y Centros de Enlace Educativo, así como 

de crear los diferentes planes estratégicos de expansión de la marca a nivel nacional e 

internacional. 

 

Nuestra Universidad inició sus actividades el 18 de agosto del 2004 en las instalaciones de la 4ª 

avenida oriente sur no. 24, con la licenciatura en Puericultura, contando con dos grupos de 

cuarenta alumnos cada uno. En el año 2005 nos trasladamos a nuestras propias instalaciones en la 

carretera Comitán – Tzimol km. 57 donde actualmente se encuentra el campus Comitán y el 

corporativo UDS, este último, es el encargado de estandarizar y controlar todos los procesos 

operativos y educativos de los diferentes campus, así como de crear los diferentes planes 

estratégicos de expansión de la marca. 

 

 

MISIÓN 

 

Satisfacer la necesidad de Educación que promueva el espíritu emprendedor, aplicando altos 

estándares de calidad Académica, que propicien el desarrollo de nuestros alumnos, Profesores, 

colaboradores y la sociedad, a través de la incorporación de tecnologías en el proceso de 

enseñanza-aprendizaje.  

  

VISIÓN 

 

Ser la mejor oferta académica en cada región de influencia, y a través de nuestra Plataforma 

Virtual tener una cobertura Global, con un crecimiento sostenible y las ofertas académicas 

innovadoras con pertinencia para la sociedad. 

 

VALORES 

 

 Disciplina 

 Honestidad 

 Equidad 

 Libertad 
 

 

 



 

  

UNIVERSIDAD DEL SURESTE 5 

 

ESCUDO 

 

El escudo de la UDS, está constituido por tres líneas curvas que nacen de 

izquierda a derecha formando los escalones al éxito. En la parte superior está 

situado un cuadro motivo de la abstracción de la forma de un libro abierto.  

 

 

 

 

 

 

 

 

ESLOGAN 

 

“Mi Universidad” 

 
 

 

 

ALBORES 

 

 

 

Es nuestra mascota, un Jaguar. Su piel es negra y se distingue por ser 

líder, trabaja en equipo y obtiene lo que desea. El ímpetu, extremo 

valor y fortaleza son los rasgos que distinguen. 
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DELITOS ESPECIALES 

Objetivo de la materia: 

 

Objetivo de la materia: 

 

Que el alumno pueda identificar, analizar y precisar sobre las conductas negativas, 

tipificadas y consideradas graves que tienen que ver con los delitos en contra de la salud 

pública, los sexuales, los cometidos por servidores públicos, los electorales, los 

ejecutados en contra de la ecología y los de naturaleza fiscal, todos ellos contemplados en 

el código penal federal y en leyes especiales. 

Al finalizar esta materia, el alumno, mediante el estudio dogmático conocerá las diversas 

figuras delictivas, podrá analizar los elementos graves y todo lo que configura a los 

denominados delitos especiales.    
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UNIDAD I  

Delitos en contra de la salud pública  

1.1 Derecho a la salud.  

1.2 Conducta y su aspecto negativo.  

1.3 Antecedentes históricos sobre los delitos contra la salud. 

1.4 Concepto y tipos de drogas. 

1.5 Marco Normativo. 

1.6 Producción de narcóticos. 

1.7 Tenencia de narcóticos. 

1.8 Agravantes. 

1.9 Narcotráfico. 

1.10 Cooperación Internacional. 

1.11 Del peligro de contagio. 

1.12 Delitos contra los derechos reproductivos. 

 

UNIDAD II 

 

Delitos Contra la Seguridad Pública 

2.1 Evasión de presos. 

2.2 Quebrantamiento de sanción. 

2.3 Armas prohibidas. 

2.4 Atentados contra la paz y la integridad corporal y patrimonial de la colectividad. 
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2.5 Asociación delictuosa. 

2.6 Pandillerismo. 

2.7 Delincuencia organizada. 

2.8 Incitación a la violencia. 

2.9 Delitos contra la seguridad de la Nación. 

2.10. Delitos Contra el Derecho Internacional.  

2.11. Delitos contra la Dignidad de las Personas. 

2.12. Delitos contra los derechos reproductivos  

 

UNIDAD III 

Delitos Electorales, Delitos Fiscales, Delitos en Materia de Derechos de Autor y Delitos 

Contra la Propiedad Industrial  

3.1 Generalidades delos delitos electorales. 

3.2 Delitos lectorales cometidos por cualquier persona. 

3.3 Delitos electorales cometidos por servidores públicos. 

3.4 Delitos cometidos por funcionarios electorales. 

3.5 Delitos cometidos por funcionario partidista. 

3.6 Penas previstas por comisión de delitos electorales. 

3.7 Delitos fiscales.  

3.8 Contrabando. 

3.9 Presunción del delito de contrabando. 

3.10 Defraudación fiscal. 
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3.11 Delitos en materia de derechos de autor. 

3.12 Uso en forma dolosa, con fines de lucro y sin la autorización de obras protegidas. 

3.13 Producción, reproducción, transporte y comercialización de obras protegidas.  

3.14 Propiedad industrial    

3.15 Delitos contra la propiedad industrial  

 

UNIDAD IV  

Delitos en Materia de Vías de Comunicación y de Correspondencia y Delitos Contra el 

Medio Ambiente  

4.1 Conceptualización y tipos de vías de comunicación.  

4.2 Ataques a las vías de comunicación. 

4.3 Uso ilícito de instalaciones destinadas al tránsito aéreo. 

4.4 Violación de correspondencia. 

4.5 Derecho al medio ambiente sano. 

4.6 Leyes Mexicanas en Materia Ambiental 

4.7 Regulación Ambiental de los Asentamientos Humanos. 

4.8 Tipos y Características de las Áreas Naturales Protegidas. 

4.9 Preservación y aprovechamiento sustentable de la flora y fauna silvestre. 

4.10 Medidas de mitigación ambiental.  

4.11 Delitos Ambientales.  
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UNIDAD I 

Delitos contra la salud 

1.1 Derecho a la salud  

El derecho a la salud constituye uno de los derechos humanos fundamentales, que son 

aquellos que existen con anterioridad a la sociedad y al Estado, ya que corresponden a la 

persona humana por su condición de tal y por el sólo hecho de serlo. Además de su 

reconocimiento, sin embargo, los ciudadanos tienen derecho a su protección no sólo por 

el Estado nacional sino asimismo en el ámbito internacional. 

 

En este contexto, el cuarto párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, señal que: “Toda Persona tiene derecho a la protección de la salud”. Por ello, 

los delitos contra la salud en México son un agregado de delitos que se dividen en tres 

grandes grupos: delitos relacionados con el narcotráfico, delitos relacionados con el 

peligro de contagio y delitos contra los derechos reproductivos. Los delitos contra la 

salud son aquellos que provocan daños a la salud colectiva.  

 

1.2 Conducta y su aspecto negativo  

 

La conducta es el primero de los elementos que requiere el delito para existir.  Algunos 

estudiosos le llaman acción, hecho, acto o actividad.  

 

La conducta es un comportamiento humano voluntario la veces una conducta humana 

involuntaria puede tener, ante el derecho penal, responsabilidad imprudencial o 

preterintencional), activo (acción o hacer positivo), o, negativo (inactividad o no hacer) 

que produce un resultado.  
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Como antes se precisó sólo el ser humano es capaz de ubicarse en la hipótesis de 

constituirse en sujeto activo; por tanto, se descartan todas las creencias. 

 

respecto a si los animales, los objetos o las personas morales pueden ser sujetos activos 

del delito. Ante el derecho penal, la conducta puede manifestarse de dos formas: acción y 

omisión.  

 

Acción. - La acción consiste en actuar o hacer; es un hecho positivo, el cual implica que 

el agente lleva a cabo uno o varios movimientos corporales, y comete la infracción a la ley 

por sí mismo o por medio de instrumentos, animales, mecanismos e incluso mediante 

personas. 

 

 La conducta se puede realizar mediante un comportamiento o varios, por ejemplo, 

para matar a alguien, el agente desarrolla una conducta a fin de comprar la sustancia letal, 

con otra prepara la bebida, con otra más invita a la víctima a su casa, y con una última le 

da a beber el brebaje mortal.  

 

Cuando el delincuente se vale de un inimputable, surge la figura de la autora mediata, pues 

propiamente utiliza al sujeto que no tiene capacidad ante el derecho, como si se tratara 

de un instrumento u objeto. Elementos de la acción. - Los elementos de la acción son la 

voluntad, la actividad, el resultado y la relación de causalidad, llamado este último también 

nexo causal.  

 

a) Voluntad Es el querer, por parte del sujeto activo, de cometer el delito. Es 

propiamente la intención  
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b) Actividad Consiste en el "hacer" o actuar. Es el hecho positivo o movimiento 

humano encaminado a producir el ilícito  

 

c) Resultado Es la consecuencia de la conducta; el fin deseado por el agente y 

previsto en la ley penal  

 

d) Nexo de causalidad Es el ligamen o nexo que une a la conducta con el resultado, el 

cual debe ser material. Dicho nexo es lo que une a la causa con el efecto, sin el cual este 

último no puede atribuirse a la causa. 

 Se insiste en que el nexo causal debe ser material, ya que, si es moral, espiritual o 

psicológico, será irrelevante para el derecho penal. Quien desea matar debe actuar de 

forma que el medio o los medios elegidos para tal propósito sean objetivos y, por tanto, 

idóneos; se requiere que los materialice para atribuirles el resultado típico. 

 

Omisión. - La omisión consiste en realizar la conducta típica con abstención de actuar, 

esto es, no hacer o dejar de hacer. Constituye el modo o forma negativa del 

comportamiento. La omisión puede ser simple o comisión por omisión.  

 

Omisión simple: También conocida como omisión propia consiste en no hacer lo que 

se debe hacer, ya sea voluntaria o imprudencialmente, con lo cual se produce un delito, 

aunque no haya un resultado, de modo que se infringe una norma preceptiva, por 

ejemplo, portación de arma prohibida.  

 

Comisión por omisión: También conocida como comisión impropia, es un no hacer 

voluntario imprudencial, cuya abstención produce un resultado material, y se infringen una 

norma preceptiva y otra prohibitiva, por ejemplo, abandono de la obligación de alimentar 

a los hijos, con lo que se causa la muerte de éstos. 
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Elementos de la omisión. - Los elementos de la omisión son la voluntad, la actividad, 

el resultado y el nexo causal. Para su explicación, consúltese lo expuesto acerca de los 

elementos de la acción, por ser los mismos, con la aclaración de que, en los delitos de 

simple omisión, no cabe hablar de nexo causal, pues no se produce ningún resultado.  

 

En la comisión por omisión, en la cual se produce un resultado a causa de la 

inactividad, se debe dar y comprobar el nexo causal, por ejemplo, la madre que, con el fin 

de procurar su aborto, deja de tomar el alimento, suero o medicamento indicado por el 

médico, para proteger la vida del producto, de manera que causa la muerte del producto, 

comete el delito de aborto. En este caso deberá comprobarse el nexo causal a partir del 

dictamen médico y las pruebas de laboratorio que establezcan que la causa de la muerte 

del producto fue el no alimentar o la no administración del suero o medicamento. 

 

 1.3 Antecedentes históricos sobre los delitos contra la salud 

 

En la actualidad, el Sistema Jurídico Mexicano tipifica las conductas antijurídicas que 

constituyen los Delitos contra la Salud, sin embargo, a lo largo de la Historia de nuestro 

país, existieron antecedentes normativos que fueron utilizados antes de nuestra legislación 

vigente, para sancionar los crímenes en contra de la salud pública. Dispositivos histórico-

jurídicos que a continuación se presentan:  

 

Las prohibiciones y limitaciones de las drogas y estupefacientes adquirieron una estructura 

jurídica en 1916, durante el gobierno de Venustiano Carranza, con el decreto por el que 

se crea el Consejo de la Salubridad General, encargado de corregir y prevenir las 

adicciones.  

 

En 1923, con el decreto expedido por el presidente Álvaro Obregón, se 
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prohíbe por primera vez el contrabando de drogas, principalmente del opio, 

cocaína, heroína, morfina y derivados, denominándose narcotráfico. 

 

No obstante, en los códigos en materia penal anteriores al de 1931, no se tenía una 

regulación estricta de los delitos contra la salud, sólo se hacía la distinción entre las 

sustancias nocivas para la salud y aquellas con utilidad medicinal bajo el concepto de 

drogas y en las modalidades de adulteración, comercio y elaboración ilegal de artículos 

alimenticios o de drogar enervantes. 

 

A principios de 1961 el Gobierno de México participó en la conferencia convocada por la 

ONU para la aprobación de una convención internacional que, tomando en cuenta los 

progresos de la ciencia y los adelantos sociales, codificara en un solo instrumento las 

disposiciones de los tratados anteriores.  

 

Después de tres meses de sesiones se adoptó la Convención Única sobre Estupefacientes 

de 1961. Aprobada la Cámara de Senadores, el Ejecutivo Federal ratificó esta convención 

el 17 de marzo de 1967 y entró en vigor el 19 de mayo de 1967. El texto se publicó en el 

Diario Oficial de 31 de mayo de 1967.  

 

Durante el período ordinario de sesiones del Congreso de la Unión correspondiente a 

1967, se aprobaron diversas reformas y adiciones a los artículos 85, 193, 194, 195, 196, 

197, 198 y 199 del Código Penal para el Distrito y Territorios Federales y se modificó el 

nombre del capítulo que contiene tales disposiciones. Las reformas se publicaron en el 

Diario Oficial de la Federación el 8 de marzo de 1968. La reforma elevó la penalidad de 

estos ilícitos.  

 

Actualmente, el Código Penal Federal prevé un capítulo exclusivo para controlar el 

problema del narcotráfico, que se caracteriza por penalizar con mayor severidad el tráfico 
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de drogas o estupefacientes, así como determinar con claridad las sustancias y cantidades 

prohibidas con apoyo en lo dispuesto en la Ley General de Salud. 

 

1.4 Concepto y tipos de drogas 

 

Según la OMS, una droga es aquella sustancia que introducida en el organismo vivo puede 

modificar una o más funciones de éste. Droga de abuso es aquella sustancia tomada a 

través de cualquier vía de administración, altera el humor, el nivel de percepción o el 

funcionamiento cerebral. 

En 1982, este mismo organismo definió la drogodependencia como síndrome caracterizado 

por un esquema de comportamiento en el que se establece una gran prioridad para el uso 

de una o varias sustancias psicoactivas determinadas, frente a otros comportamientos 

considerados habitualmente como más importantes. Actualmente, este término está más 

en desuso y se utiliza más el término trastorno por uso de sustancias psicoactivas. Este 

término se aplica a todas aquellas sustancias que introducidas en el organismo afectan o 

alteran el estado de ánimo y la conducta, acarrean trastornos incapacitantes para el 

consumidor en la esfera personal, laboral, social, física y familiar, así como síntomas y 

estados característicos como intoxicación, tolerancia, dependencia y síndrome de 

abstinencia. 

 

Clasificación de las Drogas 

 

Según Shuckit, en 1995 clasificó las drogas en: 

 

Clase Ejemplos 
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Depresores del SNC Alcohol, hipnóticos, ansiolíticos 

Estimulantes o simpatomiméticos 

de SNC 

Anfetaminas, metilfenidato, todos 

los tipos de cocaína, productos para 

perder peso 

Opiáceos 
Heroína, morfina, metadona y casi 

todos los analgésicos 

Cannabinoles Mahrihuana, hachís 

Alucinógenos LSD, mescalina, psilocibina, éxtasis 

Solventes 
Aerosoles, colas, tolueno, gasolina, 

disolventes 

Drogas para contrarrestar otros 

efectos 

Contienen: atropina, escopolamina, 

estimulantes menores, 

antihistamínicos 

Otros Fenciclidina (PCP) 

 

 

1.5 Marco Normativo 

 

Código Penal Federal  
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Trata de proteger los daños a la salud pública derivados del tráfico y consumo de drogas, 

sustancias estupefacientes y otros narcóticos. 

De forma literal, en su artículo 193 el Código Penal Federal define los narcóticos como 

los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias o vegetales determinados por la Ley 

General de Salud mexicana, así como otros convenios, tratados y disposiciones legales 

internacionales. 

A la hora de imponer una pena o medida de seguridad por la comisión o presunta 

comisión de cualquiera de los delitos previstos en este capítulo se tendrá en cuenta la 

cantidad y tipo de sustancia incautada, la menor o mayor situación de peligro para la salud 

pública y la reincidencia, entre otros factores. 

Además, todos los instrumentos, vehículos y bienes en general utilizados para la comisión 

de estos delitos serán decomisados conforme a lo dispuesto en los artículos 40 y 41 del 

Código Penal Federal. 

 

Ley General de Salud  

 

Denomina como narcóticos a los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias o 

vegetales que determinen esta Ley, los convenios y tratados internacionales de 

observancia obligatoria en México y los que señalen las demás disposiciones legales 

aplicables en la materia. 

En este contexto, esta Ley contempla en el Artículo 479.- “Para los efectos de este 

capítulo se entiende que el narcótico está destinado para su estricto e inmediato 

consumo personal, cuando la cantidad del mismo, en cualquiera de sus formas, derivados 

o preparaciones no exceda de las previstas en el listado siguiente”: el lícito, estricto e 

inmediato consumo que una persona puede portar de forma que este pueda ser utilizado 

como tratamiento medicinal. Emplear cantidades más elevadas a las que a continuación se 

presentan, configurarían los delitos y penas que en los temas siguientes analizaremos.  

https://www.conceptosjuridicos.com/mx/codigo-penal-articulo-40/
https://www.conceptosjuridicos.com/mx/codigo-penal-articulo-41/
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Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e Inmediato 

Narcótico 
Dosis máxima de consumo personal e 

inmediato 

Opio 2 gr. 

Diacetilmorfina o Heroína 50 mg. 

Cannabis Sativa, Indica o 

Mariguana 
5 gr. 

Cocaína 500 mg. 

Lisergida (LSD) 0.015 mg. 

MDA, 

Metilendioxianfetamina 

Polvo, granulado o 

cristal 
Tabletas o cápsulas 

40 mg. 
Una unidad con peso no 

mayor a 200 mg. 

MDMA, dl-34-metilendioxi-n- 

dimetilfeniletilamina 
40 mg. 

Una unidad con peso no 

mayor a 200 mg. 

Metanfetamina 40 mg. 
Una unidad con peso no 

mayor a 200 mg. 

 

 

1.6 Producción de narcóticos 

Para comenzar a analizar los delitos contra la salud es indispensable acotar los siguientes 

términos: 

 a) que es delito, 

 b) lo que es la salud y 
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 c) lo que son delitos contra la salud.  

a. Iniciaremos por definir ¿qué es el delito? de acuerdo al código penal 

federal, en su artículo 7 establece que delitos es el acto u omisión que 

sanciona las leyes penales. Por su parte el código penal para el estado de 

Chiapas define al delito como: El delito es la conducta típica, 

antijurídica y culpable.  

 

 

b. Por su parte al definir ¿la salud? la ley general de salud, siendo la ley en la materia 

la define de la siguiente manera: Artículo 1o. Bis. - Se entiende por salud 

como un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no 

solamente la ausencia de afecciones o enfermedades.  

 

c. Por su parte al definir ¿los delitos contra la salud? el código federal mexicano en 

su título séptimo contempla y tipifica los delitos que son considerados que atentan contra 

la salud. Señalando lo siguiente:  

 

Artículo 193.- Se consideran narcóticos a los estupefacientes, psicotrópicos y demás 

sustancias o vegetales que determinen la Ley General de Salud, los convenios y tratados 

internacionales de observancia obligatoria en México y los que señalen las demás 

disposiciones legales aplicables en la materia. 

 

Para los efectos de este capítulo, son punibles las conductas que se relacionan con los 

estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias previstos en los artículos 237, 245, 

fracciones I, II, y III y 248 de la Ley General de Salud, que constituyen un problema grave 

para la seguridad pública. 
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El juzgador, al individualizar la pena o la medida de seguridad a imponer por la comisión 

de algún delito previsto en este capítulo, tomará en cuenta, además de lo establecido en 

los artículos 51 y 52, la cantidad y la especie de narcótico de que se trate, así como la 

menor o mayor lesión o puesta en peligro de la salud pública y las condiciones personales 

del autor o participe del hecho o la reincidencia en su caso. 

 

Los narcóticos empleados en la comisión de los delitos a que se refiere este capítulo, se 

pondrán a disposición de la autoridad sanitaria federal, la que procederá de acuerdo con 

las disposiciones o leyes de la materia a su aprovechamiento lícito o a su destrucción. 

 

Tratándose de instrumentos y vehículos utilizados para cometer los delitos considerados 

en este capítulo, así como de objetos y productos de esos delitos, cualquiera que 

sea la naturaleza de dichos bienes, se estará a lo dispuesto en los artículos 40 y 

41. Para ese fin, el Ministerio Público dispondrá durante la averiguación previa 

el aseguramiento que corresponda y el destino procedente en apoyo a la 

procuración de justicia, o lo solicitará en el proceso, y promoverá el decomiso 

para que los bienes de que se trate o su producto se destinen a la impartición 

de justicia, o bien, promoverá en su caso, la suspensión y la privación de 

derechos agrarios o de otra índole, ante las autoridades que resulten 

competentes conforme a las normas aplicables. 

 

Artículo 194.- Se impondrá prisión de diez a veinticinco años y de cien hasta 

quinientos días multa al que: 

 

I.-  Produzca, transporte, trafique, comercie, suministre aun gratuitamente 

o prescriba alguno de los narcóticos señalados en el artículo anterior, sin la 

autorización correspondiente a que se refiere la Ley General de Salud; 
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Para los efectos de esta fracción, por producir se entiende: manufacturar, 

fabricar, elaborar, preparar o acondicionar algún narcótico, y por comerciar: 

vender, comprar, adquirir o enajenar algún narcótico. 

Por suministro se entiende la transmisión material de forma directa o 

indirecta, por cualquier concepto, de la tenencia de narcóticos. 

El comercio y suministro de narcóticos podrán ser investigados, perseguidos y, 

en su caso sancionados por las autoridades del fuero común en los términos 

de la Ley General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 474 

de dicho ordenamiento. 

II.-  Introduzca o extraiga del país alguno de los narcóticos comprendidos en 

el artículo anterior, aunque fuere en forma momentánea o en tránsito. 

Si la introducción o extracción a que se refiere esta fracción no llegare a 

consumarse, pero de los actos realizados se desprenda claramente que esa era 

la finalidad del agente, la pena aplicable será de hasta las dos terceras partes 

de la prevista en el presente artículo 

III.-  Aporte recursos económicos o de cualquier especie, o colabore de 

cualquier manera al financiamiento, supervisión o fomento para posibilitar la 

ejecución de alguno de los delitos a que se refiere este capítulo; y 

IV.- Realice actos de publicidad o propaganda, para que se consuma 

cualesquiera de las sustancias comprendidas en el artículo anterior. 

Las mismas penas previstas en este artículo y, además, privación del cargo o 

comisión e inhabilitación para ocupar otro hasta por cinco años, se impondrán 

al servidor público que, en ejercicio de sus funciones o aprovechando su cargo, 

permita, autorice o tolere cualquiera de las conductas señaladas en este 

artículo. 

 

 

1.7 Tenencia de narcóticos 
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Si la posesión de la droga excede los permitidos por la Tabla de Orientación de Dosis 

Máximas de Consumo Personal e Inmediato, prevista por la Ley General de Salud, el 

Código Penal Federal, señala que:  

 

Artículo 195.- Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de cien a trescientos 

cincuenta días multa, al que posea alguno de los narcóticos señalados en el artículo 193, 

sin la autorización correspondiente a que se refiere la Ley General de Salud, siempre y 

cuando esa posesión sea con la finalidad de realizar alguna de las conductas previstas en el 

artículo 194, ambos de este código. 

 

La posesión de narcóticos podrá ser investigada, perseguida y, en su caso sancionada por 

las autoridades del fuero común en los términos de la Ley General de Salud, cuando se 

colmen los supuestos del artículo 474 de dicho ordenamiento. 

Cuando el inculpado posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla prevista en el 

artículo 479 de la Ley General de Salud, en cantidad igual o superior a la que resulte de 

multiplicar por mil las ahí referidas, se presume que la posesión tiene como objeto 

cometer alguna de las conductas previstas en el artículo 194 de este código. 

 

Artículo 195 bis. - Cuando por las circunstancias del hecho la posesión de alguno de los 

narcóticos señalados en el artículo 193, sin la autorización a que se refiere la Ley General 

de Salud, no pueda considerarse destinada a realizar alguna de las conductas a que se 

refiere el artículo 194, se aplicará pena de cuatro a siete años seis meses de prisión y de 

cincuenta a ciento cincuenta días multa. 

 

El Ministerio Público Federal no procederá penalmente por este delito en 

contra de la persona que posea: 
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I. Medicamentos que contengan narcóticos, cuya venta al público se encuentre 

supeditada a requisitos especiales de adquisición, cuando por su naturaleza y 

cantidad dichos medicamentos sean los necesarios para el tratamiento de la 

persona que los posea o de otras personas sujetas a la custodia o asistencia de 

quien los tiene en su poder. 

 

 

II. Peyote u hongos alucinógenos, cuando por la cantidad y circunstancias del caso 

pueda presumirse que serán utilizados en las ceremonias, usos y costumbres 

de los pueblos y comunidades indígenas, así reconocidos por sus autoridades 

propias. 

 

Para efectos de este capítulo se entiende por posesión: la tenencia material de narcóticos 

o cuando éstos están dentro del radio de acción y disponibilidad de la persona. 

 

La posesión de narcóticos podrá ser investigada, perseguida y, en su caso sancionada por 

las autoridades del fuero común en los términos de la Ley General de Salud, cuando se 

colmen los supuestos del artículo 474 de dicho ordenamiento. 

 

1.8 Agravantes 

 

Artículo 196.- Las penas que en su caso resulten aplicables por los delitos previstos en el 

artículo 194 serán aumentadas en una mitad, cuando: 

I.- Se cometa por servidores públicos encargados de prevenir, denunciar, investigar o 

juzgar la comisión de los delitos contra la salud o por un miembro de las Fuerzas Armadas 
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Mexicanas en situación de retiro, de reserva o en activo. En este caso, se impondrá, a 

dichos servidores públicos además, suspensión para desempeñar cargo o comisión en el 

servicio público, hasta por cinco años, o destitución, e inhabilitación hasta por un tiempo 

igual al de la pena de prisión impuesta. Si se trata de un miembro de las Fuerzas Armadas 

Mexicanas en cualquiera de las situaciones mencionadas se le impondrá, además la baja 

definitiva de la Fuerza Armada a que pertenezca, y se le inhabilitará hasta por un tiempo 

igual al de la pena de prisión impuesta, para desempeñar cargo o comisión públicos en su 

caso; 

 

II.- La víctima fuere menor de edad o incapacitada para comprender la relevancia de la 

conducta o para resistir al agente; 

III.- Se utilice a menores de edad o incapaces para cometer cualesquiera de esos delitos; 

IV.- Se cometa en centros educativos, asistenciales, policiales o de reclusión, o en sus 

inmediaciones con quienes a ellos acudan; 

V.- La conducta sea realizada por profesionistas, técnicos, auxiliares o personal 

relacionado con las disciplinas de la salud en cualesquiera de sus ramas y se valgan de esa 

situación para cometerlos. En este caso se impondrá, además, suspensión de derechos o 

funciones para el ejercicio profesional u oficio hasta por cinco años e inhabilitación hasta 

por un tiempo equivalente al de la prisión impuesta; 

 

VI.- El agente determine a otra persona a cometer algún delito de los previstos en el 

artículo 194, aprovechando el ascendiente familiar o moral o la autoridad o jerarquía que 

tenga sobre ella; y 

 

VII.- Se trate del propietario poseedor, arrendatario o usufructuario de un 

establecimiento de cualquier naturaleza y lo empleare o para realizar algunos de los 

delitos previstos en este capítulo o permitiere su realización por terceros. En este caso 

además, se clausurará en definitiva el establecimiento. 
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Artículo 196 Ter.- Se impondrán de cinco a quince años de prisión y de cien a trescientos 

días multa, así como decomiso de los instrumentos, objetos y productos del delito, al que 

desvíe o por cualquier medio contribuya a desviar precursores químicos, productos 

químicos esenciales o máquinas, al cultivo, extracción, producción, preparación o 

acondicionamiento de narcóticos en cualquier forma prohibida por la ley. 

La misma pena de prisión y multa, así como la inhabilitación para ocupar cualquier 

empleo, cargo o comisión públicos hasta por cinco años, se impondrá al servidor público 

que, en ejercicio de sus funciones, permita o autorice cualquiera de las conductas 

comprendidas en este artículo. 

 

Son precursores químicos, productos químicos esenciales y máquinas los definidos en la 

ley de la materia. 

 

Artículo 197.- Al que, sin mediar prescripción de médico legalmente autorizado, 

administre a otra persona, sea por inyección, inhalación, ingestión o por 

cualquier otro medio, algún narcotico a que se refiere el artículo 193, se le impondrá de 

tres a nueve años de prisión y de sesenta a ciento ochenta días multa, cualquiera que 

fuera la cantidad administrada. Las penas se aumentarán hasta una mitad más si la víctima 

fuere menor de edad o incapaz comprender la relevancia de la conducta o para resistir al 

agente. 

 

Al que indebidamente suministre gratis o prescriba a un tercero, mayor de edad, algún 

narcótico mencionado en el artículo 193, para su uso personal e inmediato, se le 

impondrá de dos a seis años de prisión y de cuarenta a ciento veinte días multa. Si quien 

lo adquiere es menor de edad o incapaz, las penas se aumentarán hasta una mitad. 

 

Las mismas penas del párrafo anterior se impondrán al que induzca o auxilie a otro para 

que consuma cualquiera de los narcóticos señalados en el artículo 193. 
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Artículo 198.- Al que dedicándose como actividad principal a las labores propias del 

campo, siembre, cultivo o coseche plantas de marihuana, amapola, hongos alucinógenos, 

peyote o cualquier otro vegetal que produzca efectos similares, por cuenta propia, o con 

financiamiento de terceros, cuando en él concurran escasa instrucción y extrema 

necesidad económica, se le impondrá prisión de uno a seis años. 

 

Igual pena se impondrá al que en un predio de su propiedad, tenencia o posesión, 

consienta la siembra, el cultivo o la cosecha de dichas plantas en circunstancias similares a 

la hipótesis anterior. 

 

Si en las conductas descritas en los dos párrafos anteriores no concurren las 

circunstancias que en ellos se precisan, la pena será de hasta las dos terceras partes de la 

prevista en el artículo 194, siempre y cuando la siembra, cultivo o cosecha se hagan con la 

finalidad de realizar alguna de las conductas previstas en las fracciones I y II de dicho 

artículo. Si falta esa finalidad, la pena será de dos a ocho años de prisión. 

 

Si el delito fuere cometido por servidor público de alguna corporación policial, se le 

impondrá, además la destitución del empleo, cargo o comisión públicos y se le inhabilitará 

de uno a cinco años para desempeñar otro, y si el delito lo cometiere un miembro de las 

Fuerzas Armadas Mexicanas en situación de retiro, de reserva o en activo, se le impondrá, 

además de la pena de prisión señalada, la baja definitiva de la Fuerza Armada a que 

pertenezca y se le inhabilitará de uno a cinco años para desempeñar cargo o comisión 

públicos. 

 

La siembra, cultivo o cosecha de plantas de marihuana no será punible cuando estas 

actividades se lleven a cabo con fines médicos y científicos en los términos y condiciones 

de la autorización que para tal efecto emita el Ejecutivo Federal. 



 

  

UNIVERSIDAD DEL SURESTE 27 

 

 

Artículo 199.- El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto 

conozca que una persona relacionada con algún procedimiento por los delitos previstos 

en los artículos 195 o 195 bis, es farmacodependiente, deberá informar de inmediato y, en 

su caso, dar intervención a las autoridades sanitarias competentes, para los efectos del 

tratamiento que corresponda. 

 

En todo centro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación al 

farmacodependiente. 

 

Para el otorgamiento de la condena condicional o del beneficio de la libertad preparatoria, 

cuando procedan, no se considerará como antecedente de mala conducta el relativo a la 

farmacodependencia, pero sí se exigirá en todo caso que el sentenciado se someta al 

tratamiento médico correspondiente para su rehabilitación, bajo vigilancia de la autoridad 

ejecutora. 

 

1.9 Narcotráfico 

El narcotráfico es el comercio ilegal de drogas tóxicas en grandes cantidades. El proceso 

(que comienza con el cultivo de las sustancias, sigue con la producción y finaliza con la 

distribución y la venta) suele ser realizado por diversas organizaciones ilícitas 

(denominadas carteles) que se especializan en distintas partes de la cadena. 

 

Los grupos más grandes dedicados al narcotráfico suelen tener presencia internacional y 

ostentan un poder similar al de un gobierno. Sus integrantes cuentan con peligrosos 

armamentos y sus líderes manejan inmensas sumas de dinero. 

 

https://definicion.de/cadena/
https://definicion.de/gobierno
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Cabe señalar que no es casual que la cocaína y la heroína, entre otras drogas, no hayan 

sido legalizadas, ya que este tipo de sustancias produce daños gravísimos e irreversibles al 

consumidor. Por otra parte, su consumo suele generar violencia, impulsa el crimen y deja 

a un gran número de personas fuera del sistema social. 

 

1.10 Cooperación Internacional 

La mayoría de las legislaciones internacionales, por lo tanto, prohíbe la 

producción, distribución y venta de drogas, con la excepción de aquéllas que se utilizan 

con fines terapéuticos y de algunas sustancias que son toleradas a nivel social (como 

el alcohol y el tabaco). Los consumidores, por lo general, no son penados, ya que se trata 

de personas enfermas, que necesitan ayuda para su recuperación. 

 

En el caso de México, nuestro país ha participado en diversas convenciones 

internacionales que buscan erradicar la delincuencia organizada y el narcotráfico, algunas 

de estos instrumentos son los siguientes:  

 

 Convención Internacional del Opio 

 Convención para Limitar la Fabricación y Reglamentar la Distribución de Drogas 

Estupefacientes y Protocolo de Firma 

 

 Protocolo que Enmienda los Acuerdos, Convenciones y Protocolos sobre 

Estupefacientes, concertados en La Haya el 23 de enero de 1912, en Ginebra el 11 

de febrero de 1925 y el 19 de febrero de 1925, y el 13 de julio de 1931, en 

Bangkok el 27 de noviembre de 1931 y en Ginebra el 26 de junio de 1936 

 

 Protocolo que somete a la Imposición Internacional a ciertas Drogas no 

comprendidas en el Convenio del 13 de julio de 1931, para Limitar la Fabricación y 

https://definicion.de/violencia/
https://definicion.de/distribucion/


 

  

UNIVERSIDAD DEL SURESTE 29 

 

Reglamentar la Distribución de Estupefacientes, Modificado por el Protocolo 

firmado en Lake Success, el 11 de diciembre de 1946 

 

 Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes 

 

 Convenio sobre Sustancias Psicotrópicas 

 

 Protocolo de Modificación de la Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes 

 

 Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes tal como fue enmendada por el 

Protocolo del 25 de marzo de 1972, Concerniente a la Convención Única de 1961 

sobre Estupefacientes 

 

 Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 

Sustancias Sicotrópicas 

 

Asimismo, la república mexicana ha firmado acuerdos con Argentina, Belice, Bolivia, Brasil 

Chile, Colombia, Costa Rica, Perú, Cuba, Ecuador, El Salvador, Estados Unidos de 

América, Guatemala, Honduras, Jamaica, Nicaragua, Panamá, Paraguay, República 

Dominicana, Uruguay y Venezuela    con la finalidad de erradicar el tráfico de drogas y el 

combate a la delincuencia organizada. 

 

 

1.11 Del peligro de contagio 
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El código penal federal señala respecto a este delito:  

 

Artículo 199-Bis.- El que a sabiendas de que está enfermo de un mal venéreo u otra 

enfermedad grave en período infectante, ponga en peligro de contagio la salud de otro, 

por relaciones sexuales u otro medio transmisible, será sancionado de tres días a tres 

años de prisión y hasta cuarenta días de multa.  

Si la enfermedad padecida fuera incurable se impondrá la pena de seis meses a cinco años 

de prisión. Cuando se trate de cónyuges, concubinas, sólo podrá procederse por querella 

del ofendido. 

 

El código penal de Chiapas al respecto señala:  

 

Artículo 444.- Al que, sabiendo que padece una enfermedad fácilmente transmisible pero 

curable, en periodo infectante de manera intencional y deliberada a fin de provocar el 

contagio, sostenga relación sexual con alguna persona o por cualquier otro medio directo 

ponga en peligro de contagio la salud de ésta, siempre y cuando la víctima no tenga 

conocimiento de la enfermedad, se le impondrá prisión hasta de cinco años y multa hasta 

de treinta días de salario, sin perjuicio de la sanción correspondiente si causa el contagio; 

así mismo, será sometido al tratamiento médico correspondiente, pero si el mal 

transmitido en incurable, la pena será de cuatro a ocho años de prisión. 

 

No se considera intencional y deliberada la conducta del sujeto activo, cuando se 

desconociere que padece la enfermedad contagiable, no tenga el conocimiento de las 

formas de transmisión de la enfermedad, haya dado a conocer el riesgo de la enfermedad 

que padece o tomo las medidas necesarias para evitar el contagio.  
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Si el mal fuere transmitido en un centro hospitalario público o privado u otro de servicios 

médicos, se condenará a la institución al pago de daños; indemnización o sostenimiento 

médico quirúrgico hasta la recuperación del pasivo, sin perjuicio de la sanción privativa 

que corresponda al causante del contagio.  

 

Este delito se perseguirá por querella del sujeto pasivo.  

 

Las penas establecidas en este artículo, se aplicarán aun cuando el sujeto activo no haya 

tenido la intención directa e inmediata de contagiar a persona alguna, siempre y cuando 

haya estado consciente de su padecimiento y del peligro de contagio del mismo.  

 

Se presume el conocimiento de la enfermedad, cuando el sujeto activo presenta lesiones 

o manifestaciones externas provocadas por la misma, fácilmente perceptibles, o cuando, 

conocedor de su padecimiento está siendo tratado médicamente. 

 

1.12 Delitos contra los derechos reproductivos 

 

El código penal federal sanciona lo siguiente:  

 

Artículo 199 Ter. A quien cometa el delito previsto en el artículo 466 de la Ley General 

de Salud con violencia, se impondrá de cinco a catorce años de prisión y hasta ciento 

veinte días multa. 

 

Artículo 199 Quáter. Se sancionará de cuatro a siete años de prisión y hasta setenta días 

multa a quien implante a una mujer un óvulo fecundado, cuando hubiere utilizado para 

ello un óvulo ajeno o esperma de donante no autorizado, sin el consentimiento expreso 
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de la paciente, del donante o con el consentimiento de una menor de edad o de una 

incapaz para comprender el significado del hecho o para resistirlo.  

 

Si el delito se realiza con violencia o de ella resulta un embarazo, la pena aplicable será de 

cinco a catorce años y hasta ciento veinte días multa.  

 

Además de las penas previstas, se impondrá suspensión para ejercer la profesión o, en 

caso de servidores públicos, inhabilitación para el desempeño del empleo, cargo o 

comisión públicos, por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta, así como la 

destitución.  

 

Cuando entre el activo y el pasivo exista relación de matrimonio, concubinato o relación 

de pareja, los delitos previstos en los artículos anteriores se perseguirán por querella.  

 

Si resultan hijos a consecuencia de la comisión de alguno de los delitos previstos en los 

artículos anteriores, la reparación del daño comprenderá además el pago de alimentos 

para éstos y para la madre, en los términos que fija la legislación civil.  

 

Artículo 199 Quintus. Comete el delito de esterilidad provocada quien sin el 

consentimiento de una persona practique en ella procedimientos quirúrgicos, químicos o 

de cualquier otra índole para hacerla estéril.  

 

Al responsable de esterilidad provocada se le impondrán de cuatro a siete años de prisión 

y hasta setenta días multa, así como el pago total de la reparación de los daños y 

perjuicios ocasionados, que podrá incluir el procedimiento quirúrgico correspondiente 

para revertir la esterilidad. 
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Además de las penas señaladas en el párrafo anterior, se impondrá al responsable la 

suspensión del empleo o profesión por un plazo igual al de la pena de prisión impuesta 

hasta la inhabilitación definitiva, siempre que en virtud de su ejercicio haya resultado un 

daño para la víctima; o bien, en caso de que el responsable sea servidor público se le 

privará del empleo, cargo o comisión público que haya estado desempeñando, siempre 

que en virtud de su ejercicio haya cometido dicha conducta típica. 

 

 

UNIDAD II 

Delitos Contra la Seguridad Pública 

 

2.1 Evasión de presos 

 

Este delito se encuentra contemplado en el código penal federal  

 

Artículo 150.- Se aplicarán de seis meses a nueve años de prisión al que favoreciere la 

evasión de algún detenido, procesado o condenado. Si el detenido o procesado estuviese 

inculpado por delito o delitos contra la salud, a la persona que favoreciere su evasión se le 

impondrán de siete a quince años de prisión, o bien, en tratándose de la evasión de un 

condenado, se aumentarán hasta veinte años de prisión.  
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Si quien propicie la evasión fuese servidor público, se le incrementará la pena en una 

tercera parte de las penas señaladas en este artículo, según corresponda. Además, será 

destituido de su empleo y se le inhabilitará para obtener otro durante un período de ocho 

a doce años.  

 

Artículo 152.- Al que favorezca al mismo tiempo, o en un solo acto, la evasión de varias 

personas privadas de libertad por la autoridad competente, se le impondrá hasta una 

mitad más de las sanciones privativas de libertad señaladas en el artículo 150, según 

corresponda.  

 

Artículo 153.- Si la reaprehensión del prófugo se lograre por gestiones del responsable de 

la evasión, se aplicarán a éste de diez a ciento ochenta jornadas de trabajo en favor de la 

comunidad, según la gravedad del delito imputado al preso o detenido, salvo lo dispuesto 

por el artículo 150, segundo párrafo.  

 

Artículo 154.- A la persona privada de su libertad que se fugue, se le impondrán de seis 

meses a tres años de prisión, esta pena se incrementará en un tercio cuando la persona 

obre de concierto con otra u otras personas privadas de su libertad y se fugue alguna de 

ellas o ejerciere violencia en las personas.  

 

El código local de Chiapas sanciona también este delito, señalando las 

siguientes disposiciones:  

 

Artículo 357.- Se aplicará de dos a seis años de prisión, al que favoreciere la evasión de 

alguna persona que se encontrará legalmente privada de su libertad, cualquiera que sea la 

situación jurídica del procedimiento al que se encuentre sujeto. Si la persona privada de 

su libertad lo estuviere por delito grave, a la persona que favoreciere su evasión se le 

impondrán de siete a quince años de prisión.  
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Si quien propicia la evasión fuere servidor público, se le incrementará la pena en una 

tercera parte de las señaladas en este artículo, según corresponda. Además, será 

destituido del empleo y se le inhabilitará para desempeñar cualquier cargo, empleo o 

condición pública durante un período de ocho a doce años.  

 

Artículo 358.- En el caso de que la fuga se haya proporcionado por medio de violencia 

física en las personas o en las cosas, se aplicarán hasta dos terceras partes de las penas 

establecidas en el primer párrafo del artículo anterior, independientemente de las que 

correspondan por otros delitos que tipifiquen la violencia ejercida acorde a las reglas del 

concurso.  

 

Artículo 359.- Se aplicará hasta una mitad más de la sanción antes señalada, al que propicie 

al mismo tiempo o en un solo acto, la evasión a varias personas privadas de su libertad 

por la autoridad competente, y si el sujeto activo prestare sus servicios en el 

establecimiento de reclusión, se impondrá tres cuartas partes más de la sanción simple y 

quedará, además destituido definitivamente de su empleo.  

 

Artículo 360.- Si la reaprehensión del prófugo se lograre por gestiones del que favoreció 

la evasión, se le aplicará a este de seis meses a dos años de prisión, según la gravedad del 

delito imputado al detenido, procesado o sentenciado.  

 

Artículo 361.- Con excepción de lo dispuesto en el artículo siguiente, al evadido no se le 

aplicará sanción alguna, sino cuando obre de concierto con otro u otros reclusos y se 
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fugue alguno de ellos o ejerciere violencia en las personas o cosas, en cuyo caso la pena 

aplicable será de seis meses a cuatro años de prisión.  

 

Artículo 362.- Se impondrá de uno a tres años de prisión, a quien estando sujeto a arraigo 

domiciliario lo quebrante evadiéndose.  

 

En este caso, al ser localizado el evasor del arraigo, el término de duración de dicha 

medida cautelar, se empezará a computar de nueva cuenta sin necesidad de declaración 

judicial al respecto, bastando para ello el aviso que el Ministerio Público de al Juez 

correspondiente dentro de las veinticuatro horas de la re detención. 

 

2.2 Quebrantamiento de sanción.  

 

En este contexto, el código penal federal señala:  

 

Artículo 155.- Al reo que se fugue estando bajo alguna de las sanciones privativas de 

libertad, o en detención o prisión preventiva, no se le contará el tiempo que pase fuera 

del lugar en que deba hacerla efectiva, ni se tendrá en cuenta la buena conducta que haya 

tenido antes de la fuga.  

 

Artículo 157.- Al sentenciado a confinamiento que salga del lugar que se le haya fijado 

para lugar de su residencia antes de extinguirlo, se le aplicará prisión por el tiempo que le 

falte para extinguir el confinamiento.  

 

Artículo 158.- Se impondrán de quince a noventa jornadas de trabajo a favor de la 

comunidad:  
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I.- Al reo sometido a vigilancia de la policía que no ministre a ésta los informes que se le 

pidan sobre su conducta, y  

 

II.- A aquel a quien se hubiere prohibido ir a determinado lugar o a residir en él, si violare 

la prohibición. 

 

Si el sentenciado lo fuere por delito grave así calificado por la ley, la sanción antes citada 

será de uno a cuatro años de prisión.  

 

Artículo 159.- El reo suspenso en su profesión u oficio, o inhabilitado para ejercerlos, que 

quebrante su condena, pagará una multa de veinte a mil pesos. En caso de reincidencia, se 

duplicará la multa y se aplicará prisión de uno a seis años.  

 

Respecto al código penal de Chiapas, dispone de los siguientes liniamientos:  

 

Artículo 363.- Al que favorezca el quebrantamiento de la pena o medida de seguridad 

impuestas judicialmente, se le impondrá de tres meses a un año de prisión. Si se trata de 

un servidor público que tenga a su cargo el cumplimiento de la pena o medida, la sanción 

anterior se aumentará en una mitad más y se aplicará además la destitución del cargo.  

 

Artículo 364.- Se impondrá de uno a seis meses de prisión:  

 

I.- Al sentenciado sometido a vigilancia de la autoridad que no proporcione a ésta dos o 

más informes que se le pidan sobre su conducta.  
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II.- A quien se hubiese prohibido ir a determinado lugar o residir en él, si violare la 

prohibición.  

 

Artículo 365.- Al sentenciado a confinamiento que salga del lugar que se le haya fijado 

para su residencia antes de extinguirlo, se le aplicará prisión por el tiempo que le falte 

para extinguir el confinamiento.  

 

Artículo 366.- El sentenciado suspendido en su profesión u oficio o inhabilitación para 

ejercerlo, que quebrante la sanción, pagará una multa de cincuenta días de salario. En caso 

de reincidencia se duplicará la multa y además se le aplicará prisión de uno a seis años. 

 

2.3 Armas prohibidas  

 

Artículo 160.- A quien porte, fabrique, importe o acopie sin un fin lícito instrumentos que 

sólo puedan ser utilizados para agredir y que no tengan aplicación en actividades laborales 

o recreativas, se le impondrá prisión de tres meses a tres años o de 180 a 360 días multa 

y decomiso.  

 

Los servidores públicos podrán portar las armas necesarias para el ejercicio de su cargo, 

sujetándose a la reglamentación de las leyes respectivas.  

Estos delitos, cuyo conocimiento compete al fuero común, se sancionarán sin perjuicio de 

lo previsto por la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, de aplicación federal en lo 

que conciernen a estos objetos.  

 

Artículo 161.- Se necesita licencia especial para portación o venta de las pistolas o 

revólveres. 
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Artículo 162.- Se aplicará de seis meses a tres años de prisión o de 180 a 360 días multa y 

decomiso:  

 

I.- Al que importe, fabrique o venda las armas enumeradas en el artículo 160; o las regale 

o trafique con ellas;  

II.- Al que ponga a la venta pistolas o revólveres, careciendo del permiso necesario;  

III.- Al que porte una arma de las prohibidas en el artículo 160;  

IV.- Al que, sin un fin lícito o sin el permiso correspondiente, hiciere acopio de armas, y  

V.- Al que, sin licencia, porte alguna arma de las señaladas en el artículo 161.  

 

En todos los casos incluidos en este artículo, además de las sanciones señaladas, se 

decomisarán las armas. 

 

Los funcionarios y agentes de la autoridad pueden llevar las armas necesarias para el 

ejercicio de su cargo. 

  

Artículo 163.- La concesión de licencias a que se refiere el artículo 161, la hará el 

Ejecutivo de la Unión por conducto del Departamento o Secretaría que designe, 

sujetándose a las prevenciones de la ley reglamentaria respectiva, y a las siguientes:  

 

I.- La venta de las armas comprendidas en el artículo 161, sólo podrá hacerse por 

establecimientos mercantiles provistos de licencia y nunca por particulares, y  
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II.- El que solicite licencia para portar armas deberá cumplir con los requisitos siguientes:  

 

a). Otorgar fianza por la cantidad que fije la autoridad, y  

 

b). Comprobar la necesidad que tiene para la portación de armas y sus antecedentes de 

honorabilidad y prudencia, con el testimonio de cinco personas bien conocidas de la 

autoridad. 

 

El código local en materia del estado de Chiapas, señala lo siguiente:  

 

Artículo 367.- A quien porte, fabrique o acopie de manera o con fines ilícitos 

instrumentos que, de acuerdo a las circunstancias de lugar, tiempo y modo sólo puedan 

ser utilizados para agredir, se le impondrá prisión de tres meses a tres años y hasta 

sesenta días de multa, así como el decomiso del objeto del delito.  

Para los efectos de este artículo, se entiende por acopio la reunión de tres o más de los 

instrumentos señalados en el párrafo anterior.  

 

Artículo 368.- A quien sea detenido con un disfraz y con armas, ganzúas, silenciadores de 

armas de fuego, o cualquier instrumento que, fuera de su ámbito utilitario pueda ser 

utilizado para agredir, se le aplicará prisión de uno a dos años y multa de diez a cien días 

de salario y quedará sujeto, durante el tiempo que el Juez estime pertinente, a la vigilancia 

de la autoridad.  

 

Si el sujeto activo sorprendido en posesión de los instrumentos a que se refiere el párrafo 

anterior, cometiere además un delito relacionado o no relacionado con el uso de tales 

instrumentos, se aplicarán las reglas del concurso según el caso.  
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Ahora bien, al hablar de este delito, no podemos enfocarnos únicamente en las disposiciones de 

los códigos penales de ámbito local y federal, si no que existe una Ley especial de la materia, 

para lo cual, antes de abordar el tema de las sanciones que ameritan quienes violan las 

disposiciones generales de esta ley, es necesario señalar cuales son las reglas para poseer y 

portar armas de fuego. Las cuales se encuentran contempladas en la:  

 

LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS  

Posesión y Portación  

 

Artículo 7o.- La posesión de toda arma de fuego deberá manifestarse a la Secretaría de la 

Defensa Nacional, para el efecto de su inscripción en el Registro Federal de Armas.  

 

Artículo 8o.- No se permitirá la posesión ni portación de las armas prohibidas por la Ley 

ni de las reservadas para el uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, salvo los 

casos de excepción señalados en esta Ley.  

 

Artículo 9o.- Pueden poseerse o portarse, en los términos y con las limitaciones 

establecidas por esta Ley, armas de las características siguientes:  

 

I.- Pistolas de funcionamiento semi-automático de calibre no superior al .380 (9mm.), 

quedando exceptuadas las pistolas calibres .38 Super y .38 Comando, y también en 

calibres 9 mm. las Mausser, Luger, Parabellum y Comando, así como los modelos similares 

del mismo calibre de las exceptuadas, de otras marcas.  
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II.- Revólveres en calibres no superiores al .38 Especial, quedando exceptuado el calibre 

.357 Magnum. Los ejidatarios, cumuneros y jornaleros del campo, fuera de las zonas 

urbanas, podrán poseer y portar con la sola manifestación, un arma de las ya 

mencionadas, o un rifle de calibre .22, o una escopeta de cualquier calibre, excepto de las 

de cañón de longitud inferior a 635 mm. (25), y las de calibre superior al 12 (.729 ó 18. 5 

mm.).  

 

III.- Las que menciona el artículo 10 de esta Ley.  

 

IV.- Las que integren colecciones de armas, en los términos de los artículos 21 y 22.  

 

Artículo 10.- Las armas que podrán autorizarse a los deportistas de tiro o cacería, para 

poseer en su domicilio y portar con licencia, son las siguientes:  

 

I.- Pistolas, revólveres y rifles calibre .22, de fuego circular.  

 

II.- Pistolas de calibre .38 con fines de tiro olímpico o de competencia.  

 

III.- Escopetas en todos sus calibres y modelos, excepto las de cañón de longitud inferior a 

635 mm. (25), y las de calibre superior al 12 (.729 ó 18. 5 mm.).  

 

IV.- Escopetas de 3 cañones en los calibres autorizados en la fracción anterior, con un 

cañón para cartuchos metálicos de distinto calibre.  
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V.- Rifles de alto poder, de repetición o de funcionamiento semi-automático, no 

convertibles en automáticos, con la excepción de carabinas calibre, 30”, fusil, 

mosquetones y carabinas calibre .223”, 7 y 7. 62 mm. y fusiles Garand calibre .30”.  

 

VI.- Rifles de alto poder de calibres superiores a los señalados en el inciso anterior, con 

permiso especial para su empleo en el extranjero, en cacería de piezas mayores no 

existentes en la fauna nacional.  

 

VII.- Las demás armas de características deportivas de acuerdo con las normas legales de 

cacería, aplicables por las Secretarías de Estado u Organismos que tengan injerencia, así 

como los reglamentos nacionales e internacionales para tiro de competencia. 

 

A las personas que practiquen el deporte de la charrería podrá autorizárseles revólveres 

de mayor calibre que el de los señalados en el artículo 9o. de ésta Ley, únicamente como 

complemento del atuendo charro, debiendo llevarlos descargados. 

 

Artículo 10 Bis. - La posesión de cartuchos correspondientes a las armas que pueden 

poseerse o portarse se limitará a las cantidades que se establecen en el artículo 50 de esta 

Ley, por cada arma manifestada en el Registro Federal de Armas.  

 

Artículo 11.- Las armas, municiones y materia para el uso exclusivo del Ejército, Armada y 

Fuerza Aérea, son las siguientes:  

 

a). - Revólveres calibre .357 Magnum y los superiores a .38 Especial.  
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b). - Pistolas calibre 9 mm. Parabellum, Luger y similares, las .38 Super y Comando, y las 

de calibres superiores.  

 

c). - Fusiles, mosquetones, carabinas y tercerolas en calibre .223”, 7 mm., 7.62 mm. y 

carabinas calibre .30” en todos sus modelos. Inciso reformado DOF 08-02-1985  

 

d). - Pistolas, carabinas y fusiles con sistema de ráfaga, sub-ametralladoras, metralletas y 

ametralladoras en todos sus calibres.  

 

e). - Escopetas con cañón de longitud inferior a 635 mm. (25), las de calibre superior al 12 

(.729 ó 18. 5 mm) y las lanzagases, con excepción de las de uso industrial.  

 

f). - Municiones para las armas anteriores y cartuchos con artificios especiales como 

trazadores, incendiarios, perforantes, fumígenos, expansivos de gases y los cargados con 

postas superiores al 00 (.84 cms. de diámetro) para escopeta. 

 

g). - Cañones, piezas de artillería, morteros y carros de combate con sus aditamentos, 

accesorios, proyectiles y municiones.  

 

h). - Proyectiles-cohete, torpedos, granadas, bombas, minas, cargas de profundidad, 

lanzallamas y similares, así como los aparatos, artificios y máquinas para su lanzamiento.  

 

i). - Bayonetas, sables y lanzas.  
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j). - Navíos, submarinos, embarcaciones e hidroaviones para la guerra naval y su 

armamento.  

 

k). - Aeronaves de guerra y su armamento.  

 

l).- Artificios de guerra, gases y substancias químicas de aplicación exclusivamente militar, 

y los ingenios diversos para su uso por las fuerzas armadas.  

 

En general, todas las armas, municiones y materiales destinados exclusivamente para la 

guerra.  

 

Las de este destino, mediante la justificación de la necesidad, podrán autorizarse por la 

Secretaría de la Defensa Nacional, individualmente o como corporación, a quienes 

desempeñen empleos o cargos de la Federación, del Distrito Federal, de los Estados o de 

los Municipios, así como a servidores públicos extranjeros en los casos a que se refieren 

los artículos 28 y 28 Bis de esta Ley. 

 

Artículo 13.- No se considerarán como armas prohibidas los utensilios, herramientas o 

instrumentos para labores de campo o de cualquier oficio, arte, profesión o deporte que 

tengan aplicación conocida como tales, pero su uso se limitará al local o sitio en que se 

trabaje o practique el deporte.  

 

Cuando esos instrumentos sean portados por necesidades de trabajo o para el ejercicio 

de un deporte, se deberá demostrar, en su caso, esas circunstancias.  
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Artículo 14.- El extravío, robo, destrucción, aseguramiento o decomiso de un arma que se 

posea o se porte, debe hacerse del conocimiento de la Secretaría de la Defensa Nacional, 

en los términos y por los conductos que establezca el Reglamento de esta Ley.  

 

Artículo 15.- En el domicilio se podrán poseer armas para la seguridad y defensa legítima 

de sus moradores. Su posesión impone el deber de manifestarlas a la Secretaría de la 

Defensa Nacional, para su registro.  

 

Por cada arma se extenderá constancia de su registro.  

 

Artículo 16.- Para los efectos del control de la posesión de armas, las personas físicas 

deben manifestar, un único domicilio de residencia permanente para sí y sus familiares. 

 

Artículo 17.- Toda persona que adquiera una o más armas, está obligada a manifestarlo a 

la Secretaría de la Defensa Nacional en un plazo de treinta días. La manifestación se hará 

por escrito, indicando, marca, calibre, modelo y matrícula si la tuviera.  

 

Artículo 24.- Para portar armas se requiere la licencia respectiva.  

 

Los miembros del Ejército, Armada y Fuerza Aérea quedan exceptuados de lo anterior, 

en los casos y condiciones que señalen las leyes y reglamentos aplicables.  

 

Los integrantes de las instituciones policiales, federales, estatales, del Distrito Federal y 

municipales, así como de los servicios privados de seguridad, podrán portar armas en los 

casos, condiciones y requisitos que establecen la presente ley y las demás disposiciones 

legales aplicables. 
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Artículo 25.- Las licencias para la portación de armas serán de dos clases:  

 

I.- Particulares; que deberán revalidarse cada dos años, y  

 

II.- Oficiales, que tendrán validez mientras se desempeñe el cargo o empleo que las 

motivó.  

 

Artículo 26.- Las licencias particulares para la portación de armas serán individuales para 

personas físicas, o colectivas para las morales, y podrán expedirse cuando se cumplan los 

requisitos siguientes:  

 

I. En el caso de personas físicas:  

 

A. Tener un modo honesto de vivir;  

 

B. Haber cumplido, los obligados, con el Servicio Militar Nacional;  

 

C. No tener impedimento físico o mental para el manejo de las armas;  

 

D. No haber sido condenado por delito cometido con el empleo de armas;  

 

E. No consumir drogas, enervantes o psicotrópicos, y  
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F. Acreditar, a criterio de la Secretaría de la Defensa Nacional, la necesidad de portar 

armas por: 

 

a) La naturaleza de su ocupación o empleo; o  

 

b) Las circunstancias especiales del lugar en que viva, o  

 

c) Cualquier otro motivo justificado.  

 

También podrán expedirse licencias particulares, por una o varias armas, para actividades 

deportivas, de tiro o cacería, sólo si los interesados son miembros de algún club o 

asociación registrados y cumplan con los requisitos señalados en los primeros cinco 

incisos de esta fracción.  

 

II. En el caso de personas morales:  

 

A. Estar constituidas conforme a las leyes mexicanas.  

 

B. Tratándose de servicios privados de seguridad:  

 

a) Contar con la autorización para funcionar como servicio privado de seguridad, y 
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b) Contar con la opinión favorable de la Secretaría de Gobernación sobre la justificación 

de la necesidad de la portación del armamento, y los límites en número y características 

de las armas, así como lugares de utilización.  

 

C. Tratándose de otras personas morales, cuando por sus circunstancias especiales lo 

ameriten, a juicio de la Secretaría de la Defensa Nacional, para servicios internos de 

seguridad y protección de sus instalaciones; ajustándose a las prescripciones, controles y 

supervisión que determine la propia Secretaría.  

 

D. Acreditar que quienes portarán armas cumplen con lo previsto en los primeros cinco 

incisos de la fracción I anterior.  

 

Previa autorización de la Secretaría de la Defensa Nacional, los titulares de las licencias 

colectivas, expedirán credenciales foliadas de identificación personal, que contendrán los 

datos de la licencia colectiva y se renovarán semestralmente.  

 

El término para expedir las licencias particulares y colectivas será de cincuenta días 

hábiles, contados a partir de que se presenta la solicitud correspondiente. 

Artículo 77.- Serán sancionados con diez a cien días multa:  

I. Quienes posean armas sin haber hecho la manifestación de las mismas a la Secretaría de 

la Defensa Nacional;  

 

II. Quienes posean armas, cartuchos o municiones en lugar no autorizado;  

 

III. Quienes infrinjan lo dispuesto en el artículo 36 de esta Ley. En este caso, además de la 

sanción, se asegurará el arma, y  
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IV. Quienes posean cartuchos en cantidades superiores a las que se refiere el artículo 50 

de esta Ley.  

Para efectos de la imposición de las sanciones administrativas a que se refiere este 

artículo, se turnará el caso al conocimiento de la autoridad administrativa local a la que 

competa el castigo de las infracciones de policía. 

  

Artículo 81.- Se sancionará con penas de dos a siete años de prisión y de cincuenta a 

doscientos días multa, a quien porte un arma de las comprendidas en los artículos 9 y 10 

de esta Ley sin tener expedida la licencia correspondiente.  

 

En caso de que se porten dos o más armas, la pena correspondiente se aumentará hasta 

en dos terceras partes.  

 

Artículo 82.- Se impondrá de uno a seis años de prisión y de cien a quinientos días multa, 

a quienes transmitan la propiedad de un arma sin el permiso correspondiente.  

 

Artículo 83.- Al que sin el permiso correspondiente porte un arma de uso exclusivo del 

Ejército, Armada o Fuerza Aérea, se le sancionará:  

 

I. Con prisión de tres meses a un año y de uno a diez días multa, cuando se trate de las 

armas comprendidas en el inciso i) del artículo 11 de esta Ley;  

 

II. Con prisión de tres a diez años y de cincuenta a doscientos días multa, cuando se trate 

de armas comprendidas en los incisos a) y b) del artículo 11 de esta Ley, y  
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III. Con prisión de cuatro a quince años y de cien a quinientos días multa, cuando se trate 

de cualquiera de las otras armas comprendidas en el artículo 11 de esta Ley. 

 

En caso de que se porten dos o más armas, la pena correspondiente se aumentará hasta 

en dos terceras partes.  

Cuando tres o más personas, integrantes de un grupo, porten armas de las comprendidas 

en la fracción III del presente artículo, la pena correspondiente a cada una de ellas se 

aumentará al doble.  

 

Artículo 83 Bis.- Al que sin el permiso correspondiente hiciere acopio de armas, se le 

sancionará:  

 

I.- Con prisión de dos a nueve años y de diez a trescientos días multa, si las armas están 

comprendidas en los incisos a) o b) del artículo 11, de esta Ley. En el caso del inciso i) del 

mismo artículo, se impondrá de uno a tres años de prisión y de cinco a quince días multa; 

y  

 

II.- Con prisión de cinco a treinta años y de cien a quinientos días multa, si se trata de 

cualquiera otra de las armas comprendidas en el artículo 11 de esta Ley.  

 

Por acopio debe entenderse la posesión de más de cinco armas de las de uso exclusivo 

del Ejército, Armada y Fuerza Aérea.  
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Para la aplicación de la sanción por delitos de portación o acopio de armas, el Juez deberá 

tomar en cuenta la actividad a que se dedica el autor, sus antecedentes y las circunstancias 

en que fue detenido.  

 

Artículo 83 Ter.- Al que sin el permiso correspondiente posea un arma de uso exclusivo 

del Ejército, Armada o Fuerza Aérea, se le sancionará:  

 

I. Con prisión de tres meses a un año y de uno a diez días multa, cuando se trate de las 

armas comprendidas en el inciso i) del artículo 11 de esta Ley;  

 

II.- Con prisión de uno a siete años y de veinte a cien días multa, cuando se trate de las 

armas comprendidas en los incisos a) y b) del artículo 11 de esta Ley, y  

III. Con prisión de dos a doce años y de cincuenta a doscientos días multa, cuando se 

trate de cualquiera de las otras armas comprendidas en el artículo 11 de esta Ley. 

 

Artículo 83 Quat.- Al que posea cartuchos en cantidades mayores a las permitidas, se le 

sancionará:  

 

I. Con prisión de uno a cuatro años y de diez a cincuenta días multa, si son para las armas 

que están comprendidas en los artículos 9, 10 y 11, incisos a) y b), de esta Ley, y  

 

II. Con prisión de dos a seis años y de veinticinco a cien días multa, si son para las armas 

que están comprendidas en los restantes incisos del artículo 11 de esta Ley.  
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Artículo 83 Quintus.- Al que de manera ilícita posea cargadores de cartuchos para armas 

de fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, se le sancionará:  

 

I.- Con prisión de uno a dos años y de cincuenta a cien días multa, cuando se trate de dos 

y hasta cinco cargadores.  

 

II.- Con prisión de dos a cinco años y de cien a doscientos días multa, cuando se trate de 

más de cinco cargadores.  

 

Artículo 84.- Se impondrá de cinco a treinta años de prisión y de veinte a quinientos días 

multa:  

 

I. Al que participe en la introducción al territorio nacional, en forma clandestina, de 

armas, municiones, cartuchos, explosivos y materiales de uso exclusivo del Ejército, 

Armada y Fuerza Aérea o sujetos a control, de acuerdo con esta Ley;  

II. Al servidor público, que estando obligado por sus funciones a impedir esta 

introducción, no lo haga. Además, se le impondrá la destitución del empleo o cargo e 

inhabilitación para desempeñar cualquier cargo o comisión públicos, y  

 

III. A quien adquiera los objetos a que se refiere la fracción I para fines mercantiles.  

 

2.4 atentados contra la paz y la integridad corporal y patrimonial de la 

colectividad 
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Este delito es previsto y sancionado por el Código Penal para el Estado de Chiapas de 

manera siguiente:  

 

Artículo 369.- Se impondrá de diez a cuarenta años de prisión y multa hasta de cien días 

de salario, sin perjuicio de las sanciones que correspondan por los delitos que resulten, al 

que realice actos en contra de las personas, cosas, o servicios públicos, utilizando 

explosivos, sustancias tóxicas, armas de fuego, incendio, inundación, contagio colectivo o 

cualquier otro medio violento que produzca alarma, temor o terror en la población, en 

un grupo o sector de ella, para perturbar la paz pública o tratar de menoscabar la 

autoridad del Estado o presionar a éste para que tome una determinación.  

 

Se aplicará de dos a ocho años de prisión y hasta sesenta días multa, al que, teniendo 

conocimiento de las actividades de un terrorista y de su identidad, no lo haga saber a las 

autoridades. 

 

2.5 asociación delictuosa 

 

El código penal de Chiapas sanciona este delito, al tipificar lo siguiente:  

 

Artículo 370.- Al que forme parte de una asociación o banda de tres o más personas con 

el propósito de delinquir, se le impondrá, por el sólo hecho de ser miembro de la 

asociación, prisión de cinco a diez años y de cien a trescientos días de multa. 

Si el miembro de la asociación, es o ha sido servidor público o miembro de una empresa 

de seguridad privada, la pena a la que se refiere el primer párrafo, se aumentará en una 

mitad más y se impondrá además en su caso, la destitución del empleo, cargo o comisión 

públicos e inhabilitación de cinco a diez años para desempeñar otro.  
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Se presumirá que existe asociación delictuosa cuando las mismas tres o más 

personas, tengan alguna forma de autoría o participación conjunta en dos o 

más delitos. 

 

2.6 pandillerismo 

 

La legislación penal en Chiapas considera pandillerismo a las siguientes conductas:  

 

CONCEPTO LEGAL DE PANDILLA 

 

“Artículo 371.- Para efectos de este Código se entiende por pandilla, la reunión habitual, 

ocasional o transitoria, de dos o más personas que sin estar organizadas con fines 

delictuosos, actúen para alterar el orden público o cometan las conductas a que se 

refieren los artículos 372 a 375 de este Código”. 

 

Cuando las conductas antisociales de los integrantes de la pandilla tengan como resultado 

otros delitos, se aplicará a los pandilleros, además de las penas que les corresponda por el 

o los delitos cometidos, la sanción de dos a seis años de prisión.  

 

Artículo 372.- Los integrantes de una pandilla que atemoricen, intimiden, asusten, 

hostiguen o amenacen por medio de la violencia física o moral, a alguna persona o 

personas, que habiten o transiten en calles, barrios o colonias, serán sancionadas con 

prisión de dos a seis años.  

 

Artículo 373.- Los que en grupos de dos o más participen en peleas con otros grupos de 

personas, en vías públicas o lugares abiertos al público, o en cualquier otro lugar en que 
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se ponga en riesgo la integridad de personas ajenas a la contienda, serán sancionados con 

prisión de dos a tres años.  

 

Artículo 374.- Los que en grupos de dos o más personas, soliciten dinero o dádiva en 

forma intimidatoria en vehículos del transporte público, en la vía pública o en cualquier 

sitio abierto al público, serán sancionados con prisión de dos a tres años.  

 

El que así lo hiciera mostrando tatuajes, haciendo señas con las manos, portando objetos 

como cadenas, piedras, palos o cualquier otro que pudiera dañar la integridad de las 

personas, será sancionado con prisión de dos a cuatro años.  

 

Las penas señaladas en este artículo, se aplicarán siempre que haya sido la persona a quien 

se solicitó la dádiva o el dinero, quien haya determinado el objeto o la cantidad a entregar 

a los pandilleros, ya que en el caso contrario, cuando haya sido el pandillero quien haya 

exigido una cantidad o, un objeto determinado, o la totalidad de los valores de la víctima, 

se aplicarán en este supuesto las penas correspondientes al delito de robo con sus 

modalidades.  

 

Artículo 375.- Los que en grupo de dos o más personas, obstruyan la vía Pública, 

entendiéndose con esto las calles, libramientos, bulevares, avenidas, camellones, 

carreteras, y en general todo espacio de dominio público y uso común, que por 

disposición de la autoridad o por razón del servicio, están destinadas al tránsito de 

personas, vehículos o cosas; exijan pago de peaje, para transitar sobre estas, a transeúntes 

o conductores de vehículos del servicio particular o público, serán sancionados con 

prisión de cinco a diez años.  

Artículo 375 Bis. - El pandillerismo se entenderá como agravado y la pena que le 

corresponda se aumentará hasta en una mitad más, cuando el delito se realice por 

personas que pertenezca a una pandilla con presencia transnacional.  
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Se entenderá que existe presencia transnacional cuando la pandilla haya sido señalada en 

los informes de organizaciones internacionales como la oficina de las Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito.  

 

 

 

2.7 delincuencia organizada 

 

Este delito en la actualidad ha cobrado una importante relevancia, ya que a la par del 

narcotráfico surge también la delincuencia organizada. En este sentido, por el número de 

incidencias y las grandes organizaciones delictivas que han surgido, en 1996 fue necesario 

promulgar la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, misma que señala los 

lineamientos y sanciones específicas para castigar a los miembros de estas organizaciones 

delictivas, y al considerarse un delito grave, la misma ley especial en la materia dispone lo 

siguiente: 

 

LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA 

 

Artículo 2o.- Cuando tres o más personas se organicen de hecho para realizar, en forma 

permanente o reiterada, conductas que por sí o unidas a otras, tienen como fin o 

resultado cometer alguno o algunos de los delitos siguientes, serán sancionadas por ese 

solo hecho, como miembros de la delincuencia organizada:  

 

I. Terrorismo, previsto en los artículos 139 al 139 Ter, financiamiento al terrorismo 

previsto en los artículos 139 Quáter y 139 Quinquies y terrorismo internacional previsto 
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en los artículos 148 Bis al 148 Quáter; contra la salud, previsto en los artículos 194, 195, 

párrafo primero y 196 Ter; falsificación, uso de moneda falsificada a sabiendas y alteración 

de moneda, previstos en los artículos 234, 236 y 237; operaciones con recursos de 

procedencia ilícita, previsto en el artículo 400 Bis; y en materia de derechos de autor 

previsto en el artículo 424 Bis, todos del Código Penal Federal;  

II. Acopio y tráfico de armas, previstos en los artículos 83 bis y 84 de la Ley Federal de 

Armas de Fuego y Explosivos;  

III. Tráfico de personas, previsto en el artículo 159 de la Ley de Migración;  

IV. Tráfico de órganos previsto en los artículos 461, 462 y 462 Bis, y delitos contra la 

salud en su modalidad de narcomenudeo previstos en los artículos 475 y 476, todos de la 

Ley General de Salud;  

V. Corrupción de personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no 

tienen capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tienen 

capacidad para resistirlo previsto en el artículo 201; Pornografía de personas menores de 

dieciocho años de edad o de personas que no tienen capacidad para comprender el 

significado del hecho o de personas que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el 

artículo 202; Turismo sexual en contra de personas menores de dieciocho años de edad o 

de personas que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho o de 

personas que no tiene capacidad para resistirlo, previsto en los artículos 203 y 203 Bis; 

Lenocinio de personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no tienen 

capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tienen 

capacidad para resistirlo, previsto en el artículo 204; Asalto, previsto en los artículos 286 

y 287; Tráfico de menores o personas que no tienen capacidad para comprender el 

significado del hecho, previsto en el artículo 366 Ter, y Robo de vehículos, previsto en los 

artículos 376 Bis y 377 del Código Penal Federal, o en las disposiciones correspondientes 

de las legislaciones penales estatales o del Distrito Federal;  

VI. Delitos en materia de trata de personas, previstos y sancionados en el Libro Primero, 

Título Segundo de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en 

Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos 

Delitos, excepto en el caso de los artículos 32, 33 y 34;  
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VII. Las conductas previstas en los artículos 9, 10, 11, 17 y 18 de la Ley General para 

Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la fracción 

XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

VIII. Contrabando y su equiparable, previstos en los artículos 102 y 105, cuando les 

correspondan las sanciones previstas en las fracciones II o III del artículo 104 del Código 

Fiscal de la Federación;  

IX. Los previstos en las fracciones I y II del artículo 8; así como las fracciones I, II y III del 

artículo 9, estas últimas en relación con el inciso d), y el último párrafo de dicho artículo, 

todas de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de 

Hidrocarburos.  

X. Contra el Ambiente previsto en la fracción IV del artículo 420 del Código Penal 

Federal.  

Los delitos a que se refieren las fracciones previstas en el presente artículo que sean 

cometidos por algún miembro de la delincuencia organizada, serán investigados, 

procesados y sancionados conforme a las disposiciones de esta Ley.  

 

Artículo 4o.- Sin perjuicio de las penas que correspondan por el delito o delitos que se 

cometan, al miembro de la delincuencia organizada se le aplicarán las penas siguientes:  

 

I. En los casos de los delitos contra la salud; operaciones con recursos de procedencia 

ilícita a que refiere la fracción I; trata de personas que refiere la fracción VI; secuestro que 

refiere la fracción VII y delitos cometidos en materia de robo de hidrocarburos que 

refiere la fracción IX, del artículo 2o. de esta Ley:  

 

a) A quien tenga funciones de administración, dirección o supervisión, respecto de la 

delincuencia organizada, de veinte a cuarenta años de prisión y de quinientos a veinticinco 

mil días multa, o  
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b) A quien no tenga las funciones anteriores, de diez a veinte años de prisión y de 

doscientos cincuenta a doce mil quinientos días multa.  

 

II. En los demás delitos a que se refiere el artículo 2o. de esta Ley:  

 

a) A quien tenga funciones de administración, dirección o supervisión, de ocho a dieciséis 

años de prisión y de quinientos a veinticinco mil días multa, o  

 

b) A quien no tenga las funciones anteriores, de cuatro a ocho años de prisión y de 

doscientos cincuenta a doce mil quinientos días multa.  

 

En todos los casos a que este artículo se refiere, además, se decomisarán los objetos, 

instrumentos o productos del delito, así como los bienes propiedad del sentenciado y 

aquéllos respecto de los cuales éste se conduzca como dueño, si no acredita la legítima 

procedencia de dichos bienes.  

 

Artículo 5o.- Las penas a que se refiere el artículo anterior se aumentarán hasta en una 

mitad, cuando:  

 

I. Se trate de cualquier servidor público que participe en la realización de los delitos 

previstos para la delincuencia organizada. Además, se impondrán a dicho servidor público, 

destitución e inhabilitación para desempeñar cualquier cargo o comisión públicos, o  
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II. Se utilice a menores de edad o incapaces para cometer cualesquiera de los delitos a 

que se refiere esta Ley. 

 

Artículo 11 Bis 1.- Para la investigación de los delitos a que se refiere esta Ley, el agente 

del Ministerio Público de la Federación podrá emplear además de los instrumentos 

establecidos en las disposiciones aplicables para la obtención de información y, en su caso, 

medios de prueba, así como las técnicas de investigación previstas en el Código Nacional 

de Procedimientos Penales, las siguientes:  

 

I. Recabar información en lugares públicos, mediante la utilización de medios e 

instrumentos y cualquier herramienta que resulten necesarias para la generación de 

inteligencia;  

 

II. Utilización de cuentas bancarias, financieras o de naturaleza equivalente;  

 

III. Vigilancia electrónica;  

 

IV. Seguimiento de personas;  

 

V. Colaboración de informantes, y  

 

VI. Usuarios simulados. Para el empleo de las técnicas previstas en las fracciones I y III de 

este artículo siempre que con su aplicación resulten afectadas comunicaciones privadas, se 

requerirá de una autorización judicial previa de intervención de comunicaciones privadas. 

El Fiscal General de la República emitirá los protocolos para el uso de las técnicas de 

investigación previstas en este artículo. 
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Artículo 42.- La autoridad deberá mantener recluidos a los procesados o sentenciados 

que colaboren en la persecución y procesamiento de otros miembros de la delincuencia 

organizada, en establecimientos distintos de aquéllos en que estos últimos estén recluidos, 

ya sea en prisión preventiva o en ejecución de sentencia. Para la prisión preventiva y 

ejecución de sentencias en materia de delincuencia organizada se destinarán centros 

especiales. 

 

 

 

2.8 Incitación a la violencia  

 

 

El artículo 2° de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, establece lo 

siguiente: 

 

“Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin 

distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra 

índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 

condición. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o 

internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se 

trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, no 

autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía”. 

 

Por otro lado, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 20, 

establece: 
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1. Toda propaganda en favor de la guerra estará prohibida por la ley. 

 

2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a la 

discriminación, la hostilidad o la violencia estará prohibida por la ley. 

 

Y en su artículo 24, establece: 

 

1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 

idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas 

de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de 

la sociedad y del Estado. 

Del mismo modo, para instituir medidas para la prevención de la discriminación, la Ley 

Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, en su Artículo 9°, establece lo 

siguiente: 

 

Se considerará como discriminación, entre otras: 

 

 XV.-Promover el odio y la violencia a través de mensajes e imágenes en los medios de 

comunicación 

 

XXVII. Incitar al odio, violencia, rechazo, burla, injuria, persecución o la exclusión. 

 

Considerando que el discurso de odio debe entenderse como fomento, promoción o 

instigación, en cualquiera de sus formas, del odio, la humillación o el menosprecio de una 

persona o grupo de personas, así como el acoso, descrédito, difusión de estereotipos 

negativos, estigmatización o amenaza con respecto a dicha persona o grupo de personas y 
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la justificación de esas manifestaciones por razones de “raza”, color, ascendencia, origen 

nacional o étnico, edad, discapacidad, lengua, religión o creencias, sexo, género, identidad 

de género, orientación sexual y otras características o condición personales. 

 

La Comisión Europea Contra el Racismo y la Intolerancia (ECRI), en su Recomendación 

General N° 15 Relativa a la Lucha Contra el Discurso de Odio y Memorándum 

Explicativo, establece que los gobiernos: 

 

1.-Empleen sus facultades reguladoras en relación con los medios de comunicación 

(incluidos prestadores de servicios de internet, intermediarios on uine y redes sociales) 

para promover la lucha contra el discurso de odio y combatir su aceptación, velando al 

mismo tiempo porque estas medidas no vulneren la libertad de expresión y opinión y, en 

consecuencia; 

2.-. Aclaren el alcance y la aplicabilidad de la responsabilidad de Derecho civil o 

administrativo por el uso del discurso de odio cuyo objeto sea provocar, o quepa esperar 

razonablemente que produzca tal efecto, la comisión de actos de violencia, intimidación, 

hostilidad o discriminación contra aquellos a los que van dirigidas, respetando al mismo 

tiempo la libertad de expresión y opinión y, en consecuencia: 

3.-Retiren todo apoyo económico o de otra índole prestado por los poderes públicos a 

los partidos políticos y otras organizaciones que emplean discurso de odio o evitan 

sancionar su uso por parte de sus miembros y, en el pleno respeto a la libertad de 

asociación, que prevean la posibilidad de prohibir o disolver dichas organizaciones, con 

independencia de que reciban o no cualquier tipo de apoyo de los poderes públicos 

cuando su uso de discurso de odio tenga como finalidad, o quepa suponer 

razonablemente que va a tener dicho efecto, incitar a la comisión de actos de violencia, 

intimidación, hostilidad o discriminación contra aquellos a los que van dirigidas. 

Derivado de lo anterior, como instrumento internacional, la Convención Internacional 

sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, establece en su 

Artículo 4°: 
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1. Los Estados partes condenan toda la propaganda y todas las organizaciones que se 

inspiren en ideas o teorías basadas en la superioridad de una raza o de un grupo de 

personas de un determinado color u origen étnico, o que pretendan justificar o promover 

el odio racial y la discriminación racial, cualquiera que sea su forma, y se comprometen a 

tomar medidas inmediatas y positivas destinadas a eliminar toda incitación. 

Con ese fin, teniendo debidamente en cuenta los principios incorporados en la 

Declaración Universal de Derechos Humanos, así como los derechos expresamente 

enunciados en el Artículo 5 de la presente Convención, tomarán, entre otras, las 

siguientes medidas: 

a) Declararán como acto punible conforme a la ley toda difusión de ideas basadas en la 

superioridad o en el odio racial, toda incitación a la discriminación racial, así como todo 

acto de violencia o toda incitación a cometer tales actos contra cualquier raza o grupo de 

personas de otro color u origen étnico, y toda asistencia a las actividades racistas, incluida 

su financiación; 

 

b) Declararán ilegales y prohibirán las organizaciones, así como las actividades organizadas 

de propaganda y toda otra actividad de propaganda, que promuevan la discriminación 

racial e inciten a ella, y reconocerán que la participación en tales organizaciones o en tales 

actividades constituye un delito penado por la ley; 

 

c) No permitirán que las autoridades ni las instituciones públicas nacionales o locales 

promuevan la discriminación racial o inciten a ella. 

 

Por otra parte, la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos, menciona en su 

Artículo 13° “Libertad de Pensamiento y de Expresión,” Párrafo 5, lo siguiente: 

 

 1.-Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del 

odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra 
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acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, 

inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional. 

 

En cuanto a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el artículo 1° 

comprende lo siguiente: 

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos 

reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 

Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 

restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 

Constitución establece. 

 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 

Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo 

tiempo a las personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 

promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 

principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 

consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a 

los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero 

que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la 

protección de las leyes. 

 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la 

edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las 

opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la 



 

  

UNIVERSIDAD DEL SURESTE 67 

 

dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 

personas. 

 

En virtud de todo lo anterior expuesto existe suficiente fundamento para poder tipificar el 

discurso de odio en el Código Penal Federal, entendido como el fomento, promoción o 

instigación, en cualquiera de sus formas, del odio, la humillación o el menosprecio de una 

persona o grupo de personas, así como el acoso, descrédito, difusión de estereotipos 

negativos, estigmatización o amenaza con respecto a dicha persona o grupo de personas y 

la justificación de esas manifestaciones por razones de “raza” , color, ascendencia, origen 

nacional o étnico, edad, discapacidad, lengua, religión o creencias, sexo, género, identidad 

de género, orientación sexual y otras características o condición personales, entre otros. 

 

El Consejo de Europa, del cual México es miembro observador y participante en varios de 

sus comisiones ordinarias, destaca que el discurso de odio “puede adoptar la forma de 

negación, trivialización, justificación o condonación públicas de los delitos de genocidio, 

los delitos de lesa humanidad o delitos en caso de conflicto armado cuya comisión haya 

sido comprobada tras recaer sentencia los tribunales o el enaltecimiento de las personas 

condenadas por haberlos cometido”. Asimismo, “hay formas de expresión que ofenden, 

perturban o trastornan pero que, por sí mismas, no constituyen discurso de odio y que la 

lucha contra el discurso de odio debe servir para proteger a las personas y grupos de 

personas más que a credos, ideologías y religiones en concreto”. 

 

Abunda al establecer que “el discurso de odio puede reflejar o promover la suposición 

injustificada de que quienes lo profieren son, de algún modo, superiores a la persona o al 

grupo de personas a las que se dirigen…el discurso de odio puede tener por objeto 

incitar a otras personas a cometer actos de violencia, intimidación, hostilidad o 

discriminación contras aquellos a quienes van dirigidas, o cabe esperar razonablemente 

que produzca tal efecto, y que ello constituye una forma de expresión especialmente 

grave; Consciente de los graves peligros que el discurso de odio encierra para la cohesión 

de una sociedad democrática, la protección de los derechos humanos y el Estado de 
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Derecho, pero convencida de la necesidad de velar por que las restricciones a estas 

expresiones no se empleen para silenciar a las minorías ni para reprimir la crítica a las 

políticas oficiales, la oposición política o las creencias religiosas; Consciente del problema 

y de la gravedad especiales que supone el discurso de odio dirigido a las mujeres por 

razón de su sexo, género y/o identidad de género y cuando a ello se unen una o más de 

las demás características. 

 

Finalmente, reconoce que el discurso de odio parece estar aumentando, especialmente a 

través de los medios de comunicación electrónicos, que magnifican sus efectos, pero que 

su alcance preciso sigue sin poderse determinar claramente, debido a la falta de una 

recogida sistemática de datos e información sobre su incidencia, situación que debe 

subsanarse, sobre todo prestando el apoyo pertinente a las personas afectadas o a 

quienes van dirigidas estas expresiones; Consciente de que la ignorancia y un dominio 

insuficiente de los medios de comunicación, así como la alienación, la discriminación, el 

adoctrinamiento y la marginalización, pueden explotarse para fomentar el uso del discurso 

de odio sin que se aprecien plenamente su auténtica naturaleza y sus consecuencias”. 

 

En este contexto, el Código Penal para el Estado de Chiapas señala que: 

 

Artículo 378 Bis.- A quien por cualquier medio de manera pública o privada incite a la 

violencia o a cometer un delito, o haga la apología de éste o de algún vicio, se le impondrá 

prisión de seis meses a tres años y multa de diez veces el valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización, si la violencia, el delito, la apología de éste o algún vicio no se 

ejecutare. En caso contrario se aplicará al provocador la sanción que le corresponda por 

su participación en el delito cometido. Si el responsable de la conducta delictuosa, es o ha 

sido servidor público, la pena a la que se refiere el primer párrafo, se aumentará en una 

mitad más y se impondrá además en su caso, la destitución del empleo, cargo o comisión 

e inhabilitación por el término de la sanción privativa de libertad impuesta para 

desempeñar otro. Cuando el responsable incite directa o indirectamente al odio, 

hostilidad, discriminación o violencia contra las personas por motivos como: el origen 
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étnico o nacional, la pertenencia a un determinado grupo, el color de piel, la cultura, el 

sexo, el género, la edad, las discapacidades, la condición de vulnerabilidad, la condición 

social, económica, de salud o jurídica, la religión, la apariencia física, las características 

genéticas, la situación migratoria, el embarazo, la lengua, la tradición, la cultura, las 

opiniones, la orientación sexual, la identidad o filiación política, el estado civil, la situación 

familiar, las responsabilidades familiares, los antecedentes penales o cualquier otro 

motivo, las penas previstas se incrementarán hasta en dos terceras partes. 

 

2.9 delitos contra la seguridad de la nación 

 

De conformidad con el Código Penal Federal:  

 

Traición a la Patria 

 

Artículo 123 del código penal federal. - Se impondrá la pena de prisión de cinco a 

cuarenta años y multa hasta de cincuenta mil pesos al mexicano que cometa traición a la 

patria en alguna de las formas siguientes: 

 

I.-  Realice actos contra la independencia, soberanía o integridad de la Nación 

Mexicana con la finalidad de someterla a persona, grupo o gobierno extranjero; 

 

II.-  Tome parte en actos de hostilidad en contra de la Nación, mediante acciones 

bélicas a las órdenes de un Estado extranjero o coopere con éste en alguna forma que 

pueda perjudicar a México. 
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Cuando los nacionales sirvan como tropa, se impondrá pena de prisión de uno a nueve 

años y multa hasta de diez mil pesos; 

 

Se considerará en el supuesto previsto en el primer párrafo de esta fracción, al que prive 

ilegalmente de su libertad a una persona en el territorio nacional para entregarla a las 

autoridades de otro país o trasladarla fuera de México con tal propósito. 

 

III.-  Forme parte de grupos armados dirigidos o asesorados por extranjeros; 

organizados dentro o fuera del país, cuando tengan por finalidad atentar contra la 

independencia de la República, su soberanía, su libertad o su integridad territorial o 

invadir el territorio nacional, aun cuando no exista declaración de guerra; 

 

IV.-  Destruya o quite dolosamente las señales que marcan los límites del territorio 

nacional, o haga que se confundan, siempre que ello origine conflicto a la República, o ésta 

se halle en estado de guerra; 

 

V.-  Reclute gente para hacer la guerra a México, con la ayuda o bajo la protección de 

un gobierno extranjero; 

 

VI.-  Tenga, en tiempos de paz o de guerra, relación o inteligencia con persona, grupo o 

gobierno extranjeros o le dé instrucciones, información o consejos, con objeto de guiar a 

una posible invasión del territorio nacional o de alterar la paz interior; 

 

VII.-  Proporcione dolosamente y sin autorización, en tiempos de paz o de guerra, a 

persona, grupo o gobierno extranjeros, documentos, instrucciones o datos de 

establecimientos o de posibles actividades militares; 
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VIII.- Oculte o auxilie a quien cometa actos de espionaje, sabiendo que los realiza; 

 

IX.-  Proporcione a un Estado extranjero o a grupos armados dirigidos por extranjeros, 

los elementos humanos o materiales para invadir el territorio nacional, o facilite su 

entrada a puestos militares o le entregue o haga entregar unidades de combate o 

almacenes de boca o guerra o impida que las tropas mexicanas reciban estos auxilios; 

X.-  Solicite la intervención o el establecimiento de un protectorado de un Estado 

extranjero o solicite que aquel haga la guerra a México; si no se realiza lo solicitado, la 

prisión será de cuatro a ocho años y multa hasta de diez mil pesos; 

 

XI.-  Invite a individuos de otro Estado para que hagan armas contra México o invadan 

el territorio nacional, sea cual fuere el motivo que se tome; si no se realiza cualquiera de 

estos hechos, se aplicará la pena de cuatro a ocho años de prisión y multa hasta de diez 

mil pesos; 

 

XII.-  Trate de enajenar o gravar el territorio nacional o contribuya a su 

desmembración; 

 

XIII.- Reciba cualquier beneficio, o acepte promesa de recibirlo, con el fin de realizar 

alguno de los actos señalados en este artículo; 

 

XIV.-  Acepte del invasor un empleo, cargo o comisión y dicte, acuerde o vote 

providencias encaminadas a afirmar al gobierno intruso y debilitar al nacional; y 
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XV.-  Cometa, declarada la guerra o rotas las hostilidades, sedición, motín, rebelión, 

terrorismo, sabotaje o conspiración. 

 

 

Artículo 124.- del código penal federal Se aplicará la pena de prisión de cinco a veinte 

años y multa hasta de veinticinco mil pesos, al mexicano que: 

 

I.-  Sin cumplir las disposiciones constitucionales, celebre o ejecute tratados o pactos 

de alianza ofensiva con algún Estado, que produzcan o puedan producir la guerra de 

México con otro, o admita tropas o unidades de guerra extranjeras en el país; 

II.-  En caso de una invasión extranjera, contribuya a que en los lugares ocupados por 

el enemigo se establezca un gobierno de hecho, ya sea dando su voto, concurriendo a 

juntas, firmando actas o representaciones o por cualquier otro medio; 

 

III.-  Acepte del invasor un empleo, cargo o comisión, o al que, en el lugar ocupado, 

habiéndolo obtenido de manera legítima lo desempeñe en favor del invasor; y 

 

IV.-  Con actos no autorizados ni aprobados por el gobierno, provoque una guerra 

extranjera con México, o exponga a los mexicanos a sufrir por esto, vejaciones o 

represalias. 

 

Artículo 125.- del código penal federal Se aplicará la pena de dos a doce años de prisión y 

multa de mil a veinte mil pesos al que incite al pueblo a que reconozca al gobierno 

impuesto por el invasor o a que acepte una invasión o protectorado extranjero. 
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Artículo 126 del código penal federal. - Se aplicarán las mismas penas a los extranjeros 

que intervengan en la comisión de los delitos a que se refiere este Capítulo, con 

excepción de los previstos en las fracciones VI y VII del artículo 123. 

 

ESPIONAJE 

 

Artículo 127 del código penal federal. - Se aplicará la pena de prisión de cinco a veinte 

años y multa hasta de cincuenta mil pesos al extranjero que, en tiempo de paz, con objeto 

de guiar a una posible invasión del territorio nacional o de alterar la paz interior, tenga 

relación o inteligencia con persona, grupo o gobierno extranjeros o le dé instrucciones, 

información o consejos. 

 

La misma pena se impondrá al extranjero que en tiempo de paz proporcione, sin 

autorización a persona, grupo o gobierno extranjero, documentos, instrucciones, o 

cualquier dato de establecimientos o de posibles actividades militares. 

 

Se aplicará la pena de prisión de cinco a cuarenta años y multa hasta de cincuenta mil 

pesos al extranjero que, declarada la guerra o rotas las hostilidades contra México, tenga 

relación o inteligencia con el enemigo o le proporcione información, instrucciones o 

documentos o cualquier ayuda que en alguna forma perjudique o pueda perjudicar a la 

Nación Mexicana. 

 

Artículo 128.- del código penal federal Se aplicará la pena de prisión de cinco a veinte 

años y multa hasta de cincuenta mil pesos, al mexicano que, teniendo en su poder 

documentos o informaciones confidenciales de un gobierno extranjero, los revele a otro 

gobierno, si con ello perjudica a la Nación Mexicana. 
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Artículo 129.- del código penal federal Se impondrá la pena de seis meses a cinco años de 

prisión y multa hasta de cinco mil pesos al que, teniendo conocimiento de las actividades 

de un espía y de su identidad, no lo haga saber a las autoridades. 

 

SEDICIÓN 

 

Artículo 130.- del código penal federal Se aplicará la pena de seis meses a ocho años de 

prisión y multa hasta de diez mil pesos, a los que, en forma tumultuaria sin uso de armas, 

resistan o ataquen a la autoridad para impedir el libre ejercicio de sus funciones con 

alguna de las finalidades a que se refiere el artículo 132. 

 

A quienes dirijan, organicen, inciten, compelan o patrocinen económicamente a otros 

para cometer el delito de sedición, se les aplicará la pena de cinco a quince años de 

prisión y multa hasta de veinte mil pesos. 

 

MOTÍN 

 

Artículo 131 del código penal federal nos dice. - Se aplicará la pena de seis meses a siete 

años de prisión y multa hasta de cinco mil pesos, a quienes para hacer uso de un derecho 

o pretextando su ejercicio o para evitar el cumplimiento de una ley, se reúnan 

tumultuariamente y perturben el orden público con empleo de violencia en las personas o 

sobre las cosas, o amenacen a la autoridad para intimidarla u obligarla a tomar alguna 

determinación. 

 

A quienes dirijan, organicen, inciten, compelan o patrocinen económicamente a otros 

para cometer el delito de motín, se les aplicará la pena de dos a diez años de prisión y 

multa hasta de quince mil pesos. 
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REBELIÓN 

 

Artículo 132 del código penal federal nos dice .- Se aplicará la pena de dos a veinte años 

de prisión y multa de cinco mil a cincuenta mil pesos a los que, no siendo militares en 

ejercicio, con violencia y uso de armas traten de: 

 

I.-  Abolir o reformar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

 

II.-  Reformar, destruir o impedir la integración de las instituciones constitucionales de 

la Federación, o su libre ejercicio; y 

 

III.-  Separar o impedir el desempeño de su cargo a alguno de los altos funcionarios de 

la Federación mencionados en el artículo 2o. de la Ley de Responsabilidades de los 

Funcionarios y Empleados de la Federación, del Distrito Federal y de los Altos 

Funcionarios de los Estados. 

 

Artículo 133 del código penal federal nos dice.- Las penas señaladas en el artículo anterior 

se aplicarán al que residiendo en territorio ocupado por el Gobierno Federal, y sin mediar 

coacción física o moral, proporcione a los rebeldes, armas, municiones, dinero, víveres, 

medios de transporte o de comunicación o impida que las tropas del Gobierno reciban 

estos auxilios. Si residiere en territorio ocupado por los rebeldes, la prisión será de seis 

meses a cinco años. 
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Al funcionario o empleado público de los Gobiernos Federal o Estatales, o de los 

Municipios, de organismos públicos descentralizados, de empresas de participación estatal, 

o de servicios públicos, federales o locales, que teniendo por razón de su cargo 

documentos o informes de interés estratégico, los proporcione a los rebeldes, se le 

aplicará pena de cinco a cuarenta años de prisión y multa de cinco mil a cincuenta mil 

pesos. 

 

Artículo 134 del código penal federal nos dice.- Se aplicará la pena de dos a veinte años de 

prisión y multa de cinco mil a cincuenta mil pesos a los que, no siendo militares en 

ejercicio, con violencia y uso de armas, atenten contra el Gobierno de alguno de los 

Estados de la Federación, contra sus instituciones constitucionales o para lograr la 

separación de su cargo de alguno de los altos funcionarios del Estado, cuando 

interviniendo los Poderes de la Unión en la forma prescrita por el artículo 122 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los rebeldes no depongan las 

armas. 

 

Artículo 135 del código penal federal nos dice .- Se aplicará la pena de uno a veinte años 

de prisión y multa hasta de cincuenta mil pesos al que: 

 

I.-  En cualquier forma o por cualquier medio invite a una rebelión; 

 

II.-  Residiendo en territorio ocupado por el Gobierno: 

 

a)  Oculte o auxilie a los espías o exploradores de los rebeldes, sabiendo que lo son; 

 

b)  Mantenga relaciones con los rebeldes, para proporcionarles noticias concernientes 

a las operaciones militares u otras que les sean útiles. 
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III.-  Voluntariamente sirva un empleo, cargo o comisión en lugar ocupado por los 

rebeldes, salvo que actúe coaccionado o por razones humanitarias. 

Artículo 136 del código penal federal nos dice .- A los funcionarios o agentes del 

Gobierno y a los rebeldes que después del combate causen directamente o por medio de 

órdenes, la muerte a los prisioneros, se les aplicará pena de prisión de quince a treinta 

años y multa de diez mil a veinte mil pesos. 

 

Artículo 137 del código penal federal nos dice. - Cuando durante una rebelión se cometan 

los delitos de homicidio, robo, secuestro, despojo, incendio, saqueo u otros delitos, se 

aplicarán las reglas del concurso. 

 

Los rebeldes no serán responsables de los homicidios ni de las lesiones inferidas en el 

acto de un combate, pero de los que se causen fuera del mismo, serán responsables tanto 

el que los manda como el que los permita y los que inmediatamente los ejecuten. 

 

Artículo 138 del código penal federal nos dice. - No se aplicará pena a los que depongan 

las armas antes de ser tomados prisioneros, si no hubiesen cometido alguno de los delitos 

mencionados en el artículo anterior. 

 

TERRORISMO 

 

Artículo 139 del código penal federal nos dice.- Se impondrá pena de prisión de quince a 

cuarenta años y cuatrocientos a mil doscientos días multa, sin perjuicio de las penas que 

correspondan por otros delitos que resulten: 
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I.  A quien utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas o similares, 

material radioactivo, material nuclear, combustible nuclear, mineral radiactivo, fuente de 

radiación o instrumentos que emitan radiaciones, explosivos, o armas de fuego, o por 

incendio, inundación o por cualquier otro medio violento, intencionalmente realice actos 

en contra de bienes o servicios, ya sea públicos o privados, o bien, en contra de la 

integridad física, emocional, o la vida de personas, que produzcan alarma, temor o terror 

en la población o en un grupo o sector de ella, para atentar contra la seguridad nacional o 

presionar a la autoridad o a un particular, u obligar a éste para que tome una 

determinación. 

 

II.  Al que acuerde o prepare un acto terrorista que se pretenda cometer, se esté 

cometiendo o se haya cometido en territorio nacional. 

 

Las sanciones a que se refiere el primer párrafo de este artículo se aumentarán en una 

mitad, cuando, además: 

 

I. El delito sea cometido en contra de un bien inmueble de acceso público; 

 

II. Se genere un daño o perjuicio a la economía nacional, o 

 

III. En la comisión del delito se detenga en calidad de rehén a una persona. 

 

Artículo 139 Bis del código penal federal nos dice. - Se aplicará pena de uno a nueve años 

de prisión y de cien a trescientos días multa, a quien encubra a un terrorista, teniendo 

conocimiento de sus actividades o de su identidad. 
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Artículo 139 Ter del código penal federal nos dice. - Se aplicará pena de cinco a quince 

años de prisión y de doscientos a seiscientos días multa al que amenace con cometer el 

delito de terrorismo a que se refiere el párrafo primero del artículo 139. 

 

Del Financiamiento al Terrorismo 

 

Artículo 139 Quáter del código penal federal nos dice.- Se impondrá la misma pena 

señalada en el artículo 139 de este Código, sin perjuicio de las penas que corresponden 

por los demás delitos que resulten, al que por cualquier medio que fuere ya sea directa o 

indirectamente, aporte o recaude fondos económicos o recursos de cualquier naturaleza, 

con conocimiento de que serán destinados para financiar o apoyar actividades de 

individuos u organizaciones terroristas, o para ser utilizados, o pretendan ser utilizados, 

directa o indirectamente, total o parcialmente, para la comisión, en territorio nacional o 

en el extranjero, de cualquiera de los delitos previstos en los ordenamientos legales 

siguientes: 

 

I. Del Código Penal Federal, los siguientes: 

 

1) Terrorismo, previstos en los artículos 139, 139 Bis y 139 Ter; 

 

2) Sabotaje, previsto en el artículo 140; 

 

3) Terrorismo Internacional, previsto en los artículos 148 Bis, 148 Ter y 148 Quáter; 

 

4) Ataques a las vías de comunicación, previstos en los artículos 167, fracción IX, y 

170, párrafos primero, segundo y tercero, y 
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5) Robo, previsto en el artículo 368 Quinquies. 

 

II.  De la Ley que Declara Reservas Mineras los Yacimientos de Uranio, Torio y las 

demás Substancias de las cuales se obtengan Isótopos Hendibles que puedan producir 

Energía Nuclear, los previstos en los artículos 10 y 13. 

 

Artículo 139 Quinquies.- Se aplicará de uno a nueve años de prisión y de cien a 

trescientos días multa, a quien encubra a una persona que haya participado en los delitos 

previstos en el artículo 139 Quáter de este Código. 

 

SABOTAJE 

 

Artículo 140 del código penal federal nos dice.- Se impondrá pena de dos a veinte años de 

prisión y multa de mil a cincuenta mil pesos, al que dañe, destruya, perjudique o 

ilícitamente entorpezca vías de comunicación, servicios públicos, funciones de las 

dependencias del Estado, organismos públicos descentralizados, empresas de  

participación estatal, órganos constitucionales autónomos o sus instalaciones; plantas 

siderúrgicas, eléctricas o de las industrias básicas; centros de producción o distribución de 

artículos de consumo necesarios de armas, municiones o implementos bélicos, con el fin 

de trastornar la vida económica del país o afectar su capacidad de defensa. 

 

Se aplicará pena de seis meses a cinco años de prisión y multa hasta de cinco mil pesos, al 

que teniendo conocimiento de las actividades de un saboteador y de su identidad, no lo 

haga saber a las autoridades. 
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Las sanciones a que se refiere el primer párrafo de este artículo se aumentarán hasta en 

una mitad, cuando los actos de sabotaje se realicen en los ductos, equipos, instalaciones o 

activos, de asignatarios, contratistas, permisionarios o distribuidores a que se refiere la 

Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de 

Hidrocarburos. 

 

CONSPIRACIÓN 

 

Artículo 141 del código penal federal nos dice. - Se impondrá pena de uno a nueve años 

de prisión y multa hasta de diez mil pesos a quienes resuelvan de concierto cometer uno 

o varios de los delitos del presente Título y acuerden los medios de llevar a cabo su 

determinación. 

 

2.10. DELITOS CONTRA EL DERECHO INTERNACIONAL 

 

De conformidad con el Código Penal Federal:  

 

PIRATERÍA 

 

Artículo 146 del código penal federal nos dice. - Serán considerados piratas: 

 

I.-  Los que, perteneciendo a la tripulación de una nave mercante mexicana, de otra 

nación, o sin nacionalidad, apresen a mano armada alguna embarcación, o cometan 

depredaciones en ella, o hagan violencia a las personas que se hallen a bordo; 
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II.-  Los que, yendo a bordo de una embarcación, se apoderen de ella y la entreguen 

voluntariamente a un pirata, y 

 

III.-  Se deroga. 

 

Artículo 147 del código penal federal nos dice. - Se impondrán de quince a treinta años de 

prisión y decomiso de la nave, a los que pertenezcan a una tripulación pirata. 

 

VIOLACIÓN DE INMUNIDAD Y DE NEUTRALIDAD 

 

Artículo 148.- Se aplicará prisión de tres días a dos años y multa de cien a dos mil pesos, 

por: 

 

I.- La violación de cualquiera inmunidad diplomática, real o personal, de un soberano 

extranjero, o del representante de otra nación, sea que residan en la República o que 

estén de paso en ella; 

 

II.- La violación de los deberes de neutralidad que corresponden a la nación mexicana, 

cuando se haga conscientemente; 

 

III.- La violación de la inmunidad de un parlamentario, o la que da un salvoconducto, y 

 

IV.- Todo ataque o violencia de cualquier género a los escudos, emblemas o pabellones de 

una potencia amiga. 
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En el caso de la fracción III, y si las circunstancias lo ameritan, los jueces podrán imponer 

hasta seis años de prisión. 

 

TERRORISMO INTERNACIONAL 

 

Artículo 148 Bis del código penal federal nos dice. - Se impondrá pena de prisión de 

quince a cuarenta años y de cuatrocientos a mil doscientos días multa, sin perjuicio de las 

penas que correspondan por otros delitos que resulten: 

 

I.  A quien utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas o similares, 

material radioactivo, material nuclear, combustible nuclear, mineral radiactivo, fuente de 

radiación o instrumentos que emitan radiaciones, explosivos o armas de fuego, o por 

incendio, inundación o por cualquier otro medio violento, realice en territorio mexicano, 

actos en contra de bienes, personas o servicios, de un Estado extranjero, o de cualquier 

organismo u organización internacionales, que produzcan alarma, temor o terror en la 

población o en un grupo o sector de ella, para presionar a la autoridad de ese Estado 

extranjero, u obligar a éste o a un organismo u organización internacionales para que 

tomen una determinación; 

 

II.  Al que cometa el delito de homicidio o algún acto contra la libertad de una 

persona internacionalmente protegida; 

 

III.  Al que realice, en territorio mexicano, cualquier acto violento en contra de locales 

oficiales, residencias particulares o medios de transporte de una persona 

internacionalmente protegida, que atente en contra de su vida o su libertad, o 
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IV.  Al que acuerde o prepare en territorio mexicano un acto terrorista que se 

pretenda cometer, se esté cometiendo o se haya cometido en el extranjero. 

 

Para efectos de este artículo se entenderá como persona internacionalmente protegida a 

un jefe de Estado incluso cada uno de los miembros de un órgano colegiado cuando, de 

conformidad con la constitución respectiva, cumpla las funciones de jefe de Estado, un jefe 

de gobierno o un ministro de relaciones exteriores, así como los miembros de su familia 

que lo acompañen y, además, a cualquier representante, funcionario o personalidad oficial 

de un Estado o cualquier funcionario, personalidad oficial u otro agente de una 

organización intergubernamental que, en el momento y en el lugar en que se cometa un 

delito contra él, los miembros de su familia que habiten con él, sus locales oficiales, su 

residencia particular o sus medios de transporte, tenga derecho a una protección especial 

conforme al derecho internacional. 

 

Artículo 148 Ter del código penal federal nos dice.- Se impondrá pena de cinco a diez 

años de prisión y de cien a trescientos días multa, a quien encubra a un terrorista, 

teniendo conocimiento de su identidad o de que realiza alguna de las actividades previstas 

en el presente capítulo. 

 

Artículo 148 Quáter del código penal federal nos dice. - Se aplicará pena de seis a doce 

años de prisión y de doscientos a seiscientos días multa al que amenace con cometer el 

delito de terrorismo a que se refieren las fracciones I a III del artículo 148 Bis. 

 

VIOLACIÓN DE LOS DEBERES DE HUMANIDAD 

 

Artículo 149 del código penal federal nos dice.- Al que violare los deberes de humanidad 

en los prisioneros y rehenes de guerra, en los heridos, o en los hospitales de sangre, se le 
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aplicará por ese sólo hecho: prisión de tres a seis años, salvo lo dispuesto, para los casos 

especiales, en las leyes militares. 

 

GENOCIDIO 

 

Artículo 149-Bis del código penal federal nos dice.- Comete el delito de genocidio el que 

con el propósito de destruir, total o parcialmente a uno o más grupos nacionales o de 

carácter étnico, racial o religioso, perpetrase por cualquier medio, delitos contra la vida 

de miembros de aquellos, o impusiese la esterilización masiva con el fin de impedir la 

reproducción del grupo. 

Por tal delito se impondrán de veinte a cuarenta años de prisión y multa de quince mil a 

veinte mil pesos. 

 

Si con idéntico propósito se llevaren a cabo ataques a la integridad corporal o a la salud 

de los miembros de dichas comunidades o se trasladaren de ellas a otros grupos menores 

de dieciocho años, empleando para ello la violencia física o moral, la sanción será de cinco 

a veinte años de prisión y multa de dos mil a siete mil pesos. 

 

 

Se aplicarán las mismas sanciones señaladas en el párrafo anterior, a quien con igual 

propósito someta intencionalmente al grupo a condiciones de existencia que hayan de 

acarrear su destrucción física, total o parcial. 

 

En caso de que los responsables de dichos delitos fueran gobernantes, funcionarios o 

empleados públicos y las cometieren en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, 

además de las sanciones establecidas en este artículo se les aplicarán las penas señaladas 
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en el artículo 15 de la Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la 

Federación. 

 

 

2.11. DELITOS CONTRA LA DIGNIDAD DE LAS PERSONAS 

De conformidad con el Código Penal Federal:  

 

DISCRIMINACIÓN 

 

Artículo 149 Ter del código penal federal nos dice. Se aplicará sanción de uno a tres años 

de prisión o de ciento cincuenta a trescientos días de trabajo a favor de la comunidad y 

hasta doscientos días multa al que por razones de origen o pertenencia étnica o nacional, 

raza, color de piel, lengua, género, sexo, preferencia sexual, edad, estado civil, origen 

nacional o social, condición social o económica, condición de salud, embarazo, opiniones 

políticas o de cualquier otra índole atente contra la dignidad humana o anule o menoscabe 

los derechos y libertades de las personas mediante la realización de cualquiera de las 

siguientes conductas: 

 

I.  Niegue a una persona un servicio o una prestación a la que tenga derecho; 

 

II.  Niegue o restrinja derechos laborales, principalmente por razón de género o 

embarazo; o límite un servicio de salud, principalmente a la mujer en relación con el 

embarazo; o 

 

III.  Niegue o restrinja derechos educativos. 
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Al servidor público que, por las razones previstas en el primer párrafo de este artículo, 

niegue o retarde a una persona un trámite, servicio o prestación a que tenga derecho se 

le aumentará en una mitad la pena prevista en el primer párrafo del presente artículo, y 

además se le impondrá destitución e inhabilitación para el desempeño de cualquier cargo, 

empleo o comisión públicos, por el mismo lapso de la privación de la libertad impuesta. 

 

No serán consideradas discriminatorias todas aquellas medidas tendentes a la protección 

de los grupos socialmente desfavorecidos. 

 

Cuando las conductas a que se refiere este artículo sean cometidas por persona con la 

que la víctima tenga una relación de subordinación laboral, la pena se incrementará en una 

mitad. 

 

Asimismo, se incrementará la pena cuando los actos discriminatorios limiten el acceso a 

las garantías jurídicas indispensables para la protección de todos los derechos humanos. 

 

Este delito se perseguirá por querella. 

 

CORRUPCIÓN DE MENORES E INCAPACES 

 

La corrupción de menores es un acto que atenta contra los tratados internacionales que 

México ha celebrado para la protección de los niños, niñas y adolescentes, por ello, 

también es obligación del estado proveer de medidas de protección y sanciones a quienes 

atenten contra la integridad de los menores de edad, al respecto el Código Penal para el 

Estado de Chiapas sanciona lo siguiente:  
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Artículo 327 del código penal federal nos dice.- Comete el delito de corrupción de 

menores e incapaces el que induzca, incite, presione u obligue a un menor o a quien no 

tenga la capacidad para comprender el significado del hecho, a realizar la práctica de la 

ebriedad, a la drogadicción, a pelear entre sí, a la práctica de la violencia o a que cometa 

actos delictuosos.  

 

Al responsable del delito de corrupción de menores e incapaces, se le aplicará una pena 

de cinco a diez años de prisión y de quinientos a dos mil días de multa.  

 

Cuando en virtud de la práctica reiterada de los actos de corrupción de que sea víctima, 

el menor o el incapaz adquieran los hábitos del alcoholismo, generen 

fármacodependencia, forme parte de agrupaciones delictivas, o sufra algún tipo de 

discapacidad física permanente, la pena al responsable será de siete a doce años de prisión 

y de trescientos a seiscientos días multa.  

 

Artículo 328 del código penal federal nos dice.- A quien obligue o induzca a un menor o a 

un incapaz a la práctica de la mendicidad, se le impondrán de tres a ocho años de prisión y 

de cincuenta a doscientos días multa.  

 

Artículo 329 del código penal federal nos dice.- No se entenderá por corrupción de 

menores e incapaces, los programas preventivos, educativos o de cualquier índole que 

enseñe, impartan o avalen instituciones públicas o privadas legalmente constituidas, que 

tengan por objeto la educación sexual, la educación sobre la función reproductiva, la 

prevención de enfermedades de transmisión sexual y el embarazo de adolescentes. 

Artículo 330 del código penal federal nos dice.- Si además de los delitos previstos en este 

capítulo resultase cometido algún otro, se aplicarán las reglas del concurso.  
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Artículo 331 del código penal federal nos dice.- Se impondrá una pena de uno a tres años 

de prisión, multa de quinientos a mil días de salario, al que emplee directa o 

indirectamente a menores en lugares nocivos para su sana formación y desarrollo. Se 

entienden por lugares nocivos para la sana formación y desarrollo de menores, los 

billares, discotecas, cantinas, bares, tabernas, prostíbulos, o cualquier otro centro o lugar 

cuya naturaleza, en consideración del juzgador, produzca en el menor el mismo efecto 

nocivo.  

 

Artículo 332 del código penal federal nos dice.- Para los efectos de los delitos 

comprendidos en este capítulo, se entenderá que un menor ha sido empleado, cuando 

preste sus servicios en el lugar o establecimiento por un salario, o por comida, por 

estipendio, comisión o emolumento de cualquier índole o incluso gratuitamente.  

Artículo 333 del código penal federal. - Comete el delito de pornografía infantil el que 

procure, facilite o induzca por cualquier medio a un menor, con o sin su consentimiento, 

a realizar actos de exhibicionismo corporal, lascivos o sexuales, con el objeto y finalidad 

de video grabarlo, fotografiarlo, o exhibirlo a través de medios impresos o electrónicos, o 

con anuncios de cualquier clase, con o sin el fin de obtener un lucro.  

 

Para los efectos de este artículo, se entenderá por pornografía infantil, la representación 

sexualmente explícita de imágenes de menores de edad.  

Al responsable del delito de pornografía infantil se le impondrá una pena de cinco a diez 

años de prisión y de mil a dos mil días multa. 

 

Artículo 334 del código penal federal nos dice.- A quien filme, grabe, o imprima cualquier 

tipo de imagen con actos de exhibicionismo corporal, lascivos o sexuales, en el que 

participen uno  o más menores de edad, se le impondrá una pena de diez a catorce años 

de prisión y de quinientos a tres mil días multa. La misma pena se impondrá a quien con o 
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sin fines de lucro, elabore, reproduzca, venda, arriende, exponga, publicite o difunda el 

material a que se refieren las acciones anteriores. Además se decretará el decomiso de 

los objetos, instrumentos y productos del delito, y se ordenará la destrucción de los 

materiales gráficos.  

Artículo 335 del código penal federal nos dice.- Se impondrá la pena de uno a tres años 

de prisión y de cincuenta a doscientos días multa, a quien permita el acceso de un menor 

a espectáculos, obras gráficas o audiovisuales de carácter pornográfico, o a los lugares 

nocivos a los que se refiere el artículo 331 de este Código.  

 

Artículo 336 del código penal federal.- Las mismas penas señaladas para los delitos 

contenidos en este capítulo, se aplicarán a los padres o tutores que acepten, permitan o 

toleren la realización de tales delitos en perjuicio de sus hijos menores de edad o a 

quienes tengan bajo su guarda o custodia.  

 

Artículo 337 del código penal federal. - Las sanciones señaladas para los delitos 

contemplados en este capítulo se duplicarán, cuando el responsable tenga parentesco por 

consanguinidad, en cualquier grado, por afinidad o civil en cualquier grado, o habite en el 

mismo domicilio con la víctima, aunque no existiera parentesco alguno, o se trate del 

tutor o el curador.  

 

Asimismo, cuando se presente alguna de las hipótesis contenidas en el presente artículo, 

el responsable perderá la patria potestad respecto de todos sus descendientes, el derecho 

a alimentos que le correspondería por su relación con la víctima y el derecho que pudiera 

tener respecto de los bienes de éste. El responsable quedará, además, inhabilitado para 

desempeñarse como tutor o curador. 

TORTURA  

La tortura constituye una violación grave a los derechos humanos y un delito de lesa 

humanidad, porque trastoca la dignidad humana y, de manera específica, trastoca y vulnera 
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la integridad personal. La práctica de la tortura y los malos tratos está documentada tanto 

en los regímenes dictatoriales como en las sociedades democráticas más avanzadas. 

 

Nuestro país, México, firmó el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura 

y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, el 23 de septiembre de 2003 

y fue ratificado por el Senado, el 11 de abril de 2005, publicándose en el Diario Oficial de 

la Federación, el 15 de junio de 2006. Un año después ¿el 11 de julio de 2007¿, la 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos aceptó la invitación del Estado Mexicano 

para fungir como el Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura de México, 

adscribiéndose a la Tercera Visitaduría General, iniciando así sus actividades. 

 

A partir de esa fecha, tuvieron que transcurrir 10 años,  para que, en el marco del día 

internacional de apoyo a las víctimas de tortura, el 26 de junio de 2017,  se promulgara 

la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar la Tortura y Otros Tratos o Penas 

Crueles, Inhumanos o Degradantes, la  cual  marca un hito en el imaginario colectivo de la 

sociedad mexicana y  establece un nuevo paradigma para su combate y erradicación, al 

contener los mayores estándares de protección en favor de las víctimas de 

tortura,  contemplar un enfoque preventivo, pero también de investigación y sanción, con 

el fin de lograr una reparación integral del daño. 

ley general para prevenir, investigar y sancionar la tortura y otros tratos o penas crueles, 

inhumanos o degradantes. 

 

En su artículo 7.- nos dice que el El delito de tortura se investigará y perseguirá de oficio, 

por denuncia o vista de autoridad judicial.  

Artículo 8.- El ejercicio de la acción penal y la sanción que se imponga judicialmente para 

el delito de tortura son imprescriptibles. 

 Artículo 9.- No constituyen causas de exclusión del delito de tortura la obediencia a 

órdenes o instrucciones de un superior jerárquico que dispongan, autoricen o alienten la 

comisión de este delito. Las órdenes de los superiores jerárquicos de cometer el delito 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGPIST_260617.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGPIST_260617.pdf
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de tortura son manifiestamente ilícitas y los subordinados tienen el deber de 

desobedecerlas y denunciarlas.  

Artículo 10.- No se consideran como causas de justificación o excluyentes de 

responsabilidad del delito de tortura el que existan o se invoquen circunstancias 

especiales o situaciones excepcionales, tales como tiempo de guerra, invasión o su peligro 

inminente, perturbación grave de la paz pública, grave peligro, conflicto armado, 

inestabilidad política interna, suspensión de derechos y sus garantías.  

Artículo 11.- Las contravenciones a las disposiciones que prevé esta Ley cometidas por 

Servidores Públicos, serán sancionadas en términos de la legislación aplicable en materia 

de responsabilidad administrativa, civil, penal y, en su caso, política. 

 Artículo 12.- En el caso de la imposición de una multa, será aplicable el concepto días 

multa previsto en el Código Penal Federal. Artículo 

 13.- Los delitos de tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; así 

como los delitos vinculados, deben ser perseguidos, investigados, procesados y 

sancionados conforme a las reglas de autoría, participación y concurso previstas en la 

legislación penal aplicable, y las reglas de acumulación de procesos previstas en el Código 

Nacional de Procedimientos Penales. Los superiores jerárquicos serán considerados 

autores del delito de tortura en los términos de lo previsto en la legislación penal 

aplicable.  

Artículo 14. La tentativa punible del delito de tortura se sancionará en términos de lo 

dispuesto en la legislación penal aplicable.  

Artículo 15.- Queda prohibido entregar, extraditar, expulsar, deportar o devolver a otro 

Estado a cualquier persona cuando haya razones fundadas para suponer que estaría en 

peligro de ser sometida a actos de tortura; o que sería juzgada por tribunales de 

excepción o ad hoc en el Estado requirente.  

16.- Al Servidor Público vinculado a proceso por el delito de tortura se le podrá imponer 

prisión preventiva cuando se actualice alguno de los supuestos contemplados en el 

artículo 19 de la Constitución y de conformidad con lo establecido en el Código Nacional 

de Procedimientos Penales. Al servidor público que, siendo investigado o vinculado a 
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proceso por el delito de tortura, y que por razón de su encargo o influencia pueda 

interferir u obstaculizar las investigaciones, le podrán ser aplicadas las medidas cautelares 

previstas en el Código Nacional de Procedimientos Penales, incluida la suspensión del 

cargo. Adicionalmente a lo señalado en el párrafo anterior, se adoptarán las medidas 

administrativas y provisionales necesarias para impedir que el servidor público interfiera 

con las investigaciones.  

Artículo 17.- Ninguna persona procesada o sentenciada por el delito de tortura podrá 

beneficiarse de inmunidades, indultos, amnistías, figuras análogas o con similares efectos. 

 Artículo 18.- Para la individualización de la pena por los delitos de tortura y otros tratos 

o penas crueles, inhumanos o degradantes deberán considerarse, además de lo 

contemplado en la legislación penal correspondiente, lo siguiente:  

I. La duración de la conducta;  

II. II. Los medios comisivos; 

III.  III. Las secuelas en la Víctima; 

IV.  IV. La condición de salud de la Víctima; 

V.  V. La edad de la Víctima;  

VI. VI. El sexo de la Víctima; y 

VII.  VII. Las circunstancias y el contexto de la comisión de la conducta.  

 

Artículo 19.- No se considerará tortura los dolores o sufrimientos físicos o psicológicos 

que sean únicamente consecuencia de medidas legales impuestas por autoridad 

competente, o las inherentes o incidentales a éstas, o de las derivadas del uso legítimo de 

la fuerza, de conformidad con lo previsto en la legislación nacional e internacional 

aplicable. 

 Artículo 20.- Toda investigación de los delitos de tortura y otros tratos o penas crueles, 

inhumanos o degradantes; así como de los delitos vinculados a este, se llevará a cabo con 

base en lo establecido en la presente Ley y de conformidad con los más altos estándares 

internacionales. 

 Artículo 21.- No procederá la libertad condicionada a personas sentenciadas por la 

comisión del delito de tortura. 
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2.12 DELITOS CONTRA LOS DERECHOS REPRODUCTIVOS  

El código penal federal en su Capítulo III nos habla de los Delitos contra los Derechos 

Reproductivos diciéndonos los siguientes artículos. 

 

Artículo 199 Ter. A quien cometa el delito previsto en el artículo 466 de la Ley General 

de Salud con violencia, se impondrá de cinco a catorce años de prisión y hasta ciento 

veinte días multa. 

 

Artículo 199 Quáter. Se sancionará de cuatro a siete años de prisión y hasta setenta días 

multa a quien implante a una mujer un óvulo fecundado, cuando hubiere utilizado para 

ello un óvulo ajeno o esperma de donante no autorizado, sin el consentimiento expreso 

de la paciente, del donante o con el consentimiento de una menor de edad o de una 

incapaz para comprender el significado del hecho o para resistirlo. 

 

Si el delito se realiza con violencia o de ella resulta un embarazo, la pena aplicable será de 

cinco a catorce años y hasta ciento veinte días multa. 

 

Además de las penas previstas, se impondrá suspensión para ejercer la profesión o, en 

caso de servidores públicos, inhabilitación para el desempeño del empleo, cargo o 

comisión públicos, por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta, así como la 

destitución. 

 

Cuando entre el activo y el pasivo exista relación de matrimonio, concubinato o relación 

de pareja, los delitos previstos en los artículos anteriores se perseguirán por querella. 
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Si resultan hijos a consecuencia de la comisión de alguno de los delitos previstos en los 

artículos anteriores, la reparación del daño comprenderá además el pago de alimentos 

para éstos y para la madre, en los términos que fija la legislación civil. 

 

Artículo 199 Quintus. Comete el delito de esterilidad provocada quien sin el 

consentimiento de una persona practique en ella procedimientos quirúrgicos, químicos o 

de cualquier otra índole para hacerla estéril. 

 

Al responsable de esterilidad provocada se le impondrán de cuatro a siete años de prisión 

y hasta setenta días multa, así como el pago total de la reparación de los daños y 

perjuicios ocasionados, que podrá incluir el procedimiento quirúrgico correspondiente 

para revertir la esterilidad. 

 

Además de las penas señaladas en el párrafo anterior, se impondrá al responsable la 

suspensión del empleo o profesión por un plazo igual al de la pena de prisión impuesta 

hasta la inhabilitación definitiva, siempre que en virtud de su ejercicio haya resultado un 

daño para la víctima; o bien, en caso de que el responsable sea servidor público se le 

privará del empleo, cargo o comisión público que haya estado desempeñando, siempre 

que en virtud de su ejercicio haya cometido dicha conducta típica. 

 

Artículo 199 Sextus. Los delitos previstos en este capítulo serán perseguibles de 

oficio, a excepción de los que se señalen por querella de parte ofendida. 

Ley general de salud. 

En su Artículo 466 nos menciona.- Al que sin consentimiento de una mujer o aun con 

su consentimiento, si ésta fuere menor o incapaz, realice en ella inseminación artificial, 

se le aplicará prisión de uno a tres años, si no se produce el embarazo como resultado 

de la inseminación; si resulta embarazo, se impondrá prisión de dos a ocho años. 
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UNIDAD III 

 

delitos electorales, delitos fiscales, delitos en materia de derechos de autor y 

delitos contra la propiedad industrial  

 

3.1 GENERALIDADES DELOS DELITOS ELECTORALES 

 

Los delitos electorales son un instrumento que se incorporó al sistema electoral 

mexicano para sancionar las conductas más graves que afecten la legalidad de las 

elecciones y las garantías universales del voto, a la fecha los resultados exhibidos denotan 

exigua efectividad. Las elecciones en México están presentando retrocesos graves, que se 

manifiestan con reiteradas denuncias por compra, coacción y el uso de recursos públicos 

para el proselitismo electoral sin ser sancionadas. El objetivo de esta unidad es dar a 

conocer un contexto general de los delitos electorales y al mismo tiempo generar líneas 

de discusión instrumental para reflexionar sobre los ajustes estructurales que se 

requieren en el entorno contemporáneo.  

      

Los delitos electorales en México tienen como objeto sancionar las conductas más graves 

que afectan la garantía del voto libre, secreto y universal. Esta figura instrumental, a 

muchos años de su configuración normativa está pasando por una fuerte crisis derivada de 

su falta de efectividad. Actualmente son mínimas las sanciones efectuadas por las 

autoridades responsables, estamos hablando que pueden ser millones las personas 

coaccionadas, compradas o amenazadas para votar por un partido político o candidato, 

como también que durante los procesos de proselitismo se utilizaron recursos públicos o 

programas sociales a cambio del voto. En síntesis, los delitos electorales en el contexto 

actual no son funcionales por dos motivos, el primero porque no inhiben conductas 
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ilícitas relacionadas con su objeto; y segundo, no se han presentado resultados efectivos 

en el tema de procuración de justicia penal electoral.  

 

 

FEPADE recibe anualmente alrededor de mil denuncias y de ellas aproximadamente el 

92% están relacionadas con la falsificación credencial para votar o alteración del padrón 

electoral, que en mi opinión esta figura jurídica no altera las garantías fundamentales del 

voto, ya que la persona que realiza tal ilícito no es para votar dos veces, sino para 

ostentarse con otro nombre o cometer delitos patrimoniales como puede ser obtener 

créditos a nombre de otra persona.  

 

Los delitos electorales son aquellas acciones u omisiones que lesionan o ponen en peligro 

el adecuado desarrollo de la función electoral y atentan contra las características del voto 

que debe ser universal, libre, directo, personal, secreto e intransferible. 

 

3.2 Delitos electorales cometidos por cualquier persona 

Puede cometer un delito electoral cuando: 

1. Recoja en cualquier tiempo, sin causa prevista por la ley, una o más credenciales 

para votar de los ciudadanos; 

2. Mediante presión u amenaza, presione a otro a asistir a eventos proselitistas, o a 

votar o abstenerse de votar por un candidato, partido político o coalición, durante 

la campaña electoral, el día de la jornada electoral o en los tres días previos a la 

misma; 

3. Amenace con suspender los beneficios de los programas sociales, ya sea por no 

participar en eventos proselitistas, o bien, para la emisión del sufragio en favor de 

un candidato, partido político o coalición; o a la abstención del ejercicio del 
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derecho del voto o al compromiso de no votar a favor de un candidato, partido 

político o coalición 

4. Organice la reunión o el transporte para llevarte a votar y te digan por quién 

votar; 

5. Solicite u ordene evidencia del sentido de tu voto o viole, de cualquier manera, el 

derecho del ciudadano a emitir su voto en secreto; 

6. Se apodere, destruya, altere, posea, use, adquiera, venda o suministre de manera 

ilegal, en cualquier tiempo, materiales o documentos públicos electorales; 

7. Se apodere, destruya, altere, posea, adquiera, comercialice o suministre de manera 

ilegal, equipos o insumos necesarios para la elaboración de credenciales para 

votar; 

8. Obstaculice o interfiera el traslado y entrega de los paquetes y documentos 

públicos electorales; 

9. Sin causa justificada por la ley, abra los paquetes electorales o retire los sellos o 

abra los lugares donde se resguarden; 

10. Por sí o interpósita persona, proporcione fondos provenientes del extranjero a un 

partido político, coalición, agrupación política o candidato para apoyar actos 

proselitistas dentro de una campaña electoral; 

11. Expida o utilice facturas o documentos comprobatorios de gasto de partido 

político o candidato, alterando el costo real de los bienes o servicios prestados; 

12. Provea bienes y servicios a las campañas electorales sin formar parte del padrón 

de proveedores autorizado por el órgano electoral administrativo; 

13. Dentro del ámbito de sus facultades, se abstenga de informar o rinda información 

falsa de los recursos y bienes públicos remanentes de los partidos políticos o 

agrupaciones políticas que hayan perdido su registro, habiendo sido requerido por 

la autoridad; 
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14.  Dentro del ámbito de sus facultades,  se abstenga de transmitir la propiedad o 

posesión de los bienes adquiridos con financiamiento público o los remanentes de 

dicho financiamiento, una vez que haya perdido el registro el partido político o la 

agrupación política del cual forme o haya formado parte, previo requerimiento de 

la autoridad electoral competente; 

15. Sin estar autorizado enajene, grave o done los bienes muebles o inmuebles, que 

integren el patrimonio del partido político o la agrupación política que haya 

perdido su registro; 

16. Altere o participe en la alteración del Registro Federal de Electores, Padrón 

Electoral o Listado de Electores o participe en la expedición ilícita de una o más 

credenciales para votar con fotografía; 

17. Solicite, promueva, traslade, subsidie, gestione, contrate servicios o bienes para 

que una o más personas proporcionen documentos o información falsa al Registro 

Federal de Electores, Padrón Electoral o Listado de Electores, se les impondrá 

hasta una mitad más de la sanción que les corresponda conforme al primer párrafo 

de este artículo; 

18. Mediante amenaza o promesa de empleo, paga o dádiva, o promesa de entrega de 

cualquier tipo de recurso o bien, solicite o promueva que una o varias personas 

entreguen información falsa al Registro Federal de Electores, Padrón Electoral o 

Listado de Electores, se les impondrá hasta una mitad más de la sanción que les 

corresponda conforme al primer párrafo de este artículo; 

19. Altere, falsifique, destruya, posea, use, adquiera, comercialice, suministre o 

transmita de manera ilegal, archivos o datos de cualquier naturaleza, relativos al 

Registro Federal de Electores, Padrón Electoral o Listado de Electores; 

20. Realice, destine, utilice o reciba aportaciones de dinero o en especie a favor de 

algún precandidato, candidato, partido político, coalición o agrupación política 

cuando exista una prohibición legal para ello, o cuando los fondos o bienes tengan 

un origen ilícito, o en montos que rebasen los permitidos por la ley. 
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Así también, si durante la jornada electoral: 

 

1. Vota sabiendo que no cumple con los requisitos de la ley, que es estar inscrito en 

el Registro Federal de Electores y contar con una credencial para votar; 

2. Vote más de una vez en una misma elección; 

3. Solicita tu voto a cambio de paga u otra recompensa; 

4. Recoge o retiene tú credencial para votar o la de otros ciudadanos; 

5. Se hace pasar por un funcionario de casilla; 

6. Haga proselitismo o presione a los electores en el interior de la casilla o en el 

lugar en el que se encuentren formados los votantes, con el fin de orientar el 

sentido de su voto o para que se abstenga de emitirlo; 

7. Obstaculice o interfiera el desarrollo normal de las votaciones, el escrutinio y 

cómputo, o el adecuado ejercicio de los funcionarios electorales; introduzca o 

sustraiga de las urnas ilícitamente una o más boletas electorales, o bien, introduzca 

boletas falsas; obtenga o solicite declaración firmada del elector acerca de su 

intención o el sentido de su voto; 

8. Solicite u ordene evidencia del sentido del voto o viole, de cualquier manera, el 

derecho del ciudadano a emitir su voto en secreto; 

9. Vote o pretenda votar con una credencial para votar de la que no sea titular; 

10. Organice la reunión o el transporte de votantes, con la finalidad de influir en el 

sentido del voto; 

11. Impida, sin causa legalmente justificada, la instalación o clausura de una casilla; 

12. Durante los tres días previos a la elección y hasta la hora del cierre oficial de las 

casillas que se encuentren en las zonas de husos horarios más occidentales del 

territorio nacional, publique o difunda por cualquier medio los resultados de 
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encuestas o sondeos de opinión que tengan por objeto dar a conocer las 

preferencias electorales de los ciudadanos; 

13. Realice por cualquier medio algún acto que provoque temor o intimidación en el 

electorado que atente contra la libertad del sufragio, o perturbe el orden o el libre 

acceso de los electores a la casilla; 

14. Usurpe el carácter de funcionario de casilla. 

 

En caso de consulta popular, cuando: 

 

1. Haga proselitismo o presione objetivamente a los electores el día de la jornada de 

consulta popular, en el interior de las casillas o en el lugar en que se encuentren 

formados los votantes, con el fin de orientar el sentido de su voto o para que se 

abstenga de emitirlo; 

 

2. Obstaculice o interfiera el escrutinio y cómputo de la consulta popular; introduzca 

o sustraiga de las urnas ilícitamente una o más papeletas utilizadas en la consulta 

popular o bien introduzca papeletas falsas. 

 

 

3. Solicite votos por paga, promesa de dinero u otra recompensa para emitir su voto 

o abstenerse de emitirlo en la consulta popular, durante el procedimiento de 

consulta popular. 

 

3.3 DELITOS ELECTORALES COMETIDOS POR SERVIDORES PÚBLICOS 
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Pueden cometer un delito electoral cuando: 

1. Coaccione o amenace a sus subordinados para que participen en eventos 

proselitistas de precampaña o campaña, para que voten o se abstengan de votar 

por un candidato, partido político o coalición; 

2. Condicione la prestación de un servicio público, el cumplimiento de programas 

gubernamentales, el otorgamiento de concesiones, permisos, licencias, 

autorizaciones, franquicias, exenciones o la realización de obras públicas, en el 

ámbito de su competencia, a la emisión del sufragio en favor de un precandidato, 

candidato, partido político o coalición; a la abstención del ejercicio del derecho de 

voto o al compromiso de no votar a favor de un precandidato, candidato, partido 

o coalición. 

Si el condicionamiento del programa gubernamental, se realiza utilizando programas de 

naturaleza social, se aumentará hasta un tercio de la pena prevista en este artículo; 

1. Destine, utilice o permita la utilización, de manera ilegal de fondos, bienes o 

servicios que tenga a su disposición, en virtud de su cargo, al apoyo o al perjuicio 

de un precandidato, partido político, coalición, agrupación política o candidato, sin 

perjuicio de las penas que puedan corresponder por el delito de peculado; 

2. Proporcione apoyo o preste algún servicio a un precandidato, partido político, 

coalición, agrupación política o candidato, sea que lo haga por sí mismo o a través 

de sus subordinados, en sus horarios de labores; 

Solicite a sus subordinados, por cualquier medio, aportaciones de dinero o en especie 

para apoyar a un precandidato, candidato, partido político, coalición o agrupación política, 

o 

3. Se abstenga de entregar o niegue, sin causa justificada, la información que le sea 

solicitada por la autoridad electoral competente, relacionada con funciones de 

fiscalización. 

En caso de consulta popular, cuando: 
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1. Coaccione, induzca o amenace a sus subordinados para que voten o se abstengan 

de votar por una opción dentro de la consulta popular; 

2. Condicione la prestación de un servicio público, el cumplimiento de programas 

gubernamentales, el otorgamiento de concesiones, permisos, licencias, 

autorizaciones, franquicias, exenciones o la realización de obras públicas, en el 

ámbito de su competencia, a la emisión del sufragio a favor de una opción dentro 

de la consulta popular. 

 

3.4 DELITOS COMETIDOS POR FUNCIONARIOS ELECTORALES 

 

Pueden cometer un delito electoral cuando: 

1. Altere en cualquier forma, sustituya, destruya, comercialice o haga un uso ilícito de 

documentos relativos al Registro Federal de Electores, Padrón Electoral o Lista de 

Electores; 

2. Se abstenga de cumplir, sin causa justificada, con las obligaciones propias de su 

cargo, en perjuicio del proceso electoral; 

3. Obstruya el desarrollo normal de la votación sin mediar causa justificada; 

4. Altere los resultados electorales, sustraiga o destruya boletas, documentos o 

materiales electorales; 

5. No entregue o impida la entrega oportuna de documentos o materiales 

electorales, sin mediar causa justificada; 

6. Induzca o ejerza presión, en ejercicio de sus funciones, sobre los electores para 

votar o abstenerse de votar por un partido político, coalición o candidato; 

7. Instale, abra o cierre una casilla fuera de los tiempos y formas previstos por la ley 

de la materia, la instale en lugar distinto al legalmente señalado, o impida su 

instalación; 
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8. Expulse u ordene, sin causa prevista por la ley, el retiro de la casilla electoral de 

representantes de un partido político o de candidato independiente u 

observadores electorales legalmente acreditados o impida el ejercicio de los 

derechos que la ley les concede; 

9. Permita que un ciudadano emita su voto a sabiendas de que no cumple con los 

requisitos de ley o que se introduzcan en las urnas ilícitamente una o más boletas 

electorales; 

10. Divulgue, de manera pública y dolosa, noticias falsas en torno al desarrollo de la 

jornada electoral o respecto de sus resultados, o 

11. Realice funciones electorales que legalmente no le hayan sido encomendadas. 

 

3.5 DELITOS COMETIDOS POR FUNCIONARIO PARTIDISTA 

 

Pueden cometer un delito electoral cuando: 

1. Ejerza presión o induzca a los electores a votar o abstenerse de votar por un 

candidato, partido político o coalición, el día de la elección o en alguno de los tres 

días anteriores a la misma; 

2. Realice o distribuya propaganda electoral durante la jornada electoral; 

3. Sustraiga, destruya, altere o haga uso indebido de documentos o materiales 

electorales; 

4. Obstaculice el desarrollo normal de la votación o de los actos posteriores a la 

misma sin mediar causa justificada, o con ese fin ejerza violencia sobre los 

funcionarios electorales; 

5. Divulgue, de manera pública y dolosa, noticias falsas en torno al desarrollo de la 

jornada electoral o respecto de sus resultados; 
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6. Impida la instalación, apertura o clausura de una casilla, así como el escrutinio y 

cómputo, el traslado y entrega de los paquetes y documentación electoral, o el 

adecuado ejercicio de las tareas de los funcionarios electorales; 

7. Se abstenga de rendir cuentas o de realizar la comprobación o justificación de los 

gastos ordinarios o gastos de eventos proselitistas de campaña de algún partido 

político, coalición, agrupación política nacional o candidato, una vez que hubiese 

sido legalmente requerido dentro del ámbito de sus facultades; 

8. Durante la etapa de preparación de la elección o en la jornada electoral, solicite 

votos por paga, promesa de dinero, recompensa o cualquier otra 

contraprestación; 

9. Oculte, altere o niegue la información que le sea legalmente requerida por la 

autoridad electoral competente, o 

10. Utilice facturas o documentos comprobatorios de gasto de partido político o 

candidato, alterando el costo real de los bienes o servicios prestados. 

 

3.6 PENAS PREVISTAS POR COMISIÓN DE DELITOS ELECTORALES 

 

I.  Vote a sabiendas de que no cumple con los requisitos de la ley; 

 

II.  Vote más de una vez en una misma elección; 

 

III.  Haga proselitismo o presione objetivamente a los electores el día de la jornada 

electoral en el interior de las casillas o en el lugar en que se encuentren formados los 

votantes, con el fin de orientar el sentido de su voto; 
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IV.  Obstaculice o interfiera dolosamente el desarrollo normal de las votaciones, el 

escrutinio y cómputo, el traslado y entrega de los paquetes y documentación electoral, o 

el adecuado ejercicio de las tareas de los funcionarios electorales; 

 

V.  Recoja en cualquier tiempo, sin causa prevista por la ley, credenciales para votar 

de los ciudadanos; 

 

VI.  Solicite votos por paga, dádiva, promesa de dinero u otra recompensa durante las 

campañas electorales o la jornada electoral; 

 

VII.  El día de la jornada electoral viole, de cualquier manera, el derecho del ciudadano 

a emitir su voto en secreto; 

 

VIII.  Vote o pretenda votar con una credencial para votar de la que no sea titular; 

 

IX.  El día de la jornada electoral lleve a cabo el transporte de votantes, coartando o 

pretendiendo coartar su libertad para la emisión del voto; 

 

X.  Introduzca en o sustraiga de las urnas ilícitamente una o más boletas electorales, o 

se apodere, destruya o altere boletas, documentos o materiales electorales, o impida de 

cualquier forma su traslado o entrega a los órganos competentes; 

 

XI.  Obtenga o solicite declaración firmada del elector acerca de su intención o el 

sentido de su voto, o bien que, mediante amenaza o promesa de paga o dádiva, 

comprometa su voto en favor de un determinado partido político o candidato; 
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XII.  Impida en forma violenta la instalación de una casilla, o asuma dolosamente 

cualquier conducta que tenga como finalidad impedir la instalación normal de la casilla; o 

 

XIII.  Durante los ocho días previos a la elección y hasta la hora oficial del cierre de las 

casillas que se encuentren en las zonas de husos horarios más occidentales del territorio 

nacional, publique o difunda por cualquier medio los resultados de encuestas o sondeos 

de opinión que den a conocer las preferencias de los ciudadanos. 

 

Artículo 404.- Se impondrán hasta 500 días multa a los ministros de cultos religiosos que, 

en el desarrollo de actos públicos propios de su ministerio, induzcan expresamente al 

electorado a votar en favor o en contra de un candidato o partido político, o a la 

abstención del ejercicio del derecho al voto. 

 

Artículo 405.- Se impondrá de cincuenta a doscientos días multa y prisión de dos a seis 

años, al funcionario electoral que 

 

I.-  Altere en cualquier forma, sustituya, destruya o haga un uso indebido de 

documentos relativos al Registro Federal de Electores; 

 

II.  Se abstenga de cumplir, sin causa justificada, con las obligaciones propias de su 

cargo, en perjuicio del proceso electoral; 

 

III.-  Obstruya el desarrollo normal de la votación sin mediar causa justificada; 
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IV.  Altere los resultados electorales, sustraiga o destruya boletas, documentos o 

materiales electorales; 

 

V.  No entregue o impida la entrega oportuna de documentos o materiales 

electorales, sin mediar causa justificada; 

 

VI.  En ejercicio de sus funciones ejerza presión sobre los electores y los induzca 

objetivamente a votar por un candidato o partido determinado, en el interior de la casilla 

o en el lugar donde los propios electores se encuentren formados; 

 

VII.-  Al que instale, abra o cierre dolosamente una casilla fuera de los tiempos y formas 

previstos por la ley de la materia, la instale en lugar distinto al legalmente señalado, o 

impida su instalación; 

 

VIII.  Sin causa prevista por la ley expulse u ordene el retiro de la casilla electoral de 

representantes de un partido político o coarte los derechos que la ley les concede; 

 

IX.-  Se deroga. 

 

X.  Permita o tolere que un ciudadano emita su voto a sabiendas de que no cumple 

con los requisitos de ley o que se introduzcan en las urnas ilícitamente una o más boletas 

electorales; o 

 

XI.  Propale, de manera pública y dolosa, noticias falsas en torno al desarrollo de la 

jornada electoral o respecto de sus resultados. 
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Artículo 406.- Se impondrán de cien a doscientos días multa y prisión de uno a seis años, 

al funcionario partidista o al candidato que: 

 

I.  Ejerza presión sobre los electores y los induzca a la abstención o a votar por un 

candidato o partido determinado en el interior de la casilla o en el lugar donde los 

propios electores se encuentren formados; 

 

II.-  Realice propaganda electoral mientras cumple sus funciones durante la jornada 

electoral; 

 

III.  Sustraiga, destruya, altere o haga uso indebido de documentos o materiales 

electorales; 

 

 

IV.  Obstaculice el desarrollo normal de la votación o de los actos posteriores a la 

misma sin mediar causa justificada, o con ese fin amenace o ejerza violencia física sobre 

los funcionarios electorales; 

 

V.  Propale, de manera pública y dolosa, noticias falsas en torno al desarrollo de la 

jornada electoral o respecto de sus resultados; 

 

VI.  Impida con violencia la instalación, apertura o cierre de una casilla; o 
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VII.  Obtenga y utilice a sabiendas y en su calidad de candidato, fondos provenientes de 

actividades ilícitas para su campaña electoral. 

 

Artículo 407.- Se impondrán de doscientos a cuatrocientos días multa y prisión de uno a 

nueve años, al servidor público que: 

 

I.  Obligue a sus subordinados, de manera expresa y haciendo uso de su autoridad o 

jerarquía, a emitir sus votos en favor de un partido político o candidato; 

 

II.  Condicione la prestación de un servicio público, el cumplimiento de programas o 

la realización de obras públicas, en el ámbito de su competencia, a la emisión del sufragio 

en favor de un partido político o candidato; 

 

III.  Destine, de manera ilegal, fondos, bienes o servicios que tenga a su disposición en 

virtud de su cargo tales como vehículos, inmuebles y equipos, al apoyo de un partido 

político o de un candidato, sin perjuicio de las penas que pueda corresponder por el 

delito de peculado; o 

 

IV.  Proporcione apoyo o preste algún servicio a los partidos políticos o a sus 

candidatos, a través de sus subordinados, usando del tiempo correspondiente a sus 

labores, de manera ilegal. 

 

Artículo 408.- Se impondrá sanción de suspensión de sus derechos políticos hasta por seis 

años a quienes, habiendo sido electos diputados o senadores no se presenten, sin causa 

justificada a juicio de la Cámara respectiva, a desempeñar el cargo dentro del plazo 

señalado en el primer párrafo del artículo 63 de la Constitución. 
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Artículo 409.- Se impondrán de veinte a cien días multa y prisión de tres meses a cinco 

años, a quien: 

 

I.-  Proporcione documentos o información falsa al Registro Nacional de Ciudadanos 

para obtener el documento que acredite la ciudadanía; y 

II.-  Altere en cualquier forma, sustituya, destruya o haga un uso indebido del 

documento que acredita la ciudadanía, que en los términos de la ley de la materia, expida 

el Registro Nacional de Ciudadanos. 

 

 

 

Artículo 410.- La pena a que se refiere el artículo anterior se podrá incrementar en una 

cuarta parte si las conductas son cometidas por personal del órgano que tenga a su cargo 

el servicio del Registro Nacional de Ciudadanos conforme a la ley de la materia, o si fuere 

de nacionalidad extranjera. 

 

Artículo 411.- Se impondrá de setenta a doscientos días multa y prisión de tres a siete 

años, a quien por cualquier medio altere o participe en la alteración del Registro Federal 

de Electores, de los listados nominales o en la expedición ilícita de credenciales para 

Votar. 

 

Artículo 412.- Se impondrá prisión de dos a nueve años, al funcionario partidista o a los 

organizadores de actos de campaña que, a sabiendas aproveche ilícitamente fondos, 

bienes o servicios en los términos de la fracción III del artículo 407 de este Código. En la 

comisión de este delito no habrá el beneficio de la libertad provisional. 
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Artículo 413.- Los responsables de los delitos contenidos en el presente capítulo por 

haber acordado o preparado su realización en los términos de la fracción I del artículo 13 

de este Código no podrán gozar del beneficio de la libertad provisional. 

 

3.7 DELITOS FISCALES 

 

Los delitos fiscales, dentro del Derecho Penal, se clasifican como delitos especiales, que 

son aquellos que no se encuentran regulados en el Código Penal Federal (o en algún otro 

código penal local) sino en una Ley Especial o un Tratado Internacional (artículo 6 del 

Código Penal Federal). Lo que se traduce en que a pesar de su naturaleza, estos son 

investigados por el Ministerio Público y sancionados por la el Juez Penal, como todos los 

delitos; dejando a la autoridad fiscal únicamente como víctima u ofendido en los 

procedimientos penales respectivos (artículo 92 del Código Fiscal de la Federación), 

siendo indispensable que esta solicite la persecución del delito a través de 

la querella correspondiente. 

Aunque la amplitud de la materia Fiscal pueda incluir ordenamientos diversos como todos 

los que rigen todos los impuestos que existen, así como la prevención del uso de 

recursos de procedencia ilícita, por lo que todos los delitos señalados en estas normas 

podrían considerarse fiscales, dentro de este artículo solo nos referiremos como Delitos 

Fiscales a aquellos a los que expresamente se refiere el Código Fiscal de la Federación. 

Es pertinente hacer la aclaración de que los castigos por desobedecer la Ley Fiscal se 

dividen en dos categorías las primeras son las infracciones, que son aquellas que por su 

gravedad únicamente se castigan con multas u otras sanciones económicas y 

los delitos que se castigan con prisión 

 

 

 3.8 CONTRABANDO 

https://www.conceptosjuridicos.com/mx/delito/
https://www.conceptosjuridicos.com/mx/codigo-penal/
https://www.conceptosjuridicos.com/mx/codigo-penal-articulo-6/
https://www.conceptosjuridicos.com/mx/codigo-penal-articulo-6/
https://www.conceptosjuridicos.com/mx/querella/
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De conformidad con el Código Fiscal de la Federación:  

 

Artículo 102.- Comete el delito de contrabando quien introduzca al país o extraiga de él 

mercancías: 

 I. Omitiendo el pago total o parcial de las contribuciones o cuotas compensatorias que 

deban cubrirse. 

 II. Sin permiso de autoridad competente, cuando sea necesario este requisito. 

 III. De importación o exportación prohibida. También comete delito de contrabando 

quien interne mercancías extranjeras procedentes de una franja o región fronteriza al 

resto del país en cualquiera de los casos anteriores, así como quien las extraiga de los 

recintos fiscales o fiscalizados sin que le hayan sido entregados legalmente por las 

autoridades o por las personas autorizadas para ello. 

No se formulará la declaratoria a que se refiere el artículo 92, fracción II, si el monto de la 

omisión no excede de $195,210.00 o del diez por ciento de los impuestos causados, el 

que resulte mayor. Tampoco se formulará la citada declaratoria si el monto de la omisión 

no excede del cincuenta y cinco por ciento de los impuestos que deban cubrirse cuando 

la misma se deba a inexacta clasificación arancelaria por diferencia de criterio en la 

interpretación de las tarifas contenidas en las leyes de los impuestos generales de 

importación o exportación, siempre que la descripción, naturaleza y demás características 

necesarias para la clasificación de las mercancías hayan sido correctamente manifestadas a 

la autoridad. Lo dispuesto en este párrafo no será aplicable cuando la contribución 

omitida es el impuesto especial sobre producción y servicios aplicable a los bienes a que 

se refiere el artículo 2, fracción I, inciso D) de la Ley del Impuesto Especial sobre 

Producción y Servicios. 

 

 

3.9 PRESUNCIÓN DEL DELITO DE CONTRABANDO 
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De conformidad con el Código Fiscal de la Federación:  

Artículo 103.- Se presume cometido el delito de contrabando cuando:  

I. Se descubran mercancías extranjeras sin la documentación aduanera que acredite que 

las mercancías se sometieron a los trámites previstos en la Ley Aduanera para su 

introducción al territorio nacional o para su internación de la franja o región fronteriza al 

resto del país.  

II. Se encuentren vehículos extranjeros fuera de una zona de veinte kilómetros en 

cualquier dirección contados en línea recta a partir de los límites extremos de la zona 

urbana de las poblaciones fronterizas, sin la documentación a que se refiere la fracción 

anterior.  

III. No se justifiquen los faltantes o sobrantes de mercancías que resulten al efectuarse la 

descarga de los medios de transporte, respecto de las consignaciones en los manifiestos o 

guías de carga.  

IV. Se descarguen subrepticiamente mercancías extranjeras de los medios de transporte, 

aun cuando sean de rancho, abastecimiento o uso económico.  

V. Se encuentren mercancías extranjeras en tráfico de altura a bordo de embarcaciones 

en aguas territoriales sin estar documentadas.  

VI. Se descubran mercancías extranjeras a bordo de una embarcación en tráfico mixto, sin 

documentación alguna. 

VII. Se encuentren mercancías extranjeras en una embarcación destinada exclusivamente 

al tráfico de cabotaje, que no llegue a su destino o que haya tocado puerto extranjero 

antes de su arribo.  

VIII. No se justifique el faltante de mercancías nacionales embarcadas para tráfico de 

cabotaje.  

IX. Una aeronave con mercancías extranjeras aterrice en lugar no autorizado para el 

tráfico internacional. 
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 X. Las mercancías extranjeras se introduzcan a territorio nacional por lugar no 

autorizado para la entrada a territorio nacional o la salida del mismo.  

XI. Las mercancías extranjeras sujetas a tránsito internacional se desvíen de las rutas 

fiscales o sean transportadas en medios distintos a los autorizados tratándose de transito 

interno o no arriben a la aduana de destino o de salida treinta días después del plazo 

máximo establecido para ello. XII. Se pretenda realizar la exportación, el retorno de 

mercancías, el desistimiento de régimen o la conclusión de las operaciones de tránsito, en 

el caso de que se presente el pedimento sin las mercancías correspondientes en la aduana 

de salida, siempre que la consumación de tales conductas hubiere causado un perjuicio al 

Fisco Federal. XIII. Las mercancías de comercio exterior destinadas al régimen aduanero 

de depósito fiscal no arriben al almacén general de depósito 

que hubiera expedido la carta de cupo para almacenar dicha mercancía o a los locales 

autorizados.  

XIV. Los pilotos omitan presentar las aeronaves en el lugar designado por las autoridades 

aduaneras para recibir la visita de inspección de la autoridad aduanera, o las personas que 

presten los servicios de mantenimiento y custodia de aeronaves que realicen el transporte 

internacional no regular omitan requerir la documentación que compruebe que la 

aeronave recibió la visita de inspección o no la conserven por el plazo de cinco años. XV. 

Se realicen importaciones temporales de conformidad con el artículo 108 de la Ley 

Aduanera sin contar con programas de maquila o de exportación autorizados por la 

Secretaría de Economía, de mercancías que no se encuentren amparadas en los 

programas autorizados; se importen como insumos mercancías que por sus características 

de producto terminado ya no sean susceptibles de ser sometidas a procesos de 

elaboración, transformación o reparación siempre que la consumación de tales conductas 

hubiere causado un perjuicio al Fisco Federal; se continúe importando temporalmente la 

mercancía prevista en un programa de maquila o de exportación cuando este ya no se 

encuentra vigente o cuando se continúe importando temporalmente la mercancía prevista 

en un programa de maquila o de exportación de una empresa que haya cambiado de 

denominación o razón social, se haya fusionado o escindido y se haya omitido presentar 

los avisos correspondientes en el registro federal de contribuyentes y en la Secretaría de 

Economía.  
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XVI. Se reciba mercancía importada temporalmente de maquiladoras o empresas con 

programas de exportación autorizados por la Secretaría de Economía por empresas que 

no cuenten con dichos programas o teniéndolos la mercancía no se encuentre amparada 

en dichos programas o se transfiera mercancía importada temporalmente respecto de la 

cual ya hubiere vencido su plazo de importación temporal. 

 

 XVII. No se acredite durante el plazo a que se refiere el artículo 108, fracción I de la Ley 

Aduanera que las mercancías importadas temporalmente por maquiladoras o empresas 

con programas de exportación autorizados por la Secretaría de Economía, fueron 

retornadas al extranjero, fueron transferidas se destinaron a otro régimen aduanero o 

que se encuentran en el domicilio en el cual se llevará a cabo el proceso para su 

elaboración, transformación o reparación manifestado en su programa.  

XVIII. Se omita realizar el retorno de la mercancía importada temporalmente al amparo 

del artículo 106 de la Ley Aduanera.  

 

XIX. Declare en el pedimento como valor de la mercancía un monto inferior en un 70 

por ciento o más al valor de transacción de mercancías que hubiere sido rechazado y 

determinado conforme a los artículos 72, 73 y 78-A de la Ley Aduanera, salvo que se haya 

otorgado la garantía a que se refiere el artículo 86-A, fracción I de la Ley citada, en su 

caso. No se presumirá que existe delito de contrabando, si el valor de la mercancía 

declarada en el pedimento, proviene de la información contenida en los documentos 

suministrados por el contribuyente; siempre y cuando el agente o apoderado aduanal 

hubiesen cumplido estrictamente con todas las obligaciones que les imponen las normas 

en materia aduanera y de comercio exterior.  

 

XX. Declare inexactamente la descripción o clasificación arancelaria de las mercancías, 

cuando con ello se omita el pago de contribuciones y cuotas compensatorias, salvo 

cuando el agente o agencia aduanal hubiesen cumplido estrictamente con todas las 
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obligaciones que les imponen las normas en materia aduanera y de comercio exterior. 

Dicha salvedad no será procedente cuando la contribución omitida sea el impuesto 

especial sobre producción y servicios aplicable a los bienes a que se refiere el artículo 2o., 

fracción I, inciso D) de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios y esa 

omisión del referido impuesto derive de la inobservancia de lo dispuesto en los artículos 

54 y 162 de la Ley Aduanera. 

 

 

XXI. Se omita retornar, transferir o cambiar de régimen aduanero, las mercancías 

importadas temporalmente en términos del artículo 108, fracción III, de la Ley Aduanera.  

XXII. Se trasladen bienes o mercancías por cualquier medio de transporte en territorio 

nacional, sin el comprobante fiscal digital por Internet de tipo ingreso o de tipo traslado, 

según corresponda, al que se le incorpore el Complemento Carta Porte. 

XXIII. Se trasladen hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, por cualquier medio de 

transporte en territorio nacional, sin el comprobante fiscal digital por Internet de tipo 

ingreso o de tipo traslado, según corresponda, al que se le incorpore el Complemento 

Carta Porte así como con los complementos del comprobante fiscal digital por Internet 

de esos bienes.  

Para los efectos de las fracciones XV y XVI de este artículo, no será responsable el agente 

o apoderado aduanal, si la comisión del delito se originó por la omisión del importador de 

presentar al agente o apoderado aduanal la constancia de que cumplió con la obligación 

de presentar al Registro Federal de Contribuyentes los avisos correspondientes a una 

fusión, escisión o cambio de denominación social que hubiera realizado, así como cuando 

la comisión del delito se origine respecto de mercancías cuyo plazo de importación 

temporal hubiera vencido.  

No se formulará declaratoria de perjuicio, a que se refiere la fracción II del artículo 92 de 

este Código, si quien encontrándose en los supuestos previstos en las fracciones XI, XII, 

XIII, XV, XVII y XVIII de este artículo, cumple con sus obligaciones fiscales y de comercio 

exterior y, en su caso, entera espontáneamente, con sus recargos y actualización, el 
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monto de la contribución o cuotas compensatorias omitidas o del beneficio indebido 

antes de que la autoridad fiscal descubra la omisión o el perjuicio, o medie requerimiento, 

orden de visita o cualquier otra gestión notificada por la misma, tendiente a la 

comprobación del cumplimiento de las disposiciones fiscales y del comercio exterior.  

 

 

Artículo 104.- El delito de contrabando se sancionará con pena de prisión:  

I. De tres meses a cinco años, si el monto de las contribuciones o de las cuotas 

compensatorias omitidas, es de hasta $1,385,610.00, respectivamente o, en su caso, la 

suma de ambas es de hasta de $2,078,400.00. 

 II. De tres a nueve años, si el monto de las contribuciones o de las cuotas 

compensatorias omitidas, excede de $1,385,610.00, respectivamente o, en su caso, la 

suma de ambas excede de $2,078,400.00. 

III. De tres a nueve años, cuando se trate de mercancías cuyo tráfico haya sido prohibido 

por el Ejecutivo Federal en uso de las facultades señaladas en el segundo párrafo del 

artículo 131 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En los demás 

casos de mercancías de tráfico prohibido, la sanción será de tres a nueve años de prisión.  

IV. De tres a seis años, cuando no sea posible determinar el monto de las contribuciones 

o cuotas compensatorias omitidas con motivo del contrabando o se trate de mercancías 

que requiriendo de permiso de autoridad competente no cuenten con él o cuando se 

trate de los supuestos previstos en los artículos 103, fracciones IX, XIV, XIX, XX, XXII y 

XXIII y 105, fracciones V, XII, XIII, XV, XVI y XVII de este Código. 

 

3.10 DEFRAUDACIÓN FISCAL 

 

Artículo 108.- Comete el delito de defraudación fiscal quien, con uso de engaños o 

aprovechamiento de errores, omita total o parcialmente el pago de alguna contribución u 
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obtenga un beneficio indebido con perjuicio del fisco federal. La omisión total o parcial de 

alguna contribución a que se refiere el párrafo anterior comprende, indistintamente, los 

pagos provisionales o definitivos o el impuesto del ejercicio en los términos de las 

disposiciones fiscales. El delito de defraudación fiscal y el delito previsto en el artículo 400 

Bis del Código Penal Federal, se podrán perseguir simultáneamente.  

Se presume cometido el delito de defraudación fiscal cuando existan ingresos o recursos 

que provengan de operaciones con recursos de procedencia ilícita. El delito de 

defraudación fiscal se sancionará con las penas siguientes: 

I. Con prisión de tres meses a dos años, cuando el monto de lo defraudado no exceda de 

$1,932,330.00. 

II. Con prisión de dos años a cinco años cuando el monto de lo defraudado exceda de 

$1,932,330.00 pero no de $2,898,490.00. 

III. Con prisión de tres años a nueve años cuando el monto de lo defraudado fuere mayor 

de $2,898,490.00. 

Cuando no se pueda determinar la cuantía de lo que se defraudó, la pena será de tres 

meses a seis años de prisión. Si el monto de lo defraudado es restituido de manera 

inmediata en una sola exhibición, la pena aplicable podrá atenuarse hasta en un cincuenta 

por ciento. El delito de defraudación fiscal y los previstos en el artículo 109 de este 

Código, serán calificados cuando se originen por:  

a).- Usar documentos falsos.  

b).- Omitir reiteradamente la expedición de comprobantes por las actividades que se 

realicen, siempre que las disposiciones fiscales establezcan la obligación de expedirlos. Se 

entiende que existe una conducta reiterada cuando durante un período de cinco años el 

contribuyente haya sido sancionado por esa conducta la segunda o posteriores veces.  

c).- Manifestar datos falsos para obtener de la autoridad fiscal la devolución de 

contribuciones que no le correspondan.  

d).- No llevar los sistemas o registros contables a que se esté obligado conforme a las 

disposiciones fiscales o asentar datos falsos en dichos sistemas o registros.  
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e) Omitir contribuciones retenidas, recaudadas o trasladadas.  

f) Manifestar datos falsos para realizar la compensación de contribuciones que no le 

correspondan.  

g) Utilizar datos falsos para acreditar o disminuir contribuciones.  

h) Declarar pérdidas fiscales inexistentes.  

i) Utilizar esquemas simulados de prestación de servicios especializados o la ejecución de 

obras especializadas, descritas en el artículo 15-D, penúltimo párrafo, de este Código, o 

realizar la subcontratación de personal a que se refiere el primer y segundo párrafos de 

dicho artículo.  

j) Simular una prestación de servicios profesionales independientes a que se refiere el 

Título IV, Capítulo II, Sección IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta, respecto de sus 

trabajadores. 

k) Deducir, acreditar, aplicar cualquier estímulo o beneficio fiscal o de cualquier forma 

obtener un beneficio tributario, respecto de erogaciones que se efectúen en violación de 

la legislación anticorrupción, entre ellos las erogaciones consistentes en dar, por sí o por 

interpósita persona, dinero, bienes o servicios, a servidores públicos o terceros, 

nacionales o extranjeros, en contravención a las disposiciones legales. 

 

3.11 DELITOS EN MATERIA DE DERECHOS DE AUTOR 

 

De conformidad con el Código Penal Federal: 

 

Artículo 424.- Se impondrá prisión de seis meses a seis años y de trescientos a tres mil 

días multa: 
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I.  Al que especule en cualquier forma con los libros de texto gratuitos que distribuye 

la Secretaría de Educación Pública; 

 

II.  Al editor, productor o grabador que a sabiendas produzca más números de 

ejemplares de una obra protegida por la Ley Federal del Derecho de Autor, que los 

autorizados por el titular de los derechos; 

 

III.  A quien use en forma dolosa, con fin de lucro y sin la autorización 

correspondiente obras protegidas por la Ley Federal del Derecho de Autor. 

IV.     Derogada.  

 

 

3.12 Uso en forma dolosa, con fines de lucro y sin la autorización de obras protegidas. 

 

De conformidad con el Código Penal Federal: 

Artículo 424 bis.- Se impondrá prisión de tres a diez años y de dos mil a veinte mil días 

multa: 

 

I.  A quien produzca, reproduzca, introduzca al país, almacene, transporte, distribuya, 

venda o arriende copias de obras, fonogramas, videogramas o libros, protegidos por la 

Ley Federal del Derecho de Autor, en forma dolosa, con fin de especulación comercial y 

sin la autorización que en los términos de la citada Ley deba otorgar el titular de los 

derechos de autor o de los derechos conexos. 
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Igual pena se impondrá a quienes, a sabiendas, aporten o provean de cualquier forma, 

materias primas o insumos destinados a la producción o reproducción de obras, 

fonogramas, videogramas o libros a que se refiere el párrafo anterior; 

 

II. A quien fabrique con fin de lucro un dispositivo o sistema cuya finalidad sea 

desactivar los dispositivos electrónicos de protección de un programa de computación, o 

III. A quien grabe, transmita o realice una copia total o parcial de una obra 

cinematográfica protegida, exhibida en una sala de cine o lugares que hagan sus 

veces, sin la autorización del titular del derecho de autor o derechos conexos. 

 

 

Artículo 424 ter. - Se impondrá prisión de seis meses a seis años y de cinco mil a treinta 

mil días multa, a quien venda a cualquier consumidor final en vías o en lugares públicos, en 

forma dolosa, con fines de especulación comercial, copias de obras, fonogramas, 

videogramas o libros, a que se refiere la fracción I del artículo anterior. 

Si la venta se realiza en establecimientos comerciales, o de manera organizada o 

permanente, se estará a lo dispuesto en el artículo 424 Bis de este Código. 

Artículo 425.- Se impondrá prisión de seis meses a dos años o de trescientos a tres mil 

días multa, al que a sabiendas y sin derecho explote con fines de lucro una interpretación 

o una ejecución. 

 

Artículo 426.- Se impondrá prisión de seis meses a cuatro años y de trescientos a tres mil 

días multa, en los casos siguientes: 

 

I. A quien fabrique, modifique, importe, distribuya, venda o arriende un dispositivo o 

sistema para descifrar una señal de satélite cifrada, portadora de programas, sin 

autorización del distribuidor legítimo de dicha señal; 
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II. A quien realice con fines de lucro cualquier acto con la finalidad de descifrar una 

señal de satélite cifrada, portadora de programas, sin autorización del distribuidor legítimo 

de dicha señal; 

 

III. A quien fabrique o distribuya equipo destinado a la recepción de una señal de cable 

encriptada portadora de programas, sin autorización del distribuidor legítimo de dicha 

señal, o 

 

IV. A quien reciba o asista a otro a recibir una señal de cable encriptada portadora de 

programas sin la autorización del distribuidor legítimo de dicha señal. 

 

Artículo 427.- Se impondrá prisión de seis meses a seis años y de trescientos a tres mil 

días multa, a quien publique a sabiendas una obra substituyendo el nombre del autor por 

otro nombre. 

 

Artículo 427 Bis.- A quien, a sabiendas y con fines de lucro eluda sin autorización 

cualquier medida tecnológica de protección efectiva que utilicen los productores de 

fonogramas, artistas, intérpretes o ejecutantes, así como autores de cualquier obra 

protegida por derechos de autor o derechos conexos, será sancionado con una pena de 

prisión de seis meses a seis años y de quinientos a mil días multa. 

 

 

3.13 Producción, reproducción, transporte y comercialización de obras protegidas.  

 

De conformidad con el Código Penal Federal: 
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Artículo 427 Ter.- A quien, con fines de lucro, fabrique, importe, distribuya, rente o de 

cualquier manera comercialice dispositivos, productos o componentes destinados a eludir 

una medida tecnológica de protección efectiva que utilicen los productores de 

fonogramas, artistas, intérpretes o ejecutantes, así como los autores de cualquier obra 

protegida por el derecho de autor o derecho conexo, se le impondrá de seis meses a seis 

años de prisión y de quinientos a mil días multa. 

 

Artículo 427 Quáter.- A quien, con fines de lucro, brinde u ofrezca servicios al público 

destinados principalmente a eludir una medida tecnológica de protección efectiva que 

utilicen los productores de fonogramas, artistas, intérpretes o ejecutantes, así como los 

autores de cualquier obra protegida por derecho de autor o derecho conexo, se le 

impondrá de seis meses a seis años de prisión y de quinientos a mil días multa. 

 

Artículo 427 Quinquies.- A quien, a sabiendas, sin autorización y con fines de lucro, 

suprima o altere, por sí o por medio de otro, cualquier información sobre gestión de 

derechos, se le impondrá de seis meses a seis años de prisión y de quinientos a mil días 

multa. 

 

La misma pena será impuesta a quien con fines de lucro: 

 

I. Distribuya o importe para su distribución información sobre gestión de derechos, 

a sabiendas de que ésta ha sido suprimida o alterada sin autorización, o 

 

II.  Distribuya, importe para su distribución, transmita, comunique o ponga a 

disposición del público copias de las obras, interpretaciones, ejecuciones o fonogramas, a 
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sabiendas de que la información sobre gestión de derechos ha sido suprimida o alterada 

sin autorización. 

 

Artículo 428.- Las sanciones pecuniarias previstas en el presente título se aplicarán sin 

perjuicio de la reparación del daño, cuyo monto no podrá ser menor al cuarenta por 

ciento del precio de venta al público de cada producto o de la prestación de servicios que 

impliquen violación a alguno o algunos de los derechos tutelados por la Ley Federal del 

Derecho de Autor. 

 

Artículo 429. Los delitos previstos en este Título se perseguirán de oficio, excepto lo 

previsto en los artículos 424, fracción II, 424 Bis, fracción III y 427. 

 

3.14 PROPIEDAD INDUSTRIAL    

Según explicita el Diccionario Panhispánico del Español Jurídico, la propiedad industrial 

es un conjunto de derechos que corresponden al autor de determinadas creaciones 

inmateriales que puedan tener una aplicación industrial y que se protegen como 

verdaderos derechos de propiedad.  

 

Los derechos de propiedad industrial son los siguientes: 

 Los signos distintivos que corresponden con marcas o nombres comerciales. 

 Las patentes o invenciones. 

 Los diseños industriales, que se refiere al aspecto externo de un producto. 

 

En general, todos estos derechos de propiedad industrial poseen una duración máxima y 

solo tendrán validez en el territorio donde se concedan. 

https://www.conceptosjuridicos.com/mx/patente/
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Para que se produzca el derecho exclusivo de utilización de cualquiera de esos derechos 

de propiedad industrial, es necesario que se realice un registro. Este registro no es 

obligatorio, pero sí es muy recomendable para poder aprovechar las ventajas que ofrece 

la propiedad industrial (por ejemplo, para evitar que otras personas lo copien). 

 

3.15 DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD INDUSTRIAL  

 

De conformidad con la Ley Federal De Protección a la Propiedad Industrial    

 

Artículo 402.- Son delitos:  

I.- Falsificar una marca con fines de especulación comercial. Para efectos de esta Ley, se 

entenderá por falsificar, el usar una marca idéntica o de forma tal que no pueda 

distinguirse en sus aspectos esenciales a una previamente registrada o a una protegida por 

esta Ley, sin autorización de su legítimo titular o de su licenciatario, para representar 

falsamente a un producto o servicio como original o auténtico. Para acreditar la 

falsificación bastará que la marca sea usada en forma idéntica o de forma tal que no pueda 

distinguirse en sus aspectos esenciales a como aparezca representada en el título de 

registro o, en su caso, en la resolución que estime o declare su notoriedad o fama;  

II.- Producir, almacenar, transportar, introducir al país, distribuir o vender con fines de 

especulación comercial, objetos que ostenten falsificaciones de marcas, así como aportar 

o proveer de cualquier forma, a sabiendas, materias primas o insumos destinados a la 

producción de objetos que ostenten dichas falsificaciones;  

III.- Divulgar a un tercero un secreto industrial, que se conozca con motivo de su trabajo, 

puesto, cargo, desempeño de su profesión, relación de negocios o en virtud del 

otorgamiento de una licencia para su uso, sin consentimiento de la persona que ejerza su 

control legal o de su usuario autorizado, habiendo sido prevenido de su confidencialidad, 

con el propósito de obtener un beneficio económico para sí o para el tercero o con el fin 

de causar un perjuicio a la persona que guarde el secreto;  
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IV.- Apoderarse de un secreto industrial sin derecho y sin consentimiento de la persona 

que ejerza su control legal o de su usuario autorizado, para usarlo o revelarlo a un 

tercero, con el propósito de obtener un beneficio económico para sí o para el tercero o 

con el fin de causar un perjuicio a quien ejerce su control legal o a su usuario autorizado;  

V.- Usar la información contenida en un secreto industrial, que conozca por virtud de su 

trabajo, cargo o puesto, ejercicio de su profesión o relación de negocios, sin contar con el 

consentimiento de quien ejerce su control legal o de su usuario autorizado, o que le haya 

sido revelado por un tercero, que éste no contaba para ello con el consentimiento de la 

persona que ejerce su control legal o su usuario autorizado, con el propósito de obtener 

un beneficio económico o con el fin de causar un perjuicio a quien ejerce el control legal 

del secreto industrial o su usuario autorizado;  

VI.- Apropiarse, adquirir, usar o divulgar indebidamente un secreto industrial a través de 

cualquier medio, sin consentimiento de quien ejerce su control legal o de su usuario 

autorizado; con el propósito de causarle perjuicio u obtener un beneficio económico para 

sí o para un tercero;  

VII.- Producir, almacenar, transportar, distribuir o vender productos de origen nacional 

que ostenten una denominación de origen protegida que no cuenten con la certificación 

correspondiente en términos de la Norma Oficial Mexicana aplicable, con el propósito de 

obtener un beneficio económico para sí o para un tercero. Queda incluido en el supuesto 

anterior, el realizar cualquier acto de despacho aduanero relacionado con el producto, 

ante las autoridades competentes, para la introducción al país o salida del mismo. No 

existirá responsabilidad penal cuando la Norma Oficial Mexicana correspondiente no se 

encuentre vigente o el respectivo organismo de evaluación de la conformidad no se 

encuentre acreditado, en términos de la legislación aplicable;  

VIII.- Producir, almacenar, transportar, distribuir o vender productos de origen nacional 

que ostenten una indicación geográfica protegida que no cuenten con el certificado de 

cumplimiento a las reglas de uso respectivas, con el propósito de obtener un beneficio 

económico para sí o para un tercero. Queda incluido en el supuesto anterior, el realizar 

cualquier acto de despacho aduanero relacionado con el producto, ante las autoridades 

competentes, para la introducción al país o salida del mismo. No existirá responsabilidad 

penal cuando no se encuentre acreditado ante el Instituto el responsable de emitir el 
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certificado de cumplimiento a las reglas de uso respectivas, en términos de la legislación 

aplicable. Los delitos previstos en las fracciones I a VI de este artículo se perseguirán por 

querella de parte ofendida. Los delitos contemplados en las fracciones VII y VIII se 

perseguirán de oficio o por denuncia. 

UNIDAD IV 

Delitos en Materia de Vías de Comunicación y de Correspondencia y Delitos Contra el 

Medio Ambiente  

 

4.1 CONCEPTUALIZACIÓN Y TIPOS DE VÍAS DE COMUNICACIÓN 

 

El concepto de vías de comunicación se puede utilizar de dos maneras: haciendo mención 

a los caminos que permiten el desplazamiento de vehículos o refiriéndose al medio que 

permite hacer llegar un mensaje a otras personas. 

Asimismo, de conformidad con el Código Penal Federal:  

Artículo 165.- Se llaman caminos públicos las vías de tránsito habitualmente destinadas al 

uso público, sea quien fuere el propietario, y cualquiera que sea el medio de locomoción 

que se permita y las dimensiones que tuviere; excluyendo los tramos que se hallen dentro 

de los límites de las poblaciones 

 

4.2 ATAQUES A LAS VÍAS DE COMUNICACIÓN 

 

De conformidad con el Código Penal Federal: 

 

Artículo 166.- Al que quite, corte o destruya las ataderas que detengan una embarcación 

u otro vehículo, o quite el obstáculo que impida o modere su movimiento, se le aplicará 
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prisión de quince días a dos años si no resultare daño alguno; si se causare se aplicará 

además la sanción correspondiente por el delito que resulte. 

 

Artículo 166 Bis.- A las personas que por razón de su cargo o empleo en empresas de 

telecomunicaciones, ilícitamente proporcionen informes acerca de las personas que hagan 

uso de esos medios de comunicación, se les impondrá pena de tres meses a tres años de 

prisión y serán destituidos de su cargo. 

 

En el caso anterior, se aumentará la pena hasta en una mitad cuando el delito sea 

cometido por un servidor público en ejercicio de sus funciones. Asimismo, se le 

impondrán, además de las penas señaladas, la destitución del empleo y se le inhabilitará de 

uno a diez años para desempeñar cargo o comisión públicos. 

 

 

Artículo 167.- Se impondrán de uno a cinco años de prisión y de cien a diez mil días 

multa: 

I.-  Por el solo hecho de quitar o modificar sin la debida autorización: uno o más 

durmientes, rieles, clavos, tornillos, planchas y demás objetos similares que los sujeten, o 

un cambiavías de ferrocarril de uso público; 

 

II.-  Al que destruya o separe uno o más postes, aisladores, alambres, máquinas o 

aparatos, empleados en el servicio de telégrafos; cualquiera de los componentes de la red 

de telecomunicaciones, empleada en el servicio telefónico, de conmutación o de 

radiocomunicación, o cualquier componente de una instalación de producción de energía 

magnética o electromagnética o sus medios de transmisión; 
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III.-  Al que, para detener los vehículos en un camino público, o impedir el paso de una 

locomotora, o hacer descarrilar ésta o los vagones, quite o destruya los objetos que 

menciona la fracción I, ponga algún estorbo, o cualquier obstáculo adecuado; 

 

IV.-  Por el incendio de un vagón, o de cualquier otro vehículo destinado al transporte 

de carga y que no forme parte de un tren en que se halle alguna persona; 

 

V.-  Al que inundare en todo o en parte, un camino público o echare sobre él las aguas 

de modo que causen daño; 

 

VI.-  Al que dolosamente o con fines de lucro, interrumpa o interfiera las 

comunicaciones, alámbricas, inalámbricas o de fibra óptica, sean telegráficas, telefónicas o 

satelitales, por medio de las cuales se transfieran señales de audio, de video o de datos; 

 

VII.  Al que destruya en todo o en parte, o paralice por otro medio de los especificados 

en las fracciones anteriores, una máquina empleada en un camino de hierro, o una 

embarcación, o destruya o deteriore un puente, un dique, una calzada o camino, o una vía; 

VIII.  Al que con objeto de perjudicar o dificultar las comunicaciones, modifique o altere 

el mecanismo de un vehículo haciendo que pierda potencia, velocidad o seguridad, y 

 

IX.  Al que difunda o transmita información falsa que en cualquier forma perjudique o 

pueda perjudicar la seguridad de una aeronave, de un buque o de otro tipo de vehículo de 

servicio público federal. 

 

Artículo 168.- Al que, para la ejecución de los hechos de que hablan los artículos 

anteriores, se valga de explosivos, se le aplicará prisión de quince a veinte años. 
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Artículo 168 bis.- Se impondrán de seis meses a dos años de prisión y de trescientos a 

tres mil días multa, a quien sin derecho: 

 

I. Descifre o decodifique señales de telecomunicaciones distintas a las de satélite 

portadoras de programas; 

 

II. Transmita la propiedad, uso o goce de aparatos, instrumentos o información que 

permitan descifrar o decodificar señales de telecomunicaciones distintas a las de satélite 

portadoras de programas, o 

 

III. Reciba o distribuya una señal de satélite cifrada portadora de programas 

originalmente codificada, sin la autorización del distribuidor legal de la señal. 

 

Artículo 168 ter. Se sancionará con pena de doce a quince años de prisión, a quien 

fabrique, comercialice, adquiera, instale, porte, use u opere equipos que bloqueen, 

cancelen o anulen las señales de telefonía celular, de radiocomunicación o de transmisión 

de datos o imagen con excepción de lo establecido en el segundo párrafo del artículo 190 

Bis de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. 

 

Los equipos a que hace referencia el primer párrafo del artículo 190 Bis de la Ley Federal 

de Telecomunicaciones y Radiodifusión, serán asegurados en términos de lo que establece 

el Código Nacional de Procedimientos Penales y posteriormente deberán ser destruidos 

en su totalidad. 
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Si el delito al que se refiere el primer párrafo de este artículo, fuera cometido por 

servidores públicos, y sin autorización expresa escrita debidamente acreditada por su 

superior inmediato, se le impondrá la pena de quince a dieciocho años de prisión. 

 

Artículo 169.- Al que ponga en movimiento una locomotora, carro, camión o vehículo 

similar y lo abandone o, de cualquier otro modo, haga imposible el control de su 

velocidad y pueda causar daño, se le impondrá de uno a seis años de prisión. 

 

Artículo 170.- Al que, empleando explosivos o materias incendiarias, o por cualquier otro 

medio destruya total o parcialmente instalaciones o servicios de navegación aérea o 

marítima o de aeropuertos que presten servicios a la aviación civil, alguna plataforma fija, 

o una nave, aeronave, u otro vehículo de servicio público federal o local, o que 

proporcione servicios al público, si se encontraren ocupados por una o más personas, se 

le aplicarán de veinte a treinta años de prisión. 

 

 

 

Si en el vehículo, instalación o plataforma de que se trate no se hallare persona alguna se 

aplicará prisión de cinco a veinte años. 

 

Asimismo, se impondrán de tres a veinte años de prisión y de cien a cuatrocientos días 

multa, sin perjuicio de la pena que corresponda por otros delitos que cometa, al que, 

mediante violencia, amenazas o engaño, se apodere o ejerza el control de una plataforma 

fija, instalaciones o servicios de navegación aérea o marítima o de aeropuertos que 

presten servicios a la aviación civil; así como de una nave, aeronave, máquina o tren 

ferroviarios, autobuses o cualquier otro medio de transporte público colectivo, 

interestatal o internacional, o los haga desviar de su ruta o destino. 
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Cuando se cometiere por servidor público de alguna corporación policial, cualquiera de 

los delitos que contemplan este artículo y el 168, se le impondrán, además de las penas 

señaladas en estos artículos, la destitución del empleo y se le inhabilitará de uno a diez 

años para desempeñar cargo o comisión públicos. Si quien cometiere los delitos 

mencionados fuere miembro de las Fuerzas Armadas Mexicanas en situación de retiro, de 

reserva o en activo, se le impondrá además, la baja definitiva de la Fuerza Armada a que 

pertenezca y se le inhabilitará de uno a diez años para desempeñar cargo o comisión 

públicos. 

 

Para efectos de este artículo se entenderá por plataforma fija una isla artificial, instalación 

o estructura sujeta de manera permanente al fondo marino o a la plataforma continental 

con fines de exploración o explotación de recursos u otros fines de carácter económico. 

 

Artículo 171.- Se impondrán prisión hasta de seis meses, multa hasta de cien pesos y 

suspensión o pérdida del derecho a usar la licencia de manejador: 

 

I.-  (Se deroga) 

 

II.-  Al que en estado de ebriedad o bajo el influjo de drogas enervantes cometa alguna 

infracción a los reglamentos de tránsito y circulación al manejar vehículos de motor, 

independientemente de la sanción que le corresponda si causa daño a las personas o las 

cosas. 

 

Artículo 172.- Cuando se cause algún daño por medio de cualquier vehículo, motor o 

maquinaria, además de aplicar las sanciones por el delito que resulte, se inhabilitará al 
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delincuente para manejar aquellos aparatos, por un tiempo que no baje de un mes ni 

exceda de un año. En caso de reincidencia, la inhabilitación será definitiva. 

  

4.3 USO ILÍCITO DE INSTALACIONES DESTINADAS AL TRÁNSITO 

AÉREO 

 

De conformidad con el Código Penal Federal: 

Artículo 172 Bis.- Al que para la realización de actividades delictivas utilice o permita el 

uso de aeródromos, aeropuertos, helipuertos, pistas de aterrizaje o cualquiera otra 

instalación destinada al tránsito aéreo que sean de su propiedad o estén a su cargo y 

cuidado, se le impondrá prisión de dos o seis años y de cien a trescientos días multa y 

decomiso de los instrumentos, objetos o producto del delito, cualquiera que sea su 

naturaleza. Si dichas instalaciones son clandestinas, la pena se aumentará hasta en una 

mitad. 

 

Las mismas penas se impondrán a quienes realicen vuelos clandestinos, o proporcionen 

los medios para facilitar el aterrizaje o despegue de aeronaves o den reabastecimiento o 

mantenimiento a las aeronaves utilizadas en dichas actividades. 

 

Si las actividades delictivas a que se refiere el primer párrafo se relacionan con delitos 

contra la salud, las penas de prisión y de multa se duplicarán. 

 

Al que construya, instale, acondicione o ponga en operación los inmuebles e instalaciones 

a que se refiere el párrafo primero, sin haber observado las normas de concesión, aviso o 

permiso contenidas en la legislación respectiva, se le impondrá de tres a ocho años de 

prisión y de ciento cincuenta a cuatrocientos días multa. 
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Las sanciones previstas en este artículo se impondrán sin perjuicio de las medidas que 

disponga la Ley de Vías Generales de Comunicación y de las sanciones que correspondan, 

en su caso, por otros delitos cometidos. 

 

4.4 VIOLACIÓN DE CORRESPONDENCIA 

 

De conformidad con el Código Penal Federal: 

Artículo 173.- Se aplicarán de tres a ciento ochenta jornadas de trabajo en favor de la 

comunidad: 

 

I.-  Al que abra indebidamente una comunicación escrita que no esté dirigida a él, y 

 

II.-  Al que indebidamente intercepte una comunicación escrita que no esté dirigida a 

él, aunque la conserve cerrada y no se imponga de su contenido. 

 

Los delitos previstos en este artículo se perseguirán por querella. 

 

Artículo 174.- No se considera que obren delictuosamente los padres que abran o 

intercepten las comunicaciones escritas dirigidas a sus hijos menores de edad, y los 

tutores respecto de las personas que se hallen bajo su dependencia, y los cónyuges entre 

sí. 

 

Artículo 175.- La disposición del artículo 173 no comprende la correspondencia que 

circule por la estafeta, respecto de la cual se observará lo dispuesto en la legislación 

postal. 
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Artículo 176.- Al empleado de un telégrafo, estación telefónica o estación inalámbrica que 

conscientemente dejare de transmitir un mensaje que se le entregue con ese objeto, o de 

comunicar al destinatario el que recibiere de otra oficina, si causare daño, se le impondrá 

de quince días a un año de prisión o de 30 a 180 días multa. 

 

Artículo 177.- A quien intervenga comunicaciones privadas sin mandato de autoridad 

judicial competente, se le aplicarán sanciones de seis a doce años de prisión y de 

trescientos a seiscientos días multa. 

 

4.5 DERECHO AL MEDIO AMBIENTE SANO 

 

El derecho humano al medio ambiente sano para el desarrollo y bienestar posee una 

doble dimensión; por una parte, dicha prerrogativa protege el ambiente como un bien 

jurídico fundamental y expresa el papel indiscutible que éste tiene en la realización de un 

plan de vida digno, a través del aseguramiento de las condiciones óptimas del entorno y la 

naturaleza, más allá de su relación con el ser humano y de la apreciación que éste haga 

sobre aquellos, reconociendo que su valor intrínseco deriva de que su proceso o los 

procesos que la integran continúan y siguen aparentemente en un sentido: reproducirlo 

vivo, seguir existiendo, en su esfuerzo constante de adaptarse para sobrevivir, incluso a la 

acción humana, y, por la otra parte, la protección de este derecho humano constituye una 

garantía para la realización y vigencia de los demás derechos, atendiendo al principio de 

interdependencia, ya que, como se acaba de señalar, el ser humano se encuentra en una 

relación indisoluble con su entorno y la naturaleza, por lo que nuestra calidad de vida, 

presente y futura, nuestra salud e incluso nuestros patrimonios material y cultural están 
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vinculados con la biosfera; en este sentido, la dignidad, la autonomía y la inviolabilidad de 

la persona dependen de su efectiva defensa.  

 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce en su artículo 4o., 

párrafo quinto, el derecho humano al medio ambiente sano para el desarrollo y bienestar, 

disposición jurídica que a la letra señala lo siguiente:  

 

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El 

Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará 

responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley. 

 

4.6 LEYES MEXICANAS EN MATERIA AMBIENTAL 

 

En México la protección al medio ambiente es una preocupación permanente de la 

sociedad civil y el gobierno y se cuenta con diversas leyes que buscan garantizar lo 

anterior. Ejemplo de ello son:  

 

 Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente ( 

LGEEPA )  

 

 Ley General de Vida Silvestre  

 

 Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos 

(LGPGIR)  
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 Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable  

 

 Ley de Aguas Nacionales  

 

 Ley Federal de Responsabilidad Ambiental  

 

 

 

 

4.7 REGULACIÓN AMBIENTAL DE LOS ASENTAMIENTOS HUMANOS 

 

De conformidad con la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente: 

 

ARTÍCULO 23.- Para contribuir al logro de los objetivos de la política ambiental, la 

planeación del desarrollo urbano y la vivienda, además de cumplir con lo dispuesto en el 

artículo 27 constitucional en materia de asentamientos humanos, considerará los 

siguientes criterios I.- Los planes o programas de desarrollo urbano deberán tomar en 

cuenta los lineamientos y estrategias contenidas en los programas de ordenamiento 

ecológico del territorio;  

 

II.- En la determinación de los usos del suelo, se buscará lograr una diversidad y eficiencia 

de los mismos y se evitará el desarrollo de esquemas segregados o unifuncionales, así 

como las tendencias a la suburbanización extensiva;  
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III.- En la determinación de las áreas para el crecimiento de los centros de población, se 

fomentará la mezcla de los usos habitacionales con los productivos que no representen 

riesgos o daños a la salud de la población y se evitará que se afecten áreas con alto valor 

ambiental;  

 

IV.- Se deberá privilegiar el establecimiento de sistemas de transporte colectivo y otros 

medios de alta eficiencia energética y ambiental;  

 

V.- Se establecerán y manejarán en forma prioritaria las áreas de conservación ecológica 

en torno a los asentamientos humanos;  

 

VI.- Las autoridades de la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, en 

la esfera de su competencia, promoverán la utilización de instrumentos económicos, 

fiscales y financieros de política urbana y ambiental, para inducir conductas compatibles 

con la protección y restauración del medio ambiente y con un desarrollo urbano 

sustentable;  

 

VII.- El aprovechamiento del agua para usos urbanos deberá incorporar de manera 

equitativa los costos de su tratamiento, considerando la afectación a la calidad del recurso 

y la cantidad que se utilice;  

 

VIII. En la determinación de áreas para actividades altamente riesgosas, se establecerán las 

zonas intermedias de salvaguarda en las que no se permitirán los usos habitacionales, 

comerciales u otros que pongan en riesgo a la población; 

 

IX. La política ecológica debe buscar la corrección de aquellos desequilibrios que 

deterioren la calidad de vida de la población y, a la vez, prever las tendencias de 
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crecimiento del asentamiento humano, para mantener una relación suficiente entre la 

base de recursos y la población, y cuidar de los factores ecológicos y ambientales que son 

parte integrante de la calidad de la vida, y  

 

X. Las autoridades de la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, en la 

esfera de su competencia, deberán de evitar los asentamientos humanos en zonas donde 

las poblaciones se expongan al riesgo de desastres por impactos adversos del cambio 

climático.  

 

 

 

4.8 TIPOS Y CARACTERÍSTICAS DE LAS ÁREAS NATURALES 

PROTEGIDAS 

 

 

De conformidad con la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente: 

 

ARTÍCULO 44.- Las zonas del territorio nacional y aquellas sobre las que la Nación 

ejerce soberanía y jurisdicción, en las que los ambientes originales no han sido 

significativamente alterados por la actividad del ser humano, o que sus ecosistemas y 

funciones integrales requieren ser preservadas y restauradas, quedarán sujetas al régimen 

previsto en esta Ley y los demás ordenamientos aplicables.  

 

Los propietarios, poseedores o titulares de otros derechos sobre tierras, aguas y bosques 

comprendidos dentro de áreas naturales protegidas deberán sujetarse a las modalidades 

que de conformidad con la presente Ley, establezcan los decretos por los que se 
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constituyan dichas áreas, así como a las demás previsiones contenidas en el programa de 

manejo y en los programas de ordenamiento ecológico que correspondan.  

ARTÍCULO 45.- El establecimiento de áreas naturales protegidas, tiene por objeto: 

 

I.- Preservar los ambientes naturales representativos de las diferentes regiones 

biogeográficas y ecológicas y de los ecosistemas más frágiles, así como sus funciones, para 

asegurar el equilibrio y la continuidad de los procesos evolutivos y ecológicos;  

 

II.- Salvaguardar la diversidad genética de las especies silvestres de las que depende la 

continuidad evolutiva; así como asegurar la preservación y el aprovechamiento sustentable 

de la biodiversidad del territorio nacional, en particular preservar las especies que están 

en peligro de extinción, las amenazadas, las endémicas, las raras y las que se encuentran 

sujetas a protección especial; 

 

III.- Asegurar la preservación y el aprovechamiento sustentable de los ecosistemas, sus 

elementos, y sus funciones;  

 

IV. Proporcionar un campo propicio para la investigación científica y el estudio de los 

ecosistemas y su equilibrio;  

 

V.- Generar, rescatar y divulgar conocimientos, prácticas y tecnologías, tradicionales o 

nuevas que permitan la preservación y el aprovechamiento sustentable de la biodiversidad 

del territorio nacional;  

 

VI. Proteger poblados, vías de comunicación, instalaciones industriales y 

aprovechamientos agrícolas, mediante zonas forestales en montañas donde se originen 
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torrentes; el ciclo hidrológico en cuencas, así como las demás que tiendan a la protección 

de elementos circundantes con los que se relacione ecológicamente el área; y VII.- 

Proteger los entornos naturales de zonas, monumentos y vestigios arqueológicos, 

históricos y artísticos, así como zonas turísticas, y otras áreas de importancia para la 

recreación, la cultura e identidad nacionales y de los pueblos indígenas. 

ARTÍCULO 45 BIS. Las autoridades competentes garantizarán el otorgamiento de 

estímulos fiscales y retribuciones económicas, con la aplicación de los instrumentos 

económicos referidos en el presente ordenamiento, a los propietarios, poseedores o 

titulares de otros derechos sobre tierras, aguas y bosques comprendidos dentro de áreas 

naturales protegidas. 

 

Tipos y Características de las Áreas Naturales Protegidas 

 

ARTÍCULO 46.- Se consideran áreas naturales protegidas:  

 

I.- Reservas de la biosfera;  

 

II.- Se deroga. 

 

III.- Parques nacionales;  

 

IV.- Monumentos naturales;  

 

V.- Se deroga. 
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VI.- Áreas de protección de recursos naturales;  

 

VII.- Áreas de protección de flora y fauna;  

 

VIII.- Santuarios;  

 

IX.- Parques y Reservas Estatales, así como las demás categorías que establezcan las 

legislaciones locales; 

 

X.- Zonas de conservación ecológica municipales, así como las demás categorías que 

establezcan las legislaciones locales, y  

 

XI.- Áreas destinadas voluntariamente a la conservación.  

 

Para efectos de lo establecido en el presente Capítulo, son de competencia de la 

Federación las áreas naturales protegidas comprendidas en las fracciones I a VIII y XI 

anteriormente señaladas.  

 

Los Gobiernos de los Estados y del Distrito Federal, en los términos que señale la 

legislación local en la materia, podrán establecer parques, reservas estatales y demás 

categorías de manejo que establezca la legislación local en la materia, ya sea que reúnan 

alguna de las características señaladas en las fracciones I a VIII y XI del presente artículo o 

que tengan características propias de acuerdo a las particularidades de cada entidad 

federativa.  

 



 

  

UNIVERSIDAD DEL SURESTE 144 

 

Dichas áreas naturales protegidas no podrán establecerse en zonas previamente 

declaradas como áreas naturales protegidas competencia de la federación, salvo que se 

trate de las señaladas en la fracción VI de este artículo.  

 

Asimismo, corresponde a los municipios establecer las zonas de conservación ecológica 

municipales así como las demás categorías, conforme a lo previsto en la legislación local.  

 

En las áreas naturales protegidas no podrá autorizarse la fundación de nuevos centros de 

población. En las áreas naturales protegidas queda prohibida la introducción de especies 

exóticas invasoras. 

 

 

4.9 Preservación y aprovechamiento sustentable de la flora y fauna silvestre 

 

 

De conformidad con la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente: 

ARTÍCULO 79.- Para la preservación y aprovechamiento sustentable de la flora y fauna 

silvestre, se considerarán los siguientes criterios:  

 

I.- La preservación y conservación de la biodiversidad y del hábitat natural de las especies 

de flora y fauna que se encuentran en el territorio nacional y en las zonas donde la nación 

ejerce su soberanía y jurisdicción;  
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II.- La continuidad de los procesos evolutivos de las especies de flora y fauna y demás 

recursos biológicos, destinando áreas representativas de los sistemas ecológicos del país a 

acciones de preservación e investigación;  

 

III.- La preservación de las especies endémicas, amenazadas, en peligro de extinción o 

sujetas a protección especial;  

 

IV.- El combate al tráfico o apropiación ilegal de especies;  

 

V.- El fomento y creación de las estaciones biológicas de rehabilitación y repoblamiento 

de especies de fauna silvestre;  

 

VI.- La participación de las organizaciones sociales, públicas o privadas, y los demás 

interesados en la preservación de la biodiversidad;  

 

VII.- El fomento y desarrollo de la investigación de la fauna y flora silvestre, y de los 

materiales genéticos, con el objeto de conocer su valor científico, ambiental, económico y 

estratégico para la Nación;  

 

VIII.- El fomento del trato digno y respetuoso a las especies animales, con el propósito de 

evitar la crueldad en contra de éstas;  

 

IX.- El desarrollo de actividades productivas alternativas para las comunidades rurales, y  
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X.- El conocimiento biológico tradicional y la participación de las comunidades, así como 

los pueblos indígenas en la elaboración de programas de biodiversidad de las áreas en que 

habiten.  

ARTÍCULO 80.- Los criterios para la preservación y aprovechamiento sustentable de la 

flora y fauna silvestre, a que se refiere el artículo 79 de esta Ley, serán considerados en: 

 

I.- El otorgamiento de concesiones, permisos y, en general, de toda clase de 

autorizaciones para el aprovechamiento, posesión, administración, conservación, 

repoblación, propagación y desarrollo de la flora y fauna silvestres;  

 

II.- El establecimiento o modificación de vedas de la flora y fauna silvestres;  

 

III. Las acciones de sanidad fitopecuaria;  

 

IV.- La protección y conservación de la flora y fauna del territorio nacional, contra la 

acción perjudicial de especies exóticas invasoras, plagas y enfermedades, o la 

contaminación que pueda derivarse de actividades fitopecuarias;  

 

V.- El establecimiento de un sistema nacional de información sobre biodiversidad y de 

certificación del uso sustentable de sus componentes que desarrolle la Comisión Nacional 

para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad, así como la regulación de la preservación 

y restauración de flora y fauna silvestre;  

 

VI. La formulación del programa anual de producción, repoblación, cultivo, siembra y 

diseminación de especies de la flora y fauna acuáticas;  
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VII. La creación de áreas de refugio para proteger las especies acuáticas que así lo 

requieran; y  

 

VIII. La determinación de los métodos y medidas aplicables o indispensables para la 

conservación, cultivo y repoblación de los recursos pesqueros. 

 

 

4.10 MEDIDAS DE MITIGACIÓN AMBIENTAL 

 

Las medidas de mitigación ambiental se encuentran dentro de un conjunto de acciones de 

prevención, control, atenuación, restauración y compensación de impactos ambientales 

negativos que se dan por el desarrollo de un proyecto, con el fin de asegurar un uso 

sostenible de los recursos naturales y de la protección del medio ambiente. 

   

Estas medidas son fundamentales y existen 3 tipos: 

   

1. Medidas preventivas: tienen como fin evitar la aparición de efectos ambientales 

negativos o mitigar estos anticipadamente. 

  

2. Medidas correctoras: no eliminan el impacto, pero sí lo atenúan, disminuyendo su 

importancia. Estas medidas se adoptan cuando la afección es inevitable, pero existen 

procesos, tecnologías, etc., capaces de minimizar el impacto. 

  

3. Medidas compensatorias: son las actuaciones aplicables cuando el impacto es 

inevitable o de difícil corrección. Tienden a compensar el efecto negativo sobre la 
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especie o el hábitat afectado, mediante la generación de efectos positivos 

relacionados con el mismo.  

 

   

Las medidas de prevención, mitigación de impactos negativos como de optimización de 

impactos positivos, deberán constituir un conjunto integrado de medidas y acciones, que 

se complementen entre sí, para alcanzar superiores metas de beneficio de la obra durante 

su construcción y operación, con especial énfasis en los beneficios locales y regionales. 

 

 Las medidas preventivas tienen por objeto prevenir o impedir la ocurrencia de un hecho, 

la realización de una actividad o la existencia de una situación que atente contra el medio 

ambiente, los recursos naturales, el paisaje o la salud humana. 

   

Una vez conocido el hecho, de oficio o a petición de parte, la autoridad ambiental 

competente procederá a comprobarlo y a establecer la necesidad de imponer medida(s) 

preventiva(s), la(s) cual(es) se impondrá(n) mediante acto administrativo motivado. 

  

 Las medidas preventivas que la autoridad ambiental puede imponer son: la amonestación 

escrita; el decomiso preventivo de productos, elementos, medios o implementos 

utilizados para cometer la infracción; la aprehensión preventiva de especímenes, 

productos y subproductos de fauna y flora silvestres y la suspensión de obra o actividad 

cuando pueda derivarse daño o peligro para el medio ambiente, los recursos naturales, el 

paisaje o la salud humana o cuando el proyecto, obra o actividad se haya iniciado sin 

permiso, concesión, autorización o licencia ambiental o ejecutado incumpliendo los 

términos de los mismos. 
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 Las medidas preventivas por su índole preventiva supone la acción inmediata de las 

autoridades ambientales, por lo que la eficacia de esas medidas requiere que su adopción 

sea inmediata para evitar daños graves al medio ambiente, y si bien dejan en suspenso el 

régimen jurídico aplicable en condiciones de normalidad al hecho, situación o actividad, y 

aun cuando sus repercusiones sean gravosas y generen evidentes restricciones, no tienen 

el alcance de la sanción que se impone al infractor después de haberse surtido el 

procedimiento ambiental  y de haberse establecido evidentemente su responsabilidad. 

 

 

Dentro de la planeación de un proyecto, deberá existir un documento donde se evalúen 

las diferentes posibles afectaciones que se presenten en las diversas etapas del proyecto. 

 

  

 En este se deben ver reflejadas las medidas previstas para prevenir, reducir, eliminar o 

compensar los efectos ambientales negativos significativos. Así mismo, establecer las 

medidas adecuadas para prevenir, atenuar o suprimir los efectos ambientales de la 

actividad, tanto en lo referente al diseño, ubicación, como en cuanto a los procedimientos 

de anticontaminación, depuración y dispositivos genéricos de protección del medio 

ambiente. 

  

 En defecto de las anteriores medidas, aquellas otras dirigidas a compensar dichos efectos, 

a ser posible con acciones de restauración, o de la misma naturaleza y efecto contrario al 

de la acción emprendida. 

  

 Todas estas medidas deben ser contempladas desde el principio del proyecto, con el fin 

de preservar el entorno y generar el menor impacto negativo posible. En caso de no 

poder aplicarse las medidas preventivas, comienza a hacerse un análisis para ejecutar otro 

tipo de medidas como lo son las correctoras o compensatorias. 
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4.11 DELITOS AMBIENTALES 

 

De conformidad con la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente: 

 

ARTÍCULO 182.- En aquellos casos en que, como resultado del ejercicio de sus 

atribuciones, la Secretaría tenga conocimiento de actos u omisiones que pudieran 

constituir delitos conforme a lo previsto en la legislación aplicable, formulará ante el 

Ministerio Público Federal la denuncia correspondiente. 

Toda persona podrá presentar directamente las denuncias penales que correspondan a 

los delitos ambientales previstos en la legislación aplicable.  

 

La Secretaría proporcionará, en las materias de su competencia, los dictámenes técnicos o 

periciales que le soliciten el Ministerio Público o las autoridades judiciales, con motivo de 

las denuncias presentadas por la comisión de delitos ambientales.  

 

La Secretaría será coadyuvante del Ministerio Público Federal, en los términos del Código 

Federal de Procedimientos Penales. Lo anterior, sin perjuicio de la coadyuvancia que 

pueda hacer la víctima o el ofendido directo del ilícito, por sí mismo o a través de su 

representante legal. 

 

Denuncia Popular 

 

ARTÍCULO 189.- Toda persona, grupos sociales, organizaciones no gubernamentales, 

asociaciones y sociedades podrán denunciar ante la Procuraduría Federal de Protección al 

Ambiente o ante otras autoridades todo hecho, acto u omisión que produzca o pueda 
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producir desequilibrio ecológico o daños al ambiente o a los recursos naturales, o 

contravenga las disposiciones de la presente Ley y de los demás ordenamientos que 

regulen materias relacionadas con la protección al ambiente y la preservación y 

restauración del equilibrio ecológico.  

 

Si en la localidad no existiere representación de la Procuraduría Federal de Protección al 

Ambiente, la denuncia se podrá formular ante la autoridad municipal o, a elección del 

denunciante, ante las oficinas más próximas de dicha representación.  

 

Si la denuncia fuera presentada ante la autoridad municipal y resulta del orden federal, 

deberá ser remitida para su atención y trámite a la Procuraduría Federal de Protección al 

Ambiente. 

 

ARTÍCULO 190.- La denuncia popular podrá ejercitarse por cualquier persona, bastando 

que se presente por escrito y contenga: 

 

I.- El nombre o razón social, domicilio, teléfono si lo tiene, del denunciante y, en su caso, 

de su representante legal;  

 

II.- Los actos, hechos u omisiones denunciados; 

 

III.- Los datos que permitan identificar al presunto infractor o localizar la fuente 

contaminante, y  

 

IV.- Las pruebas que en su caso ofrezca el denunciante.  
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Asimismo, podrá formularse la denuncia por vía telefónica, en cuyo supuesto el servidor 

público que la reciba, levantará acta circunstanciada, y el denunciante deberá ratificarla 

por escrito, cumpliendo con los requisitos establecidos en el presente artículo, en un 

término de tres días hábiles siguientes a la formulación de la denuncia, sin perjuicio de que 

la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente investigue de oficio los hechos 

constitutivos de la denuncia.  

 

No se admitirán denuncias notoriamente improcedentes o infundadas, aquéllas en las que 

se advierta mala fe, carencia de fundamento o inexistencia de petición, lo cual se notificará 

al denunciante.  

 

Si el denunciante solicita a la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente guardar 

secreto respecto de su identidad, por razones de seguridad e interés particular, ésta 

llevará a cabo el seguimiento de la denuncia conforme a las atribuciones que la presente 

Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables le otorgan. 

 

 

 

 

Bibliografía básica y complementaria: 

 Acosta Romero, Miguel. Delitos Especiales, Porrúa, México, 2005.  

 Osorio y Nieto, Cesar. Delitos contra la salud, Porrúa, México, 2009.  

 Zamora Jiménez, Arturo. Delitos Electorales, Ángel editor, México, 2003.  

 



 

  

UNIVERSIDAD DEL SURESTE 153 

 

Linkografía 

 https://salud.gob.ar/dels/entradas/derecho-la-salud 

 https://www.conceptosjuridicos.com/mx/delitos-contra-la-salud 

 https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/8/3982/4.pdf 

 https://www.gob.mx/fgr/es/articulos/sabias-que-el-ataque-a-las-vias-de-

comunicacion-es-un-delito-federal?idiom=es 

 http://www.fepade.gob.mx/swb/fepade/ 

 https://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/cartillas/2015-2016/22-DH-

alMedioAmbSano.pdf   

 

 

https://salud.gob.ar/dels/entradas/derecho-la-salud
https://www.gob.mx/fgr/es/articulos/sabias-que-el-ataque-a-las-vias-de-comunicacion-es-un-delito-federal?idiom=es
https://www.gob.mx/fgr/es/articulos/sabias-que-el-ataque-a-las-vias-de-comunicacion-es-un-delito-federal?idiom=es
http://www.fepade.gob.mx/swb/fepade/

